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INTRODUCCIÓN 

Las Agencias Anti-corrupción (ACA por sus siglas en inglés) son definidas como 
dependencias públicas cuya función primordial es articular y centralizar un 
liderazgo en una o más áreas de las políticas públicas de combate y prevención 
de la corrupción. En general, muchas de ellas se ocupan de al menos una de las 
siguientes actividades: instrumentación, análisis y evaluación de políticas públicas 
contra la corrupción, investigación y monitoreo sobre el desempeño de la 
administración pública y en ocasiones privada, así como sensibilización pública 
sobre la importancia de combatir la corrupción y persecución de estas conductas.1 

De acuerdo con un importante análisis del Banco Mundial sobre las Comisiones 
anti-corrupción en perspectiva comparada, habría que distinguir cuatro modelos 
institucionales de estas Comisiones alrededor del mundo. En primer lugar, destaca 
el modelo universal ejemplificado en distintos análisis por la Comisión 
Independiente contra la Corrupción de Hong Kong (ICAC) que tiene amplias 
funciones de investigación, prevención y comunicación. En segundo lugar, está el 
modelo de investigación que se caracteriza por pequeñas agencias centralizadas 
como el Buró de Investigaciones sobre Prácticas Corruptas de Singapur. Ambos 
representan modelos altamente centralizados que administrativamente dependen 
y le reportan directamente al Ejecutivo.  

En tercer lugar, destaca el modelo parlamentario que incluye comisiones que 
reportan a comités legislativos y que son independientes de las ramas judicial y 
ejecutiva del Estado. El modelo parlamentario está bien ejemplificado por la 
Comisión Independiente de New South Wales, en Australia, contra la corrupción. 
Finalmente, tenemos modelo multi-agencias que supone la existencia de oficinas 
independientes entre sí que, sin embargo, conforman una red administrativa y 
judicial para el combate a la corrupción. Es el caso de los Estados Unidos y la 
Oficina de Ética gubernamental cuya acción se complementa con múltiples 
agencias judiciales y de investigación así como el de la India y el trabajo de 
coordinación de su Comisión Central de Vigilancia.2 Otras clasificaciones separan 
los enfoques de una sola agencia de los enfoques multi-agencia mientras algunos 
otros se refieren específicamente a  los distintos niveles de independencia frente a 
los Poderes del Estado.  

Otra clasificación para las 98 agencias anticorrupción que existen en el mundo, 
misma que retoman la iniciativas en materia de anticorrupción presentadas 
recientemente en el Senado, tiene que ver con separarlas por su especialización, 

                                                        
1 Patrick Meagher, Anti-Corruption Agencies: a review of experience, Center for Institutional Reform and the informal 
Sector, University of Maryland, Marzo de 2004, p. 3.  
2 John R. Heilbrunn, Anti-Corruption Commissions: Panacea or Real Medicine to Fight Corruption?, Washington, World 
Bank Institute, 2004, p. 4.  



 
S e n a d o  d e  l a  R e p ú b l i c a   

 

4 

a saber: 1) las que se especializan en la prevención y no tienen poderes de 
investigación ni autoridad procesal, entre las que destacan Francia y Perú; 2) las 
que se especializan en la aplicación de la ley, como es el caso de España o Kenia; 
3) las que se ocupan de aplicar la ley pero también de todo el universo preventivo 
y de políticas públicas como el caso de las Comisiones en Hong Kong, Singapur, 
Indonesia, Australia y Argentina y finalmente 4) los modelos híbridos, donde hay 
una descentralización del combate a la corrupción y no hay propiamente una 
agencia central como en múltiples países europeos.  

No obstante, para los propósitos de este análisis, valdría la pena recuperar una 
clasificación entre tres modelos de acuerdo con la OCDE. El primero se refiere a 
agencias con múltiples propósitos y capacidades de aplicación de la ley (multi-
purpose agencies with law enforcement powers). Se trata de agencias poderosas 
basadas en pilares de prevención y persecución de la corrupción cuyo trabajo 
involucra desde asistencia técnica, análisis de políticas, recomendaciones y 
asesoría en materia de información, monitoreo, investigación y, en cierta medida, 
persecución de los delitos. Es a este modelo al que pertenecen la gran mayoría de 
países asiáticos revisados y del que abrevan otros modelos latinoamericanos, 
africanos y europeos para incorporar algunos elementos. El segundo se refiere a 
las instituciones de aplicación de la ley (law enforcement type institutions), muy 
populares en Europa y África. Este modelo es ampliamente utilizado por parte de 
cuerpos burocráticos al interior de las instituciones de procuración de justicia. 
Destacan los casos de España, Bélgica, entre muchos otros. Finalmente, otro 
modelo denominado de instituciones preventivas, de desarrollo de políticas 
públicas y coordinación (preventive, policy development and coordination 
institutions), en donde las agencias tienen mucho más un rol preventivo, de 
análisis y monitoreo que de investigación estrictamente criminal. En este modelo 
destacan algunos casos latinoamericanos y, muy destacadamente, el caso 
francés.3  

Se trata, por tanto, de diseños institucionales que a nivel global adoptan formas 
absolutamente heterogéneas. De ahí la importancia de un análisis, como el que 
sigue, que ponga a disposición de la Comisión de Puntos Constitucionales del 
Senado una comparación entre la naturaleza jurídica, organización, características 
y potestades de agencias anticorrupción de los cinco continentes. La muestra de 
países tiene que ver con una apreciación sobre algunas de las que parecen ser las 
más exitosas en cada contexto regional y, al mismo tiempo, con una distribución 
más o menos equitativa entre regímenes política y constitucionalmente 
discrepantes tanto de países industrializados como países emergentes, si bien es 
en los países emergentes donde estas agencias parecen tener, por razones 
obvias, mayor relevancia.  

                                                        
3 El estudio que desarrolla esta clasificación es OECD, Specialised Anti-Corruption Institutions: review of models, 2008.  
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I. LAS  AGENCIAS  LATINOAMERICANAS  

 

En la región latinoamericana, las agencias anticorrupción dependen en su mayoría 
del Poder Ejecutivo. Pocos son los casos que se sustentan en la Constitución o 
que se originan por Decreto Legislativo, y que además cuentan con una 
integración mayoritaria de representantes de la sociedad civil, teniendo una 
naturaleza de mayor autonomía respecto al Estado. 

A continuación hemos analizado los casos de Argentina, Ecuador, Honduras, 
Bolivia y Perú, en los mismos se aprecia lo siguiente: son órganos subordinados al 
Poder Ejecutivo, y en el caso de los representados por la sociedad civil, los 
mismos carecen de fortaleza institucional y de toma de decisiones; la tipificación 
del delito casi siempre se encuentra en los Código Penales; las sanciones van 
desde las pecuniarias, hasta la privación de la libertad o bien separación del 
cargo; y en todos los casos se contempla una instancia evaluadora o de revisión 
del desempeño de cada una de las agencias. 

Cabe destacar, entre los países analizados, el caso emblemático de Bolivia, el 
cual a nuestra consideración ha avanzado en el combate contra la corrupción, 
pues además de integrar la misma en un Plan Nacional, tiene una fuerte estructura 
de colaboración e integración de funciones no sólo entre las instancias nacionales, 
sino además acorde con las normas planteadas en los Convenios internacionales 
en la materia. 
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ARGENTINA 

Oficina Anticorrupción (OA)  

Naturaleza Jurídica:  Creada el 10 de diciembre de 1999 por la Ley 25.233. 
Funciona en el ámbito del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. Tiene a su 
cargo la elaboración y coordinación de programas de lucha contra la corrupción en 
el sector público nacional y, en forma concurrente con la Fiscalía de 
Investigaciones Administrativas, goza de las competencias y atribuciones 
establecidas en los artículos 26, 45 y 50 de la Ley No. 24.946. 

Facultades de investigación y de sanción:  La Ley antes mencionada, señala 
que la OA tiene facultad para investigar preliminarmente a los agentes a los que 
se atribuya la comisión de algunos de los hechos señalados en la misma, y 
establece que las investigaciones se realizarán por el sólo impulso de la OA y sin 
necesidad de que otra autoridad estatal lo disponga; asimismo, puede investigar, 
también de manera preliminar, a toda Institución o Asociación que tenga como 
principal fuente de recursos el aporte estatal, ya sea prestado en forma directa o 
indirecta, en caso de sospecha razonable sobre irregularidades en la 
administraciones de los recursos mencionados en la Ley. No obstante, cabe 
aclarar que la OA no tiene competencia para realizar investigaciones en el ámbito 
del Poder Legislativo, el Poder Judicial o en los organismos de las 
Administraciones Provinciales y Municipales. 

Universo de actuación del órgano:  Comprende a la Administración Pública 
Nacional centralizada y descentralizada, empresas, sociedades y todo otro ente 
público o privado con participación del Estado o que tenga como principal fuente 
de recursos el aporte estatal. 

Máxima instancia de decisión:  Es unipersonal. La OA está a cargo del Fiscal de 
Control Administrativo, quien posee rango y jerarquía de Secretario. La Oficina 
desarrolla su labor desde dos áreas: mediante la Dirección de Investigaciones 
(DIOA) y la Dirección de Planificación de Políticas de Transparencia (DPPT). 

Mecanismo de nombramiento:  El Fiscal es designado y removido por el 
Presidente de la Nación, a propuesta del Ministro de Justicia y Derechos 
Humanos. Los titulares de la Dirección de Investigaciones y de la Dirección de 
Planificación de Políticas de Transparencia poseen rango y jerarquía de 
Subsecretarios, y al igual que en el caso del Fiscal, son designados y removidos 
por el Presidente de la Nación. 

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión:  
De conformidad con el artículo 7° del Decreto 102/9 9, serán requisitos para 
desempeñar el cargo de Fiscal de Control Administrativo: a) Ser ciudadano 
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argentino; b) Tener no menos de 30 años de edad; y c) Tener no menos de 6 años 
en el ejercicio de la profesión de abogado o idéntica antigüedad profesional en el 
Ministerio Público o en el Poder Judicial. 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones:  La tipificación del 
delito, así como las sanciones y penas, en materia de corrupción lo contempla el 
Código Penal Argentina. En tanto, no existe una definición propia de corrupción.  

Instancia de revisión y que evalúa las decisiones d el órgano: La OA debe 
enviar un informe final de cada investigación que realice, un informe semestral y 
una memoria anual sobre su gestión, al Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos. 

Disposiciones constitucionales y legales relevantes : La Constitución de la 
Nación Argentina establece mediante su artículo 85, Capítulo Sexto De la 
Auditoría General de la Nación, que “El control externo del sector público nacional 
en sus aspectos patrimoniales, económicos, financieros y operativos, será una 
atribución propia del Poder Legislativo. El examen y la opinión del Poder 
Legislativo sobre el desempeño y situación general de la administración pública 
estarán sustentados en los dictámenes de la Auditoría General de la Nación. Este 
organismo de asistencia técnica del Congreso, con autonomía funcional, se 
integrará del modo que establezca la ley que reglamenta su creación y 
funcionamiento, que deberá ser aprobada por mayoría absoluta de los miembros 
de cada Cámara. El presidente del organismo será designado a propuesta del 
partido político de oposición con mayor número de legisladores en el Congreso. 
Tendrá a su cargo el control de la legalidad, gestión y auditoría de toda la actividad 
de la administración pública centralizada y descentralizada, cualquiera que fuere 
su modalidad de organización y las demás funciones que la ley le otorgue. 
Intervendrá necesariamente en el trámite de aprobación o rechazo de las cuentas 
de percepción e inversión de los fondos públicos”. 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: El Código Penal de 
la Nación Argentina, establece en sus capítulos IV al IX Bis, lo siguiente: 

Capítulo IV. Abuso de autoridad y violación de los deberes de los funcionarios 
públicos 

ARTICULO 248. - Será reprimido con prisión de un mes a dos años e 
inhabilitación especial por doble tiempo, el funcionario público que dictare 
resoluciones u órdenes contrarias a las constituciones o leyes nacionales o 
provinciales o ejecutare las órdenes o resoluciones de esta clase existentes o no 
ejecutare las leyes cuyo cumplimiento le incumbiere.  
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ARTICULO 248 bis.- Será reprimido con inhabilitación absoluta de SEIS (6) 
meses a DOS (2) años el funcionario público que, debiendo fiscalizar el 
cumplimiento de las normas de comercialización de ganado, productos y 
subproductos de origen animal, omitiere inspeccionar conforme los reglamentos a 
su cargo, establecimientos tales como mercados de hacienda, ferias y remates de 
animales, mataderos, frigoríficos, saladeros, barracas, graserías, tambos u otros 
establecimientos o locales afines con la elaboración, manipulación, transformación 
o comercialización de productos de origen animal y vehículos de transporte de 
hacienda, productos o subproductos de ese origen. 

(Artículo incorporado por art. 5° de la Ley N° 25.8 90 B.O. 21/5/2004) 

ARTICULO 249. - Será reprimido con multa de pesos setecientos cincuenta a 
pesos doce mil quinientos e inhabilitación especial de un mes a un año, el 
funcionario público que ilegalmente omitiere, rehusare hacer o retardare algún 
acto de su oficio.  

(Nota Infoleg: multa actualizada por art. 1° de la Ley N° 24.286 B.O. 29/12/1993) 

ARTICULO 249 bis - El militar que en sus funciones y prevalido de su autoridad, 
arbitrariamente perjudicare o maltratare de cualquier forma a un inferior, será 
penado con prisión de seis (6) meses a dos (2) años, si no resultare un delito más 
severamente penado. 

(Artículo incorporado por art. 15 del Anexo I de la Ley N° 26.394 B.O. 29/8/2008. Vigencia: 
comenzará a regir a los SEIS (6) meses de su promulgación. Durante dicho período se llevará a 
cabo en las áreas pertinentes un programa de divulgación y capacitación sobre su contenido y 
aplicación) 

ARTICULO 250. - Será reprimido con prisión de un mes a dos años e 
inhabilitación especial por doble tiempo, el jefe o agente de la fuerza pública, que 
rehusare, omitiere o retardare, sin causa justificada, la prestación de un auxilio 
legalmente requerido por la autoridad civil competente.  

ARTICULO 250 bis - Será penado con prisión de cuatro (4) a diez (10) años, 
siempre que no resultare otro delito más severamente penado, el militar que en 
tiempo de conflicto armado: 

1. Abandonare sus funciones de control, vigilancia, comunicaciones o la atención 
de los instrumentos que tuviese a su cargo para esos fines, las descuidase o se 
incapacitase para su cumplimiento. 

2. Observare cualquier dato significativo para la defensa y no lo informase o 
tomase las medidas del caso. 

(Artículo incorporado por art. 16 del Anexo I de la Ley N° 26.394 B.O. 29/8/2008. Vigencia: 
comenzará a regir a los SEIS (6) meses de su promulgación. Durante dicho período se llevará a 
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cabo en las áreas pertinentes un programa de divulgación y capacitación sobre su contenido y 
aplicación) 

ARTICULO 251. - Será reprimido con prisión de un mes a cuatro años e 
inhabilitación especial por doble tiempo, el funcionario público que requiriere la 
asistencia de la fuerza pública contra la ejecución de disposiciones u órdenes 
legales de la autoridad o de sentencias o de mandatos judiciales.  

ARTICULO 252. - Será reprimido con multa de pesos setecientos cincuenta a 
pesos doce mil quinientos e inhabilitación especial de un mes a un año, el 
funcionario público que, sin habérsele admitido la renuncia de su destino, lo 
abandonare con daño del servicio público.  

El militar que abandonare su servicio, su destino o que desertare en tiempo de 
conflicto armado o zona de catástrofe, será penado con prisión de uno (1) a seis 
(6) años. Si como consecuencia de su conducta resultare la muerte de una o más 
personas, se sufrieren pérdidas militares o se impidiese o dificultase la salvación 
de vidas en supuesto de catástrofe, el máximo de la pena se elevará a doce (12) 
años. En cualquier caso se impondrán las penas aquí previstas siempre que no 
resultare un delito con pena más grave. (Párrafo incorporado por art. 17 del Anexo I de la 
Ley N° 26.394 B.O. 29/8/2008. Vigencia: comenzará a  regir a los SEIS (6) meses de su 
promulgación. Durante dicho período se llevará a cabo en las áreas pertinentes un programa de 
divulgación y capacitación sobre su contenido y aplicación) 

(Nota Infoleg: multa actualizada por art. 1° de la Ley N° 24.286 B.O. 29/12/1993) 

ARTICULO 253. - Será reprimido con multa de pesos setecientos cincuenta a 
pesos doce mil quinientos e inhabilitación especial de seis meses a dos años, el 
funcionario público que propusiere o nombrare para cargo público, a persona en 
quien no concurrieren los requisitos legales. En la misma pena incurrirá el que 
aceptare un cargo para el cual no tenga los requisitos legales.  

(Nota Infoleg: multa actualizada por art. 1° de la Ley N° 24.286 B.O. 29/12/1993) 

ARTICULO 253 bis - El militar que sin orden ni necesidad emprendiere una 
operación militar, o en sus funciones usare armas sin las formalidades y 
requerimientos del caso, sometiere a la población civil a restricciones arbitrarias u 
ordenare o ejerciere cualquier tipo de violencia innecesaria contra cualquier 
persona, será penado con prisión de uno (1) a cuatro (4) años si no resultare un 
delito más severamente penado. 

(Artículo incorporado por art. 18 del Anexo I de la Ley N° 26.394 B.O. 29/8/2008. Vigencia: 
comenzará a regir a los SEIS (6) meses de su promulgación. Durante dicho período se llevará a 
cabo en las áreas pertinentes un programa de divulgación y capacitación sobre su contenido y 
aplicación) 
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ARTICULO 253 ter - Será penado con prisión de dos (2) a ocho (8) años el militar 
que por imprudencia o negligencia, impericia en el arte militar o inobservancia de 
los reglamentos o deberes a su cargo, en el curso de conflicto armado o de 
asistencia o salvación en situación de catástrofe, causare o no impidiere, la muerte 
de una o más personas o pérdidas militares, si no resultare un delito más 
severamente penado. 

(Artículo incorporado por art. 19 del Anexo I de la Ley N° 26.394 B.O. 29/8/2008. Vigencia: 
comenzará a regir a los SEIS (6) meses de su promulgación. Durante dicho período se llevará a 
cabo en las áreas pertinentes un programa de divulgación y capacitación sobre su contenido y 
aplicación) 

Capítulo V. Violación de sellos y documentos 

ARTICULO 254. - Será reprimido con prisión de seis meses a dos años, el que 
violare los sellos puestos por la autoridad para asegurar la conservación o la 
identidad de una cosa. Si el culpable fuere funcionario público y hubiere cometido 
el hecho con abuso de su cargo, sufrirá además inhabilitación especial por doble 
tiempo. Si el hecho se hubiere cometido por imprudencia o negligencia del 
funcionario público, la pena será de multa de pesos setecientos cincuenta a pesos 
doce mil quinientos. 

(Nota Infoleg: multa actualizada por art. 1° de la Ley N° 24.286 B.O. 29/12/1993) 

ARTICULO 255. - Será reprimido con prisión de un (1) mes a cuatro (4) años, el 
que sustrajere, alterare, ocultare, destruyere o inutilizare en todo o en parte 
objetos destinados a servir de prueba ante la autoridad competente, registros o 
documentos confiados a la custodia de un funcionario público o de otra persona en 
el interés del servicio público. Si el autor fuere el mismo depositario, sufrirá 
además inhabilitación especial por doble tiempo. 

Si el hecho se cometiere por imprudencia o negligencia del depositario, éste será 
reprimido con multa de pesos setecientos cincuenta ($ 750) a pesos doce mil 
quinientos ($ 12.500). 

(Artículo sustituido por art. 13 de la Ley N° 26.38 8, B.O. 25/6/2008) 

Capítulo VI. Cohecho y tráfico de influencias 

(Título del capítulo sustituido por art. 30 de la Ley N° 25.188 B.O. 1/11/1999. Vigencia: a los ocho 
días desde su publicación.) 

ARTICULO 256. - Será reprimido con reclusión o prisión de uno a seis años e 
inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que por sí o por persona 
interpuesta, recibiere dinero o cualquier otra dádiva o aceptare una promesa 
directa o indirecta, para hacer, retardar o dejar de hacer algo relativo a sus 
funciones 
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(Artículo sustituido por art. 31 de la Ley N° 25.18 8 B.O. 1/11/1999. Vigencia: a los ocho días desde 
su publicación.) 

ARTICULO 256 bis — Será reprimido con reclusión o prisión de uno a seis años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública, el que por sí o por 
persona interpuesta solicitare o recibiere dinero o cualquier otra dádiva o aceptare 
una promesa directa o indirecta, para hacer valer indebidamente su influencia ante 
un funcionario público, a fin de que éste haga, retarde o deje de hacer algo relativo 
a sus funciones. 

Si aquella conducta estuviera destinada a hacer valer indebidamente una 
influencia ante un magistrado del Poder Judicial o del Ministerio Público, a fin de 
obtener la emisión, dictado, demora u omisión de un dictamen, resolución o fallo 
en asuntos sometidos a su competencia, el máximo de la pena de prisión o 
reclusión se elevará a doce años. 

(Artículo incorporado por art. 32 de la Ley N° 25.1 88 B.O. 1/11/1999. Vigencia: a los ocho días 
desde su publicación.) 

ARTICULO 257. - Será reprimido con prisión o reclusión de cuatro a doce años e 
inhabilitación especial perpetua, el magistrado del Poder Judicial o del Ministerio 
Público que por sí o por persona interpuesta, recibiere dinero o cualquier otra 
dádiva o aceptare una promesa directa o indirecta para emitir, dictar, retardar u 
omitir dictar una resolución, fallo o dictamen, en asuntos sometidos a su 
competencia. 

(Artículo sustituido por art. 33 de la Ley N° 25.18 8 B.O. 1/11/1999. Vigencia: a los ocho días desde 
su publicación) 

ARTICULO 258. - Será reprimido con prisión de uno a seis años, el que directa o 
indirectamente diere u ofreciere dádivas en procura de alguna de las conductas 
reprimidas por los artículos 256 y 256 bis, primer párrafo. Si la dádiva se hiciere u 
ofreciere con el fin de obtener alguna de las conductas tipificadas en los artículos 
256 bis, segundo párrafo y 257, la pena será de reclusión o prisión de dos a seis 
años. Si el culpable fuere funcionario público, sufrirá además inhabilitación 
especial de dos a seis años en el primer caso y de tres a diez años en el segundo. 

(Artículo sustituido por art. 34 de la Ley N° 25.18 8 B.O. 1/11/1999. Vigencia: a los ocho días desde 
su publicación) 

ARTICULO 258 bis — Será reprimido con reclusión de uno (1) a seis (6) años e 
inhabilitación especial perpetua para ejercer la función pública el que, directa o 
indirectamente, ofreciere u otorgare a un funcionario público de otro Estado o de 
una organización pública internacional, ya sea en su beneficio o de un tercero, 
sumas de dinero o cualquier objeto de valor pecuniario u otras compensaciones, 
tales como dádivas, favores, promesas o ventajas, a cambio de que dicho 
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funcionario realice u omita realizar un acto relacionado con el ejercicio de sus 
funciones públicas, o para que haga valer la influencia derivada de su cargo, en un 
asunto vinculado a una transacción de naturaleza económica, financiera o 
comercial. 

(Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 25.82 5 B.O. 11/12/2003) 

ARTICULO 259. - Será reprimido con prisión de un mes a dos años e 
inhabilitación absoluta de uno a seis años, el funcionario público que admitiere 
dádivas, que fueran entregadas en consideración a su oficio, mientras 
permanezca en el ejercicio del cargo. El que presentare u ofreciere la dádiva será 
reprimido con prisión de un mes a un año.  

Capítulo VII. Malversación de caudales públicos 

ARTICULO 260. - Será reprimido con inhabilitación especial de un mes a tres 
años, el funcionario público que diere a los caudales o efectos que administrare 
una aplicación diferente de aquella a que estuvieren destinados. Si de ello 
resultare daño o entorpecimiento del servicio a que estuvieren destinados, se 
impondrá además al culpable, multa del veinte al cincuenta por ciento de la 
cantidad distraída.  

ARTICULO 261. - Será reprimido con reclusión o prisión de dos a diez años e 
inhabilitación absoluta perpetua, el funcionario público que sustrajere caudales o 
efectos cuya administración, percepción o custodia le haya sido confiada por razón 
de su cargo. Será reprimido con la misma pena el funcionario que empleare en 
provecho propio o de un tercero, trabajos o servicios pagados por una 
administración pública.  

ARTICULO 262. - Será reprimido con multa del veinte al sesenta por ciento del 
valor substraído, el funcionario público que, por imprudencia o negligencia o por 
inobservancia de los reglamentos o deberes de su cargo, diere ocasión a que se 
efectuare por otra persona la substracción de caudales o efectos de que se trata 
en el artículo anterior.  

ARTICULO 263. - Quedan sujetos a las disposiciones anteriores los que 
administraren o custodiaren bienes pertenecientes a establecimientos de 
instrucción pública o de beneficencia, así como los administradores y depositarios 
de caudales embargados, secuestrados o depositados por autoridad competente, 
aunque pertenezcan a particulares.  

ARTICULO 264. - Será reprimido con inhabilitación especial por uno a seis meses, 
el funcionario público que, teniendo fondos expeditos, demorare injustificadamente 
un pago ordinario o decretado por autoridad competente. En la misma pena 
incurrirá el funcionario público que, requerido por la autoridad competente, 
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rehusare entregar una cantidad o efecto depositado o puesto bajo su custodia o 
administración.  

Capítulo VIII. Negociaciones incompatibles con el ejercicio de funciones públicas 

ARTICULO 265. - Será reprimido con reclusión o prisión de uno a seis años e 
inhabilitación especial perpetua, el funcionario público que, directamente, por 
persona interpuesta o por acto simulado, se interesare en miras de un beneficio 
propio o de un tercero, en cualquier contrato u operación en que intervenga en 
razón de su cargo. 

Esta disposición será aplicable a los árbitros, amigables componedores, peritos, 
contadores, tutores, curadores, albaceas, síndicos y liquidadores, con respecto a 
las funciones cumplidas en el carácter de tales. 

(Artículo sustituido por art. 35 de la Ley N° 25.18 8 B.O. 1/11/1999. Vigencia: a los ocho días desde 
su publicación.) 

Capítulo IX. Exacciones ilegales 

ARTICULO 266. - Será reprimido con prisión de uno a cuatro años e inhabilitación 
especial de uno a cinco años, el funcionario público que, abusando de su cargo, 
solicitare, exigiere o hiciere pagar o entregar indebidamente, por sí o por 
interpuesta persona, una contribución, un derecho o una dádiva o cobrase 
mayores derechos que los que corresponden. 

(Artículo sustituido por art. 37 de la Ley N° 25.18 8 B.O. 1/11/1999. Vigencia: a los ocho días desde 
su publicación.) 

ARTICULO 267. - Si se empleare intimidación o se invocare orden superior, 
comisión, mandamiento judicial u otra autorización legítima, podrá elevarse la 
prisión hasta cuatro años y la inhabilitación hasta seis años.  

ARTICULO 268. - Será reprimido con prisión de dos a seis años e inhabilitación 
absoluta perpetua, el funcionario público que convirtiere en provecho propio o de 
tercero las exacciones expresadas en los artículos anteriores.  

Capítulo IX bis. Enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados 

 ARTICULO 268 (1).  - Será reprimido con la pena del artículo 256, el funcionario 
público que con fines de lucro utilizare para sí o para un tercero información o 
datos de carácter reservado de los que haya tomado conocimiento en razón de su 
cargo.  

ARTICULO  268 (2) — Será reprimido con reclusión o prisión de dos a seis años, 
multa del cincuenta por ciento al ciento por ciento del valor del enriquecimiento e 
inhabilitación absoluta perpetua, el que al ser debidamente requerido, no justificare 
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la procedencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona 
interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de un cargo 
o empleo público y hasta dos años después de haber cesado en su desempeño. 

Se entenderá que hubo enriquecimiento no sólo cuando el patrimonio se hubiese 
incrementado con dinero, cosas o bienes, sino también cuando se hubiesen 
cancelado deudas o extinguido obligaciones que lo afectaban. 

La persona interpuesta para disimular el enriquecimiento será reprimida con la 
misma pena que el autor del hecho. 

(Artículo sustituido por art. 38 de la Ley N° 25.188  B.O. 1/11/1999. Vigencia: a los ocho días desde 
su publicación.) 

ARTICULO  268 (3) — Será reprimido con prisión de quince días a dos años e 
inhabilitación especial perpetua el que, en razón de su cargo, estuviere obligado 
por ley a presentar una declaración jurada patrimonial y omitiere maliciosamente 
hacerlo. 

El delito se configurará cuando mediando notificación fehaciente de la intimación 
respectiva, el sujeto obligado no hubiere dado cumplimiento a los deberes 
aludidos dentro de los plazos que fije la ley cuya aplicación corresponda. 

En la misma pena incurrirá el que maliciosamente, falseare u omitiere insertar los 
datos que las referidas declaraciones juradas deban contener de conformidad con 
las leyes y reglamentos aplicables. 

(Artículo incorporado por art. 39 de la Ley N° 25.188  B.O. 1/11/1999. Vigencia: a los ocho días 
desde su publicación.) 

Fuentes informativas: 

• Ley Nº 25.233  

• Ley Nº 24.946  

• Decreto Nº 102/99  

• Sitio web de la Oficina Anticorrupción http://www.anticorrupcion.gov.ar/quees_oa_1a.asp 

• Constitución de la Nación Argentina, 22 de agosto de 1994, 
http://www.senado.gov.ar/web/interes/constitucion/cuerpo1.php  

• Auditoría general de la nación http://www.agn.gov.ar/ 
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ECUADOR 

Comisión de Control Cívico de la Corrupción (CCCC)  

Naturaleza Jurídica:  Creada el 4 de marzo de 1997 mediante decreto ejecutivo 
407-A, no obstante, en un principio la CCCC nace con carácter interino. Más tarde, 
la Ley 39 del 12 de agosto de 1999, Ley de la Comisión de Control Cívico de la 
Corrupción, crea por mandato constitucional a dicha Comisión como una persona 
jurídica de derecho público, con autonomía e independencia económica, política y 
administrativa, y que actúa en representación de la ciudadanía. 

Facultades de investigación y de sanción:  La CCCC es competente para 
conocer denuncias sobre supuestos actos de corrupción, por lo que ante una 
denuncia, la CCCC establece primero la competencia para proceder 
posteriormente con las investigaciones a que hubiere lugar, iniciará de oficio las 
investigaciones cuando por la naturaleza del caso sea lo procedente, así cuando 
sea necesario salvaguardar la integridad personal y familiar de los denunciantes. 
Si de los resultados de las investigaciones se encontrasen indicios de 
responsabilidad penal, pondrá sus conclusiones en conocimiento del Ministerio 
Público, de la Contraloría General del Estado o del órgano jurisdiccional que fuese 
competente. 

Universo de actuación del órgano:  Su competencia es limitada, dado que su 
naturaleza jurídica le permite investigar y trabajar a través de formación 
ciudadana, de la contraloría social y de la propia opinión pública. 

Máxima instancia de decisión:  La Comisión es una instancia colegiada que se 
integra por siete miembros principales, que a su vez tendrán un suplente. Sus 
órganos son: el Pleno de la Comisión, la Presidencia, la Vicepresidencia, las 
Delegaciones Provinciales y Cantonales que establezca el Pleno, y la Dirección 
Ejecutiva. 

Mecanismo de nombramiento:  Los miembros de la Comisión serán designados 
por Colegios Electorales conformados por cada una de las siguientes entidades: 1. 
El Consejo Nacional de Universidades y Escuelas Politécnicas; 2. Gremios 
profesionales legalmente reconocidos, representativos de cada sector y de 
carácter nacional; 3. La Asociación Ecuatoriana de Editores de Periódicos, de 
Canales de Televisión, de Radiodifusión y la Federación Nacional de Periodistas; 
4. Las Federaciones Nacionales de las Cámaras de la Producción; 5. Centrales 
Sindicales y Organizaciones Indígenas, Afroecuatorianas y Campesinas de 
carácter nacional; 6. Organizaciones Nacionales de Mujeres; y 7. Organizaciones 
de Derechos Humanos y de Defensa de los Consumidores. 
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Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión:  
Para ser miembro de la CCCC son requisitos: a) Ser ecuatoriano, y mayor de 
treinta años de edad; b) No tener impedimento legal para ejercer cargos públicos; 
c) Gozar de reconocida honestidad y probidad; y d) No ejercer funciones en 
partidos, movimientos u organizaciones políticas. 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones:  El artículo 3.- del 
Reglamento a la Ley de la Comisión de Control Cívico de la Corrupción define al 
acto de corrupción como todo ilícito cometido por un funcionario público, 
eventualmente, con la participación de un particular, que consista en el ejercicio 
abusivo del poder público dirigido a favorecer, ilícitamente, intereses particulares. 
Además de que el mismo artículo reputa como acto de corrupción todo fraude 
cometido en el sistema financiero. 

La CCCC se ocupa principalmente de las denuncias sobre casos de peculado, 
cohecho, extorsión, concusión, agiotismo, fraudes en el sistema financiero y 
acciones fraudulentas en general y otras similares que afecten los recursos del 
Estado o de las instituciones del sector público incluyendo aquellas en que 
participe accionariamente el sector privado. No obstante, la CCCC no tiene 
carácter de juzgador, no es parte en los procesos judiciales que son objeto de 
investigación, y por ejemplo, no tiene facultad para solicitar la prohibición de salida 
del país de los involucrados en actos de corrupción o en el caso de enajenación 
de bienes. 

Instancia de revisión y que evalúa las decisiones d el órgano: La CCCC es un 
organismo de recepción e investigación, sin capacidad de juzgar, motivo por el 
que tiene que recurrir al Ministerio Público, a los jueces y a la Contraloría General 
del Estado.  

Disposiciones constitucionales y legales relevantes : La Constitución de la 
República del Ecuador, establece las siguientes disposiciones en torno al tema de 
la corrupción: 

Art. 3.-  Son deberes primordiales del Estado: 

8. Garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de paz, a la seguridad 
integral y a vivir en una sociedad democrática y libre de corrupción. 

Art. 83.- Son deberes y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, 
sin perjuicio de otros previstos en la Constitución y la ley: 

8. Administrar honradamente y con apego irrestricto a la ley el patrimonio público, 
y denunciar y combatir los actos de corrupción. 
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Art. 129.- La Asamblea Nacional podrá proceder al enjuiciamiento político de la 
Presidenta o Presidente, o de la Vicepresidenta o Vicepresidente de la República, 
a solicitud de al menos una tercera parte de sus miembros, en los siguientes 
casos: 

2. Por delitos de concusión, cohecho, peculado o enriquecimiento ilícito. 

Art. 204.- El pueblo es el mandante y primer fiscalizador del poder público, en 
ejercicio de su derecho a la participación. 

La Función de Transparencia y Control Social promoverá e impulsará el control de 
las entidades y organismos del sector público, y de las personas naturales o 
jurídicas del sector privado que presten servicios o desarrollen actividades de 
interés público, para que los realicen con responsabilidad, transparencia y 
equidad; fomentará e incentivará la participación ciudadana; protegerá el ejercicio 
y cumplimiento de los derechos; y prevendrá y combatirá la corrupción. 

La Función de Transparencia y Control Social estará formada por el Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social, la Defensoría del Pueblo, la Contraloría 
General del Estado y las superintendencias. Estas entidades tendrán personalidad 
jurídica y autonomía administrativa, financiera, presupuestaria y organizativa. 

Art. 206 .- Los titulares de las entidades de la Función de Transparencia y Control 
Social conformarán una instancia de coordinación, y elegirán de entre ellos, cada 
año, a la Presidenta o Presidente de la Función. Serán atribuciones y deberes de 
la instancia de coordinación, además de los que establezca la ley: 

1. Formular políticas públicas de transparencia, control, rendición de cuentas, 
promoción de la participación ciudadana y prevención y lucha contra la corrupción. 

3. Articular la formulación del plan nacional de lucha contra la corrupción. 

Art. 208.- Serán deberes y atribuciones del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social, además de los previstos en la ley: 

1. Promover la participación ciudadana, estimular procesos de deliberación pública 
y propiciar la formación en ciudadanía, valores, transparencia y lucha contra la 
corrupción. 

4. Investigar denuncias sobre actos u omisiones que afecten a la participación 
ciudadana o generen corrupción. 

7. Coadyuvar a la protección de las personas que denuncien actos de corrupción. 

Art. 206 .- Los titulares de las entidades de la Función de Transparencia y Control 
Social conformarán una instancia de coordinación, y elegirán de entre ellos, cada 
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año, a la Presidenta o Presidente de la Función. Serán atribuciones y deberes de 
la instancia de coordinación, además de los que establezca la ley: 

1. Formular políticas públicas de transparencia, control, rendición de cuentas, 
promoción de la participación ciudadana y prevención y lucha contra la corrupción. 

3. Articular la formulación del plan nacional de lucha contra la corrupción. 

Art. 230 .- En el ejercicio del servicio público se prohíbe, además de lo que 
determine la ley: 

1. Desempeñar más de un cargo público simultáneamente a excepción de la 
docencia universitaria siempre que su horario lo permita. 

2. El nepotismo. 

3. Las acciones de discriminación de cualquier tipo. 

Art. 231 .- Las servidoras y servidores públicos sin excepción presentarán, al 
iniciar y al finalizar su gestión y con la periodicidad que determine la ley, una 
declaración patrimonial jurada que incluirá activos y pasivos, así como la 
autorización para que, de ser necesario, se levante el sigilo de sus cuentas 
bancarias; quienes incumplan este deber no podrán posesionarse en sus cargos. 
Los miembros de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional harán una declaración 
patrimonial adicional, de forma previa a la obtención de ascensos y a su retiro. 

La Contraloría General del Estado examinará y confrontará las declaraciones e  
investigará los casos en que se presuma enriquecimiento ilícito. La falta de 
presentación de la declaración al término de las funciones o la inconsistencia no 
justificada entre las declaraciones hará presumir enriquecimiento ilícito. 

Cuando existan graves indicios de testaferrismo, la Contraloría podrá solicitar 
declaraciones similares a terceras personas vinculadas con quien ejerza o haya 
ejercido una función pública. 

Art. 233 .- Ninguna servidora ni servidor público estará exento de 
responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones, o por 
sus omisiones, y serán responsables administrativa, civil y penalmente por el 
manejo y administración de fondos, bienes o recursos públicos. 

Las servidoras o servidores públicos y los delegados o representantes a los 
cuerpos colegiados de las instituciones del Estado, estarán sujetos a las 
sanciones establecidas por delitos de peculado, cohecho, concusión y 
enriquecimiento ilícito. La acción para perseguirlos y las penas correspondientes 
serán imprescriptibles y, en estos casos, los juicios se iniciarán y continuarán 
incluso en ausencia de las personas acusadas. 
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Estas normas también se aplicarán a quienes participen en estos delitos, aun 
cuando no tengan las calidades antes señaladas.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: Por su parte, en el 
Código Penal establece lo siguiente: 

CAPITULO V. De la violación de los deberes de funcionarios públicos, de la 
usurpación de atribuciones y de los abusos de autoridad 

Art. 249 .- El funcionario público a quien corresponda, como a tal, el cumplimiento 
y ejecución de una ley, reglamento u orden superior que legalmente se le 
comunique, no lo cumpla y ejecute, o no lo haga cumplir y ejecutar, en su caso, 
por morosidad, omisión o descuido, será reprimido con multa de dieciséis a treinta 
y un dólares de los Estados Unidos de Norte América. 

Nota: Artículo reformado por Art. 56 de Ley No. 75, publicada en Registro Oficial 635 de 7 de 
Agosto del 2002. 

CONCORDANCIAS: 

- LEY DE REGIMEN TRIBUTARIO INTERNO, CODIFICACION, Arts. 109 

JURISPRUDENCIA: 

- FUNCIONARIOS PUBLICOS, Gaceta Judicial 51, 1920 

Art. 250 .- Igual pena se impondrá al que difiera ejecutar o hacer ejecutar la orden 
superior, aunque sea con pretexto de representar acerca de ella, excepto en los 
casos siguientes: 

1o.- Cuando la orden superior sea manifiestamente contraria a la Constitución; 

2o.- Cuando no sea comunicada con las formalidades que exigen la Constitución y 
las leyes, o haya algún motivo para dudar prudentemente de la autenticidad de la 
orden; 

3o.- Cuando sea una resolución obtenida con engaño, o dada contra Ley y con 
perjuicio de terceros; y, 

4o.- Cuando de la ejecución de la orden resulten o se teman, probablemente, 
graves males que el superior no haya podido prever. 

Aunque en estos casos podrá el ejecutor de la orden suspender, bajo su 
responsabilidad, la ejecución, para representar al que la haya dado, será reprimido 
con las penas respectivas, conforme a los dos artículos anteriores, si no adujere 
en la misma representación, los motivos fundados que alegue. 
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Si el superior, después de enterarse de la representación, repitiere la orden, 
deberá cumplirla y ejecutarla inmediatamente el inferior, salvo el único caso de ser 
manifiestamente contraria a la Constitución y a las leyes. 

CONCORDANCIAS: 

- CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR 2008, Arts. 3, 11, 80, 171 

Art. 251 .- Cuando, coligándose dos o más funcionarios públicos o cuerpos 
depositarios de alguna parte de la autoridad pública, sea en una reunión, o por  
diputación, o correspondencia entre ellos, concierten alguna medida para impedir, 
suspender o embarazar la ejecución de una Ley, reglamento u orden superior, 
serán reprimidos con prisión de seis meses a cinco años. 

Si el concierto ha tenido lugar entre las autoridades civiles y los cuerpos militares o 
sus jefes, los que lo hubieren provocado serán reprimidos con tres a seis años de 
reclusión menor; y los otros, con tres a cinco años de prisión. 

Art. 252 .- En caso de que las autoridades civiles hubieren formado con los 
cuerpos militares o sus jefes, una conspiración atentatoria contra la seguridad del 
Estado, los provocadores serán reprimidos con reclusión menor extraordinaria de 
nueve a doce años, y los otros, con seis a nueve años de la misma reclusión. 

Art. 253 .- Serán reprimidos con prisión de un mes a dos años y multa de ocho a 
dieciséis dólares de los Estados Unidos de Norte América los funcionarios que, a 
consecuencia del convenio, hubieren dimitido con el fin de impedir o suspender, 
sea la administración de justicia, o el cumplimiento de un servicio legítimo. 

Nota: Artículo reformado por Art. 57 de Ley No. 75, publicada en Registro Oficial 635 de 7 de 
Agosto del 2002. 

Art. 254 .- El empleado público que dictare reglamentos o disposiciones, 
excediéndose de sus atribuciones, será reprimido con multa de ocho a treinta y un 
dólares de los Estados Unidos de Norte América. 

Nota: Artículo reformado por Art. 58 de Ley No. 75, publicada en Registro Oficial 635 de 7 de 
Agosto del 2002. 

CONCORDANCIAS: 

JURISPRUDENCIA: 

- DELITO DE USURPACION DE FUNCIONES, Gaceta Judicial 8, 1884 

Art. 255 .- El juez que se arrogare atribuciones propias de las autoridades políticas 
o administrativas, o impidiere a éstas el ejercicio legítimo de las suyas, será 
reprimido con multa de ocho a treinta y un dólares de los Estados Unidos de Norte 
América. 
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En la misma pena incurrirá todo empleado del orden político o administrativo que 
ejerciere atribuciones judiciales, o impidiere la ejecución de una  providencia o 
decisión dictada por el juez competente. 

Nota: Artículo reformado por Art. 59 de Ley No. 75, publicada en Registro Oficial 635 de 7 de 
Agosto del 2002. 

Art. 256 .- El empleado público o juez, que legalmente requerido de inhibición, 
continuare procediendo antes de que se decida la competencia o recusación, será 
reprimido con multa de ocho a dieciséis dólares de los Estados Unidos de Norte 
América. 

Nota: Artículo reformado por Art. 60 de Ley No. 75, publicada en Registro Oficial 635 de 7 de 
Agosto del 2002. 

CONCORDANCIAS: 

- CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, CODIFICACION, Arts. 21, 848, 856 

Art. 257 .- Serán reprimidos con reclusión mayor ordinaria de ocho a doce años, 
los servidores de los organismos y entidades del sector público y toda persona 
encargada de un servicio público, que, en beneficio propio o de terceros, hubiere 
abusado de dineros públicos o privados, de efectos que los representen, piezas, 
títulos, documentos, bienes muebles o inmuebles que estuvieren en su poder en 
virtud o razón de su cargo, ya consista el abuso en desfalco, disposición arbitraria 
o cualquier otra forma semejante. La pena será de reclusión mayor extraordinaria 
de doce a dieciséis años si la infracción se refiere a fondos destinados a la 
defensa nacional. 

Se entenderá por malversación la aplicación de fondos a fines distintos de los 
previstos en el presupuesto respectivo, cuando este hecho implique, además, 
abuso en provecho personal o de terceros, con fines extraños al servicio público. 

Están comprendidos en esta disposición los servidores que manejen fondos del 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social o de los bancos estatales y privados. 
Igualmente están comprendidos los servidores de la Contraloría General y de la 
Superintendencia de Bancos que hubieren intervenido en fiscalizaciones, 
auditorías o exámenes especiales anteriores, siempre que los informes emitidos 
implicaren complicidad o encubrimiento en el delito que se pesquisa. 

Los culpados contra quienes se dictare sentencia condenatoria quedarán, 
además, perpetuamente incapacitados para el desempeño de todo cargo o función 
públicos; para este efecto, el juez de primera instancia comunicará, 
inmediatamente de ejecutoriado, el fallo a la Dirección Nacional de Personal y a la 
autoridad nominadora del respectivo servidor, e igualmente a la Superintendencia 
de Bancos si se tratare de un servidor bancario. El Director Nacional de Personal 
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se abstendrá de inscribir los nombramientos o contratos otorgados a favor de tales 
incapacitados, para lo cual se llevará en la Dirección Nacional de Personal un 
registro en que consten los nombres de ellos. 

La acción penal prescribirá en el doble del tiempo señalado en el artículo 101. Con 
la misma pena serán sancionados los servidores de la Dirección General de 
Rentas y los servidores de aduanas que hubieren intervenido en Actos de 
Determinación. 

También están comprendidos en las disposiciones de este artículo los 
funcionarios, administradores, ejecutivos o empleados de las instituciones del 
sistema financiero nacional privado, así como los miembros o vocales de los 
directorios y de los consejos de administración de estas entidades, que hubiesen 
contribuido al cometimiento de estos ilícitos. 

Nota: Artículo sustituido por el Art. 396 de la Ley Orgánica de Administración Financiera y Control, 
No. 1429, publicado en Registro Oficial 337 de 16 de Mayo de 1977. 

Nota: Por el numeral 1) del artículo 99 de la Ley No. 73, publicada en Registro Oficial Suplemento 
595 de 12 de Junio del 2002, que contiene la Ley Orgánica de la Contraloría General, se deroga el 
Título XI de la Ley Orgánica de Administración Financiera y Control, título que contenía el artículo 
396 que sustituía al artículo 257 del Código Penal, encontrándose este último derogado juntamente 
con el Título XI. 

Nota: El Art. 16 del Decreto Supremo No. 2636, publicado en Registro Oficial 621 de 4 de Julio de 
1978, reforma el Art. 257, en cuanto al tiempo de las penas, y suprimiendo la "malversación" como 
delito. Por Decreto Legislativo s/n, publicado en Registro Oficial 36 de 1o. de Octubre de 1979, se 
deroga el mentado Art. 16, sin embargo, en el Art. 1o. no se lo restablece al texto original, sino que 
se lo trata en el Art. 3, restableciendo las penas originales. En consecuencia, aparentemente hubo 
intención en el Decreto Legislativo de eliminar la "malversación" como tipificación de delito. 
Puntualizamos como inquietud para el Usuario. 

Nota: Artículo reformado por Ley No. 93, publicada en Registro Oficial Suplemento 764 de 22 de 
Agosto de 1995.  

Nota: Artículo reformado por Art. 19 de Ley No. 26, publicada en Registro Oficial 190 de 13 de 
Mayo de 1999. 

Nota: Artículo reformado por Ley No. 47, publicada en Registro Oficial 422 de 28 de Septiembre 
del 2001. 

CONCORDANCIAS: 

- CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR 2008, Arts. 131, 231, 233 
- CODIGO CIVIL (LIBRO I), Arts. 574 
- CODIGO CIVIL (LIBRO IV), Arts. 2374 
- CODIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL 2000, Arts. 233 
- LEY DE COOPERATIVAS, CODIFICACION, Arts. 143, 144 
- CODIGO PENAL DE LA POLICIA CIVIL NACIONAL, Arts. 222 
JURISPRUDENCIA: 
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- DESFALCO, MALVERSACION, Gaceta Judicial 37, 1930 
- DESFALCO DE FONDOS DE SOCIEDADES, Gaceta Judicial 65, 1932 
- DELITO DE PECULADO, Gaceta Judicial 11, 1949 
- DESFALCO DE FONDOS PUBLICOS, Gaceta Judicial 11, 1949 
- DELITO DE DESFALCOS, Gaceta Judicial 15, 1957 
- DELITO DE DESFALCO, Gaceta Judicial 15, 1956 
- DELITO DE DESFALCO, Gaceta Judicial 3, 1958 
- DELITO DE PECULADO Y FALSIFICACION, Gaceta Judicial 6, 1959 
- SINDICADOS PROFUGOS, Gaceta Judicial 11, 1961 
- DELITO DE PECULADO, Gaceta Judicial 7, 1964 
- DELITO DE DESFALCO, Gaceta Judicial 8, 1963 
- DELITO DE DESFALCO, Gaceta Judicial 11, 1966 
- DELITO DE DESFALCO, Gaceta Judicial 14, 1967 
- DELITO DE DESFALCO O DEFRAUDACION, Gaceta Judicial 13, 1976 
- DELITO DE DESFALCO, Gaceta Judicial 5, 1979 
- DELITO DE PECULADO, Gaceta Judicial 11, 1981 
- DELITO DE DESFALCO, Gaceta Judicial 11, 1981 
- DESFALCO CON SIMULACION DE ASALTO, Gaceta Judicial 12, 1981 
- USO ARBITRARIO DE FONDOS PUBLICOS: PERSONAS PRIVADAS, Gaceta Judicial 13, 1981 
- PECULADO, Gaceta Judicial 1, 1982 
- PECULADO POR FALSIFICACION DOCUMENTAL, Gaceta Judicial 2, 1982 
- CONCURSO IDEAL Y MATERIAL DE DELITOS, Gaceta Judicial 5, 1984 
- DELITO DE DESFALCO BANCARIO, Gaceta Judicial 5, 1984 
- AUTOR, COAUTOR, COMPLICE DE PECULADO, Gaceta Judicial 9, 1985 
- RESPONSABILIDAD EN LOS HECHOS NO SON DE NATURALEZA PENAL, Gaceta Judicial 1, 
1993 
- ELEMENTOS ESPECIFICOS DEL DELITO DE PECULADO, Gaceta Judicial 1, 1993 
- DELITO DE PECULADO EN CONTRATO DE OBRA, Gaceta Judicial 12, 1998 
- PECULADO EN CONTRATACION DE OBRAS, Gaceta Judicial 12, 1998 
 

Art. 257A .- Serán reprimidos con reclusión de cuatro a ocho años las personas 
descritas en el artículo anterior que, abusando de sus calidades, hubieren actuado 
dolosamente para obtener o conceder créditos vinculados, relacionados o 
intercompañías, violando expresas disposiciones legales respecto de esta clase 
de operaciones. La misma pena se aplicará a los beneficiarios que dolosamente 
hayan intervenido para el cometimiento de este ilícito y a quienes hayan prestado 
su nombre para beneficio propio o de un tercero.  

Nota: Artículo agregado por Art. 20 de Ley No. 26, publicada en Registro Oficial 190 de 13 de 
Mayo de 1999. 

Art. 257-A .- Las personas elegidas por votación popular, los representantes o 
delegados del Presidente de la República y de otros funcionarios fiscales o 
municipales en organismos del Estado, autónomos o semiautónomos; los 
funcionarios, empleados o servidores públicos que de cualquier forma utilizaren en 
beneficio propio o de terceras personas cuando éste signifique lucro o incremento 
patrimonial, trabajadores remunerados por el Estado o por las Entidades del sector 
público o bienes del sector público, serán reprimidos con la pena de uno a cinco 
años de prisión y multa de ciento noventa a novecientos cincuenta y dos dólares 
de los Estados Unidos de Norte América.  
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Nota: Artículo agregado por Ley No. 6, publicado en Registro Oficial Suplemento 260 de 29 de 
Agosto de 1985. 

Nota: Artículo reformado por Art. 61 de Ley No. 75, publicada en Registro Oficial 635 de 7 de 
Agosto del 2002. 

CONCORDANCIAS: 

- CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR 2008, Arts. 231, 232 

Art. 257-B .- Con la misma pena serán sancionadas las personas señaladas en el 
artículo anterior, que se hubieren aprovechado económicamente en beneficio 
propio o de terceras personas, de estudios, proyectos, informes, resoluciones y 
más documentos, calificados de secretos, reservados o de circulación restringida, 
que estén o hubiesen estado en su conocimiento o bajo su dependencia en razón 
o con ocasión del cargo que ejercen o hubiesen ejercido. 

Nota: Artículo agregado por Ley No. 6, publicado en Registro Oficial Suplemento 260 de 29 de 
Agosto de 1985. 

Art. 257-C .- La misma pena señalada en los artículos anteriores se impondrá a las 
personas elegidas por votación popular, a los representantes o delegados y a los 
funcionarios, empleados o servidores públicos que aprovechándose de la 
representación popular o del cargo que ejercen se favorezcan o hayan favorecido 
a personas naturales o jurídicas para que, en contra de expresas disposiciones 
legales o reglamentarias, les hubiesen concedido contratos o permitido la 
realización de negocios con el Estado o con cualquier otro organismo del sector 
público. 

Quedan comprendidos en la misma disposición anterior y sujetos a igual pena los 
directores, vocales o miembros de los organismos administradores del Estado o 
del sector público en general, que, con su voto, hubiesen cooperado a la comisión 
del delito al que se refiere el inciso precedente. 

Nota: Artículo agregado por Ley No. 6, publicado en Registro Oficial Suplemento 260 de 29 de 
Agosto de 1985. 

Art. 257-D .- Corresponde al Tribunal Penal el juzgamiento por delito de peculado 
tipificado en el artículo 257 del Código Penal, con sujeción al trámite señalado en 
el actual Código de Procedimiento Penal y no al determinado en el Decreto Nro. 
618 publicado en el Registro Oficial Nro. 105 de 9 de julio de 1972, en lo que 
quedó vigente de acuerdo a lo dispuesto en el Decreto Supremo Nro. 888 
publicado en el Registro Oficial Nro. 631 del 4 de septiembre de 1974, y luego 
derogado desde que entró en vigencia el Código de Procedimiento Penal 
publicado en el Registro oficial Nro. 511 del 10 de Junio de 1983. 
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Nota: Artículo dado por Resolución en Pleno de la Corte Suprema de Justicia, publicado en 
Registro Oficial 572 de 26 de Noviembre de 1986. 

Art. 258 .- Nota: Artículo suprimido por el Art. 396 de la Ley Orgánica de 
Administración Financiera y Control, No. 1429, publicado en Registro Oficial 337 
de 16 de Mayo de 1977. 

Art. 259 .- Nota: Artículo suprimido por el Art. 396 de la Ley Orgánica de 
Administración Financiera y Control, No. 1429, publicado en Registro Oficial 337 
de 16 de Mayo de 1977. 

Art. 260 .- Serán castigados con prisión de dos a cuatro años, si el caso no 
estuviere comprendido en el Art. 257, los funcionarios y empleados públicos o sus 
agentes que, encargados de la adquisición o compra de artículos y enseres para 
la administración, recibieren comisiones o primas, alteraren los precios en los 
artículos, las planillas, etc., y los vendedores o proveedores que tomaren parte o 
se prestaren para estas combinaciones ilícitas. 

CONCORDANCIAS: 

- CODIGO PENAL DE LA POLICIA CIVIL NACIONAL, Arts. 222 

Art. 261 .- Los funcionarios que cobraren por si mismos, debiendo hacerlo por 
medio de otro, las multas que impusieren; o que no otorgaren recibo del pago; o 
no dejaren constancia de la multa en el libro correspondiente, serán reprimidos 
con quince días a un año de prisión y el cuádruplo de la multa indebidamente 
cobrada. 

Nota: El Decreto Supremo No. 380, de 27 de Mayo de 1966, publicado en Registro Oficial No. 46, 
de dos de junio del mismo año, concede acción popular para denunciar ante la autoridad 
correspondiente los casos de cobros directos de multas por parte de los funcionarios que las 
impusieren y sanciona, además, tal procedimiento, con la cancelación del cargo y pérdida de la 
remuneración. 

Art. 262 .- Serán reprimidos con tres a seis años de reclusión menor, todo 
empleado público y toda persona encargada de un servicio público, que hubiere 
maliciosa y fraudulentamente, destruido o suprimido documentos, títulos, 
programas, datos, bases de datos, información o cualquier mensaje de datos 
contenido en un sistema de información o red electrónica, de que fueren 
depositarios, en su calidad de tales, o que les hubieren sido encomendados sin 
razón de su cargo. 

Nota: Artículo sustituido por Ley No. 67, publicada en Registro Oficial Suplemento 557 de 17 de 
Abril del 2002. 

CONCORDANCIAS: 

- CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR 2008, Arts. 11 
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- CODIGO PENAL DE LA POLICIA CIVIL NACIONAL, Arts. 222 

Art. 263 .- Cuando se hubieren sustraído o destruido piezas o procesos criminales 
u otros papeles, registros o documentos contenidos en los archivos, oficinas o 
depósitos públicos, o entregados a un depositario público, en su calidad de tal, el 
depositario culpado de negligencia será reprimido con prisión de seis meses a un 
año. 

CONCORDANCIAS: 

- CODIGO PENAL DE LA POLICIA CIVIL NACIONAL, Arts. 222 

JURISPRUDENCIA: 

- SUSTRACCION DE PROCESOS, Gaceta Judicial 15, 1951 

Art. 264 .- Los empleados públicos o las personas encargadas de un servicio 
público que se hubieren hecho culpables de concusión, mandando percibir, 
exigiendo o recibiendo lo que sabían que no era debido por derechos, cuotas, 
contribuciones, rentas o intereses, sueldos o gratificaciones, serán reprimidos con 
prisión de dos meses a cuatro años. La pena será de prisión de dos a seis años, si 
la concusión ha sido cometida con violencias o amenazas. 

Esta pena será aplicable a los prelados, curas u otros eclesiásticos que exigieren 
de los fieles, contra la voluntad de éstos, diezmos, primicias, derechos 
parroquiales, o cualesquiera otras obligaciones que no estuvieren autorizadas por 
la Ley civil. 

Las infracciones previstas en este artículo y en los tres precedentes serán 
reprimidas, además, con multa de cuarenta dólares de los Estados Unidos de 
Norte América y con la restitución del cuádruplo de lo que hubieren percibido. 

Estas penas serán también aplicadas a los agentes o descendientes oficiales de 
los empleados públicos y de toda persona encargada de un servicio público, 
según las distinciones arriba establecidas. 

Nota: Inciso penúltimo reformado por Ley No. 105, publicada en Registro Oficial 365 de 21 de Julio 
de 1998. 

Nota: Artículo reformado por Art. 62 de Ley No. 75, publicada en Registro Oficial 635 de 7 de 
Agosto del 2002. 

CONCORDANCIAS: 

- CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR 2008, Arts. 233 

- CODIFICACION DEL CODIGO DEL TRABAJO, Arts. 523 

JURISPRUDENCIA: 
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- DELITO DE CONCUSION, Gaceta Judicial 23, 1930 

Art. 265 .- El empleado público que, abiertamente o por medio de un acto simulado 
por él, o por interpuesta persona, tome para sí, en todo o en parte, finca o efecto 
en cuya subasta, arriendo, adjudicación, embargo, secuestro, partición judicial, 
depósito o administración, intervenga por razón de su cargo u oficio; o cualquiera 
de las personas referidas que entre a la par en alguna negociación o especulación 
de lucro o interés personal, que versen sobre las mismas fincas o efectos, o sobre 
cosa en que tenga igual intervención oficial, será reprimido con multa de seis al 
doce por ciento del valor de la finca o de la negociación y con prisión correccional 
de seis meses a tres años y no se podrá dejar en suspenso el cumplimiento de la 
pena. 

CONCORDANCIAS: 

- CODIGO CIVIL (LIBRO IV), Arts. 1737 

Art. 266 .- Los jueces de lo penal, tesoreros, administradores y demás empleados 
de Aduana y del Resguardo, que ejercieren el comercio por si mismos, dentro del 
distrito donde respectivamente desempeñan sus funciones, sea abiertamente o 
por actos simulados, serán reprimidos con la pérdida de lo que se les aprehenda 
pertinente a este comercio ilícito. La misma pena se impondrá al Presidente de la 
República, Ministros del Estado, Gobernadores, Comandantes Generales, Jefes 
de Zona Militar y Magistrados de los tribunales, si ejercieren el comercio. 

La disposición de este artículo no comprende la venta de los productos de las 
haciendas que sean propias de los empleados, o que estos manejen como 
arrendatarios, usufructuarios o usuarios, ni de los productos de los ramos de 
industria propia en que se ocupen sus familiares o sus agentes. Tampoco es 
aplicable esta disposición a los que pusieren sus fondos en acciones de banco o 
de cualquier empresa o compañía, con tal que no ejerzan en ellas cargo ni tengan 
intervención directa, administrativa o económica, ni a los que dan a mutuo sus 
capitales. 

CONCORDANCIAS: 

- LEY DE COMPAÑIAS, CODIFICACION, Arts. 101 

- CODIGO DE COMERCIO, Arts. 7 

Art. 267 .- El Magistrado o Juez que, dolosamente y mientras se agite el pleito, 
proceso o negocio de que conoce, se constituya deudor de alguna de las partes, o 
haga fiador suyo a alguna de ellas, o contraiga con ellas alguna obligación 
pecuniaria, será reprimido con multa de ocho a treinta y un dólares de los Estados 
Unidos de Norte América y suspensión por tres años de los derechos de 
ciudadanía. 
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Nota: Artículo reformado por Art. 63 de Ley No. 75, publicada en Registro Oficial 635 de 7 de 
Agosto del 2002. 

CONCORDANCIAS: 

- CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, CODIFICACION, Arts. 856 

Art. 268 .- Nota: Artículo derogado por Ley No. 105, publicada en Registro Oficial 
365 de 21 de Julio de 1998. 

Art. 269 .- Nota: Artículo derogado por Ley No. 105, publicada en Registro Oficial 
365 de 21 de Julio de 1998. 

Art. 270 .- Será reprimido con prisión de uno a cinco años el funcionario público, 
agente o comisionado del Gobierno, cualquiera que sea su empleo o grado, que 
hubiere requerido u ordenado, hecho requerir u ordenar, la acción o empleo de la 
fuerza pública contra la ejecución de una Ley o decreto ejecutivo, contra la 
percepción de un impuesto legalmente establecido, o contra la ejecución de un 
decreto, auto o sentencia judicial, o de cualquier orden emanada de la autoridad. 

Art. 271 .- Si el requerimiento u orden ha surtido efecto, el culpado será reprimido 
con tres a seis años de reclusión menor. 

Art. 272 .- Si las órdenes o requerimientos han sido la causa directa de otros 
delitos que deban reprimirse con penas más rigurosas que las expresadas en los 
artículos anteriores, estas penas más rigurosas serán aplicadas a los funcionarios, 
agentes o comisionados culpados de haber dado dichas órdenes o realizado 
dichos requerimientos. 

Art. 273 .- Cuando un funcionario público, de cualquier naturaleza que sea, un 
agente del Gobierno o de la Policía, un ejecutor de órdenes o sentencias 
judiciales, un Comandante de la Fuerza Pública hubieren, sin motivo legítimo, 
usado o hecho usar violencias para con alguna persona, en el ejercicio o con 
ocasión del ejercicio de sus funciones, el mínimo de la pena señalada para  estos 
actos se aumentará conforme al Art. 275. 

Art. 274 .- Todo comandante, oficial o subalterno de la Fuerza Pública que, 
después de haber sido legalmente requerido por la autoridad civil, se hubiere 
negado a prestar el auxilio que ésta le pida, será reprimido con prisión de quince 
días a tres meses. 

CONCORDANCIAS: 

- CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR 2008, Arts. 159 

- CODIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL 2000, Arts. 269 
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Art. 275 .- Fuera del caso en que la Ley fija especialmente las penas con que 
deben reprimirse los delitos cometidos por los funcionarios o empleados públicos, 
los que se hubieren hecho culpables de otros delitos que estuvieren encargados 
de prevenir, perseguir o reprimir serán sancionados con las mismas penas 
señaladas a estos delitos, doblándose el mínimo si la pena es de prisión, y 
aumentándose en dos años si es de reclusión mayor o menor. 

Art. 276 .- Al tratarse de los delitos incriminados y sancionados en los Arts. 257 al 
261 inclusive, 264 y 265, no se podrá conceder libertad condicional. 

CONCORDANCIAS: 

- CODIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL 2000, Arts. 233 

CAPITULO VII 

Del cohecho 

Art. 285.-  Todo funcionario público y toda persona encargada de un servicio 
público que aceptaren oferta o promesa, o recibieren dones o presentes, para 
ejecutar un acto de su empleo u oficio, aunque sea justo, pero no sujeto a 
retribución, serán reprimidos con prisión de seis meses a tres años y multa de 
ocho a dieciséis dólares de los Estados Unidos de Norte América, a más de la 
restitución del duplo de lo que hubieren percibido. 

Serán reprimidos con prisión de uno a cinco años y multa de seis a treinta y un 
dólares de los Estados Unidos de Norte América a más de restituir el triple de lo 
percibido, si han aceptado ofertas o promesas, o recibido dones o presentes bien 
sea por ejecutar en el ejercicio de su empleo u oficio un acto manifiestamente 
injusto; bien por abstenerse de ejecutar un acto de su obligación. 

Nota:  Artículo reformado por Art. 66 de Ley No. 75, publicada en Registro Oficial 635 de 7 de 
Agosto del 2002. 

CONCORDANCIAS: 

- CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR 2008, Arts. 131, 233 

- LEY GENERAL DE INSTITUCIONES DEL SISTEMA FINANCIERO, CODIFICACION, Arts. 189 

- CODIGO PENAL DE LA POLICIA CIVIL NACIONAL, Arts. 216 

Art. 286.-  Todo funcionario público y toda persona encargada de un servicio 
público que, por ofertas o promesas aceptadas, por dones o presentes recibidos, 
hubieren ejecutado, en el ejercicio de su cargo, un acto injusto, o se hubieren 
abstenido de ejecutar un acto que entraba en el orden de sus deberes, serán 
reprimidos con tres a seis años de reclusión menor y con multa de dieciséis a 
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setenta y siete dólares de los Estados Unidos de Norte América, a más del triple 
de lo que hayan percibido. 

Nota:  Artículo reformado por Art. 67 de Ley No. 75, publicada en Registro Oficial 635 de 7 de 
Agosto del 2002. 

CONCORDANCIAS: 

- CODIGO PENAL DE LA POLICIA CIVIL NACIONAL, Arts. 212 

Art. 287 .- El culpable será condenado a reclusión mayor de cuatro a ocho años y 
multa de dieciséis a ciento cincuenta y seis dólares de los Estados Unidos de 
Norte América, si ha aceptado ofertas o promesas, o recibido dones o presentes 
por cometer, en el ejercicio de su cargo, un delito. 

Nota: Artículo reformado por Art. 68 de Ley No. 75, publicada en Registro Oficial 635 de 7 de 
Agosto del 2002. 

CONCORDANCIAS: 

- CODIGO PENAL DE LA POLICIA CIVIL NACIONAL, Arts. 217 

Art. 288 .- El juez, el árbitro o componedor, el jurado que se hubiere dejado 
cohechar o sobornar serán reprimidos con cuatro a ocho años de reclusión mayor 
y privación del ejercicio de la abogacía, en su caso. 

CONCORDANCIAS: 

- CODIGO PENAL DE LA POLICIA CIVIL NACIONAL, Arts. 218 

Art. 289 .- El juez, el árbitro o el jurado culpados de cohecho serán condenados, a 
más de las penas arriba mencionadas, a una multa igual al triple del dinero o valor 
de la recompensa. En ningún caso esta multa podrá ser menor de ocho dólares de 
los Estados Unidos de Norte América. 

Nota: Artículo reformado por Art. 69 de Ley No. 75, publicada en Registro 

Oficial 635 de 7 de Agosto del 2002. 

CONCORDANCIAS: 

- LEY DE SUSTANCIAS ESTUPEFACIENTES Y PSICOTROPICAS, CODIFICACION, Arts. 77 

Art. 290 .- Los que hubieren compelido por violencias o amenazas, corrompido por 
promesas, ofertas, dones o presentes, a un funcionario público, a un jurado, 
árbitro o componedor, o a una persona encargada de un servicio público, para 
obtener un acto de su empleo u oficio, aunque fuera justo, pero no sujeto a 
retribución, o la omisión de un acto correspondiente al orden de sus deberes, 
serán reprimidos con las mismas penas que el funcionario, jurado, árbitro o 
componedor culpados de haberse dejado cohechar. 
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CONCORDANCIAS: 

- LEY DE SUSTANCIAS ESTUPEFACIENTES Y PSICOTROPICAS, CODIFICACION, Arts. 77, 78 

- CODIGO PENAL DE LA POLICIA CIVIL NACIONAL, Arts. 220 

Art. 291 .- No se restituirán al corruptor, en ningún caso, las cosas entregadas por 
el, ni su valor; y serán comisadas y puestas a disposición del Presidente de la 
República, para que las destine a los establecimientos de asistencia pública que 
juzgue conveniente. 

CAPITULO VIII 

Del Enriquecimiento Ilícito 

Nota: Capítulo incorporado por el Art. 2 de la Ley No. 6, publicada en Registro Oficial Suplemento 
260 de 29 de Agosto de 1985. 

Art. .. .- Constituye enriquecimiento ilícito el incremento injustificado del patrimonio 
de una persona, producido con ocasión o como consecuencia del desempeño de 
un cargo o función pública, que no sea el resultado de sus ingresos legalmente 
percibidos. 

Nota: Artículo incorporado por el Art. 2 de la Ley No. 6, publicada en Registro Oficial Suplemento 
260 de 29 de Agosto de 1985. 

Nota: Artículo sustituido por Ley No. 47, publicada en Registro Oficial 422 de 28 de Septiembre del 
2001. 

CONCORDANCIAS: 

- CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR 2008, Arts. 131, 233 

Art. ... .- El enriquecimiento ilícito se sancionará con la pena de dos a cinco años 
de prisión y la restitución del duplo del monto del enriquecimiento ilícito, siempre 
que no constituya otro delito. 

Nota: Artículo incorporado por el Art. 2 de la Ley No. 6, publicada en Registro Oficial Suplemento 
260 de 29 de Agosto de 1985. 

Nota: Artículo sustituido por Ley No. 47, publicada en Registro Oficial 422 de 28 de Septiembre del 
2001. 

Art. 296-C .- Son aplicables los dos artículos innumerados anteriores, a quienes 
como funcionarios o empleados, manejen fondos de los Bancos Central, del 
Sistema de Crédito de Fomento y Comerciales y del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social. 

Nota: Artículo incorporado por el Art. 2 de la Ley No. 6, publicada en Registro Oficial Suplemento 
260 de 29 de Agosto de 1985. 
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CONCORDANCIAS: 

- CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR 2008, Arts. 131, 231, 233 

Art. 264 .- Los empleados públicos o las personas encargadas de un servicio 
público que se hubieren hecho culpables de concusión, mandando percibir, 
exigiendo o recibiendo lo que sabían que no era debido por derechos, cuotas, 
contribuciones, rentas o intereses, sueldos o gratificaciones, serán reprimidos con 
prisión de dos meses a cuatro años. 

La pena será de prisión de dos a seis años, si la concusión ha sido cometida con 
violencias o amenazas. 

Esta pena será aplicable a los prelados, curas u otros eclesiásticos que exigieren 
de los fieles, contra la voluntad de éstos, diezmos, primicias, derechos 
parroquiales, o cualesquiera otras obligaciones que no estuvieren autorizadas por 
la Ley civil. 

Las infracciones previstas en este artículo y en los tres precedentes serán 
reprimidas, además, con multa de cuarenta dólares de los Estados Unidos de 
Norte América y con la restitución del cuádruplo de lo que hubieren percibido. 

Estas penas serán también aplicadas a los agentes o descendientes oficiales de 
los empleados públicos y de toda persona encargada de un servicio público, 
según las distinciones arriba establecidas. 

Nota: Inciso penúltimo reformado por Ley No. 105, publicada en Registro 

Oficial 365 de 21 de Julio de 1998. 

Nota: Artículo reformado por Art. 62 de Ley No. 75, publicada en Registro 

Oficial 635 de 7 de Agosto del 2002. 

CONCORDANCIAS: 

- CONSTITUCION DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR 2008, Arts. 233 

- CODIFICACION DEL CODIGO DEL TRABAJO, Arts. 523 

JURISPRUDENCIA: 

- DELITO DE CONCUSION, Gaceta Judicial 23, 1930 

 

Fuentes informativas: 

• Ley 39 del 12 de agosto de 1999, Ley de la Comisión de Control Cívico de la Corrupción, 
registro oficial 253. 
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• Decreto no. 1328, Reglamento a la Ley de la Comisión de Control Cívico de la Corrupción, 
1° de octubre de 1999. 

• Constitución de la República del Ecuador, Asamblea Constituyente, 
http://www.asambleanacional.gov.ec/documentos/constitucion_de_bolsillo.pdf 

• Código Penal, 22 enero 1971, http://www.oas.org/juridico/MLA/sp/ecu/sp_ecu-int-text-
cp.pdf 

• Para mayor información también puede consultarse el Decreto Ejecutivo 122, Registro 
Oficial 25 de 19 de febrero del 2003, “Sistema Anticorrupción del Ecuador”, en el siguiente 
link http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic2_ecu_anexo17.pdf 
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HONDURAS 

Consejo Nacional Anticorrupción (CNA)  

Naturaleza Jurídica:  El CNA fue creado mediante Decreto Ejecutivo 015-2001 y 
reinstalado mediante Decreto Legislativo No. 07-2005 en marzo del 2005. Es un 
organismo independiente, con personalidad jurídica, duración indefinida y 
patrimonio propio, cuyo objetivo es apoyar al Gobierno y la Sociedad Civil en el 
esfuerzo de impulsar los procesos de transparencia y auditoría social, como 
mecanismo de prevención, control y combate a la corrupción. 

Facultades de investigación y de sanción:  El CNA debe apoyar las políticas y 
acciones que, en el combate contra la corrupción, emprenda el Gobierno de la 
República, por lo que puede actuar por iniciativa propia, a solicitud del Ministerio 
Público, a solicitud de cualesquiera de los Presidentes de los Poderes del Estado, 
por medio de quienes canalizarán sus solicitudes los demás órganos de la 
administración pública; y a solicitud de cualquier persona o entidad cuya existencia 
y buena reputación será previamente calificada por el Comité Ejecutivo del CNA. 
No obstante, las facultades de investigación y sanción las comparte con las 
instancias de procuración e impartición de justicia, tales como el Ministerio 
Público. 

Universo de actuación del órgano:  El CNA tiene acceso, en los asuntos de su 
competencia y de acuerdo a las prioridades aplicables, a los Presidentes de los 
Poderes del Estado, a los funcionarios y empleados, así como a particulares. 

Máxima instancia de decisión:  El CNA es un organismo colegiado cuya 
Asamblea General se integra por un representante de cada uno de los siguientes 
organismos de la sociedad civil: Arzobispo de Tegucigalpa; Confraternidad 
Evangélica de Honduras;  Consejo Hondureño de la Empresa Privada; Consejo de 
Rectores de las Universidades; Confederaciones de Trabajadores; Asociaciones 
de Campesinos; Federación de Colegios Profesionales Universitarios; Federación 
de Organizaciones Privadas para el Desarrollo; Asociación Nacional de 
Empleados Públicos; Asociación de Municipios de Honduras; Foro Nacional de 
Convergencia; y Asociación de Medios de Comunicación. 

Mecanismo de nombramiento:  Los representantes de los organismos son 
electos conforme a las regulaciones internas de cada uno de ellos. El Presidente 
de la República podrá designar dos integrantes a título personal, de entre las 
personas de reconocida y buena reputación. 

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión:  
En los documentos revisados no se obtuvo la información para dar respuesta a 
éste punto. 
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Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones:  El CNA no tipifica el 
delito ni establece las sanciones. En este caso, el Código Penal aún cuando 
tampoco define la corrupción ni tipifica la conducta específica, contempla con 
relación a la corrupción los siguientes delitos: Abuso de autoridad y violación de 
los deberes de los funcionarios; violación de sellos y documentos; cohecho; 
malversación de caudales públicos; negociaciones incompatibles con el ejercicio 
de funciones públicas; fraudes y exacciones ilegales; prevaricación; denegación y 
retardo de justicia; encubrimiento; falso testimonio, acusación y denuncia falsa; 
evasión; contrabando y defraudación fiscal; delito financiero; enriquecimiento 
ilícito; lavado de activos. 

Los delitos se castigan con penas que van desde la multa hasta la reclusión o bien 
la inhabilitación, y en ellos pueden incurrir desde funcionarios o empleados hasta 
particulares. 

Instancia de revisión y que evalúa el desempeño del  órgano: El Tribunal 
Superior de Cuentas es el ente rector del sistema de control que vela por una 
administración transparente y libre de corrupción. 

Disposiciones constitucionales y legales relevantes : La Constitución de 
Honduras, establece las siguientes disposiciones en torno al tema de la 
corrupción: 

CAPITULO V 

DEL ENRIQUECIMIENTO ILICITO* 

*Título de Capítulo Modificado por Decreto 268/2002. Ratificado por Decreto 2/2002 

ARTICULO 232.- Artículo derogado por Decreto 268/2002. Derogación ratificada 
por Decreto 2/2002 

ARTICULO 233.- Se presume enriquecimiento ilícito, cuando el aumento del 
capital del funcionario o empleado público desde la fecha en que haya tomado 
posesión de su cargo, hasta aquella en que haya cesado en sus funciones, fuere 
notablemente superior al que normalmente hubiere podido obtener en virtud de los 
sueldos y emolumentos que haya percibido legalmente, y de los incrementos de 
su capital o de sus ingresos por cualquier otra causa licita. 

Igualmente se presumir enriquecimiento ilícito cuando el servidor público no 
autorizare la investigación de sus depósitos bancarios o negocios en el país o en 
el extranjero. Para determinar el aumento a que se refiere el párrafo primero de 
este artículo, se consideraran en conjunto el capital y los ingresos del funcionario o 
empleado, el de su cónyuge y el de sus hijos. La declaración de bienes de los 
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funcionarios y empleados públicos, se hará de conformidad con la ley. Cuando 
fuere absuelto el servidor público tendrá derecho a reasumir su cargo. 

ARTICULO 234.- Artículo derogado por Decreto 268/2002. Derogación ratificada 
por Decreto 2/2002 

CAPITULO XIII 

DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y DE SUS SERVIDORES 

ARTICULO 321.- Los servidores del Estado no tiene más facultades que las que 
expresamente les confiere la ley. 

Todo acto que ejecuten fuera de la ley es nulo e implica responsabilidad. 

ARTICULO 322.- Todo funcionario público al tomar posesión de su cargo prestará 
la siguiente promesa de ley: "Prometo ser fiel a la República, cumplir y hacer 
cumplir la Constitución y las leyes". 

ARTICULO 323.- Los funcionarios son depositarios de la autoridad, responsables 
legalmente por su conducta oficial, sujetos a la ley y jamás superiores a ella. 
Ningún funcionario o empleado, civil o militar, está obligado a cumplir órdenes 
ilegales o que impliquen la comisión de delito. 

ARTICULO 324.- Si el servidor público en el ejercicio de su cargo, infringe la ley 
en perjuicio de particulares, será civil y solidariamente responsable junto con el 
Estado o con la institución estatal a cuyo servicio se encuentre, sin perjuicio de la 
acción de repetición que estos pueden ejercitar contra el servidor responsable, en 
los casos de culpa o dolo.  

La responsabilidad civil no excluye la deducción de las responsabilidades 
administrativa y penal contra el infractor. 

ARTICULO 325.- Las acciones para deducir responsabilidad civil a los servidores 
del Estado, prescriben en el término de diez años; y para deducir responsabilidad 
penal en el doble del tiempo señalado por la ley penal. En ambos casos, el término 
de prescripción comenzará a contarse desde la fecha en que el servidor público 
haya cesado en el cargo en el cual incurrió en responsabilidad. No hay 
prescripción en los casos en que por acción u omisión dolosa y por motivos 
políticos se causare la muerte de una o más personas. 

ARTICULO 326.- Es pública la acción para perseguir a los infractores de los 
derechos y garantías establecidas en esta Constitución, y se ejercitará sin caución 
ni formalidad alguna y por simple denuncia. 
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ARTICULO 327.- La Ley regulará la responsabilidad civil del Estado, así como la 
responsabilidad civil solidaria, penal y administrativa de los servidores del Estado. 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: Por su parte, en el 
Código Penal de Honduras se establece lo siguiente: 

CAPITULO IV 

DELITOS COMETIDOS POR LOS FUNCIONARIOS CONTRA EL EJERCICIO DE 
LOS DERECHOS GARANTIZADOS POR LA CONSTITUCION 

ARTICULO 333.  Se aplicará la pena de reclusión de tres (3) a cinco (5) años y 
multa de cincuenta mil (L.50,000.00) a cien mil lempiras (L.100,000.00) al 
funcionario o empleado público que:  

1) Detenga o incomunique ilegalmente a una persona o no le dé inmediato 
cumplimiento al mandamiento de exhibición personal expedido por autoridad 
competente;  

2) No ordene oportunamente la libertad de un detenido cuando proceda 
legalmente o quien lo retenga después de haber recibido la orden de libertad del 
mismo;  

3) Haga víctima de vejaciones o apremios ilegales a las personas confiadas a su 
custodia;  

4) No tramite o resuelva dentro de los términos legales una petición de habeas 
corpus o de amparo o por cualquier medio obstaculice su tramitación; y, 

5) Ordene, ejecute o consienta la expatriación de un hondureño.  

ARTICULO 334.  Con las penas previstas en el Artículo anterior serán sancionados 
los funcionarios o empleados públicos que realicen cualquiera de los hechos 
siguientes:  

1) Retengan, oculten, destruyan o violen la correspondencia postal, telegráfica, 
facsimilar o de cualquier otra clase;  

2) Restrinjan ilegalmente la libertad de locomoción de una persona dentro del 
territorio nacional;  

3) Obliguen a una persona a cambiar de domicilio, salvo sentencia de juez 
competente;  

4) Obliguen a un particular a prestar sus servicios personales sin una retribución 
legal, salvo sentencia judicial;  
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5) Obliguen a una persona a formar parte de una asociación dedicada a la 
ejecución de actos ilícitos.  

6) Impidan o suspendan una reunión legalmente autorizada;  

7) Impidan o estorben la libre circulación de un impreso cuyos autores o editores 
hayan cumplido los requisitos legales para su publicación y venta;  

8) Priven a una persona de sus libros y publicaciones de carácter científico, 
filosófico, político o artístico o de cualesquiera otros impresos con la intención de 
restringir o impedir la libre circulación de las ideas; y,  

9) Imponer a los presos o sentenciados sanciones, privaciones o regulaciones no 
previstas o autorizadas en las leyes o que excedan de las mismas. 

TITULO XIII 

DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PÚBLICA 

CAPITULO I DESACATO 

ARTICULO 345.  Se sancionará con reclusión de dos (2) a cuatro (4) años a quien 
amenace, calumnie, injurie, insulte o de cualquier otro modo ofenda en su dignidad 
a una autoridad pública con ocasión del ejercicio de sus funciones, ya de hecho, 
de palabra o por escrito.  

Si el ofendido fuere el Presidente de la República o alguno de los altos 
funcionarios a que se refiere el Artículo 325 de este Código, la reclusión será de 
dos (2) a cinco (5) años.  

 

CAPITULO II DESOBEDIENCIA 

ARTICULO 346.  Quien desobedezca a una autoridad negándose abiertamente a 
dar el debido cumplimiento a sentencias, resoluciones u órdenes dictadas dentro 
de los límites de su competencia y revestidas de las formalidades legales, será 
penado con reclusión de uno (1) a tres (3) años.  

ARTICULO 347.  El extranjero que expulsado legalmente de Honduras ingrese de 
nuevo al territorio nacional violando la correspondiente orden, será sancionado 
con reclusión de seis (6) meses a tres (3) años y cumplida la pena será expulsado 
del país.  

ARTICULO 348.  Quien se niegue o rehuse a desempeñar un cargo público de 
elección popular sin causa justificada o después de que ésta haya sido 
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desestimada por la autoridad competente, incurrirá en multa de diez mil 
(L.10,000.00) a treinta mil lempiras (L.30,000.00).  

ARTICULO 348-A.  La pena prevista en el Artículo 348, anterior, más reclusión de 
seis (6) meses a dos (2) años, se impondrá a quien legalmente citado como perito 
o testigo se abstiene sin justa causa de prestar la declaración respectiva o de 
comparecer ante el juez competente.  

CAPITULO III ABUSO DE AUTORIDAD Y VIOLACION 

DE LOS DEBERES DE LOS FUNCIONARIOS 

ARTICULO 349.  Será castigado con reclusión de tres (3) a seis (6) años e 
inhabilitación especial por el doble del tiempo que dure la reclusión, el funcionario 
o empleado público que:  

1) Se niegue a dar el debido cumplimiento a órdenes, sentencias, providencias, 
resoluciones, acuerdos o decretos dictados por las autoridades judiciales o 
administrativas dentro de los límites de sus respectivas competencias y con las 
formalidades legales;  

2) Dicte o ejecute órdenes, sentencias, providencias, resoluciones, acuerdos o 
decretos contrarios a la Constitución de la República o a las leyes o se abstenga 
de cumplir lo dispuesto por cualquiera de dichos ordenamientos jurídicos;  

3) Omita, rehúse o retarde algún acto que deba ejecutar de conformidad con los 
deberes de su cargo;  

4) Requerido por autoridad competente no preste la debida cooperación para la 
eficaz administración de la justicia o de otro servicio público. Cuando la falta de 
cooperación consista en no dar cumplimiento por malicia o por negligencia a una 
orden de captura dictada por autoridades competentes, la pena se aumentará en 
un tercio; o  

5) Revele o facilite la revelación de un hecho del que tenga conocimiento por 
razón del cargo y que deba permanecer en secreto. Cuando la revelación no fuere 
de grave trascendencia, la pena se rebajará en un sexto.  

La misma pena se aplicará al oficial o agente de la fuerza pública que rehuse, 
omita o retarde, sin causa justificada, la prestación de un auxilio legalmente 
requerido por autoridad competente.  

ARTICULO 350.  Quien comience a desempeñar un cargo o empleo público sin 
haber rendido la fianza requerida por la ley o sin haber hecho la declaración jurada 
de bienes que ordena la Ley contra el Enriquecimiento Ilícito de los Servidores 
Públicos o sin haber prestado la correspondiente promesa de ley, incurrirá en una 
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multa igual al triple del sueldo mensual del correspondiente empleado o 
funcionario, sin perjuicio de la obligación de cumplir los requisitos legales.  

En igual sanción incurrirá el funcionario o empleado público que haya hecho 
posible que un subalterno suyo comience a desempeñar el cargo o empleo antes 
de haber cumplido con cualquiera de los requisitos indicados en el párrafo 
anterior.  

ARTICULO 350-A.  Quien continúe desempeñando un empleo, comisión o cargo 
público después que debiera cesar en el mismo de conformidad con la ley, será 
sancionado con multa de quince mil (L.15,000.00) a veinte mil lempiras 
(L.20,000.00) e inhabilitación especial de uno (1) años a dos (2) años. 

 ARTICULO 351.  El responsable de cualquiera de los delitos a que se refieren los 
dos Artículos anteriores que hubiese percibido sueldos, salarios, derechos o 
emolumentos por razón del cargo o empleo, bien sea antes de poderlo 
desempeñar o después de haber quedado legalmente en suspenso, deberá 
restituirle al Fisco las sumas percibidas. Si no lo hiciere, la restitución se 
conmutará por reclusión en la forma establecida para la multa.  

ARTICULO 352.  El funcionario o empleado público que abandona su cargo sin 
habérsele admitido la renuncia, se sancionará con una multa igual a los tres 
últimos salarios mensuales que haya devengado y con inhabilitación especial por 
dos (2) a cuatro (4) años, si el abandono le ocasiona daños al Estado. Si no 
ocasiona tales daños, la pena será de inhabilitación especial de uno (1) a dos (2) 
años.  

Si el funcionario o empleado público abandona el cargo para no perseguir o 
castigar cualesquiera de los delitos contra la existencia y la seguridad del Estado o 
contra la seguridad interior del Estado, se sancionará con reclusión de cuatro (4) a 
siete (7) años, más inhabilitación especial por el doble del tiempo que dure la 
reclusión. Si el fin buscado es no perseguir o castigar cualquier otro delito, se le 
sancionará con reclusión de uno (1) a tres (3) años, más inhabilitación especial por 
el doble del tiempo que dure la reclusión. Lo dispuesto en este Artículo no será 
aplicable si dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de presentación de 
la renuncia esa no hubiese sido admitida o desechada.  

ARTICULO 353.  Se impondrá multa de cinco mil (L.5,000.00) a diez mil Lempiras 
(L.10,000.00) e inhabilitación especial de tres (3) a seis (6) años al funcionario o 
empleado que, a sabiendas, detenga, procese o juzgue a un funcionario público 
que goce de inmunidad sin haber agotado previamente los procedimientos 
establecidos por la ley.  
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ARTICULO 354.  El funcionario o empleado público que usurpe funciones propias 
de otro cargo será sancionado con reclusión de dos (2) a cinco (5) años, más 
multa de cinco mil (L.5,000.00) a diez mil lempiras (L.10,000.00) e inhabilitación 
especial por el doble del tiempo que dure la reclusión.  

ARTICULO 355.  El funcionario que legalmente requerido de inhibición continúe 
actuando antes de que quede resuelta la cuestión de competencia, será 
sancionado con multa de cinco mil (L.5,000.00) a diez mil lempiras (L.10,000.00).  

ARTICULO 356.  El funcionario o empleado público, civil o militar, que dirija 
órdenes o intimaciones o de cualquier modo interfiera en las causas, asuntos o 
negocios que son de la exclusiva competencia de una autoridad judicial, será 
sancionado con reclusión de tres (3) a seis (6) años y multa una multa igual al 
triple del último sueldo percibido por el correspondiente funcionario o empleado 
público, civil o militar.  

ARTICULO 357.  El funcionario o empleado público que, a sabiendas, proponga o 
nombre para un cargo o empleo público a personas que no reúnen los requisitos 
establecidos por la Ley, será penado con multa de veinticinco mil (L.25,000.00) a 
cincuenta mil lempiras (L.50,000.00) e inhabilitación especial de uno (1) a tres (3) 
años.  

Se exceptúan aquellos casos en los cuales el nombramiento tiene carácter interino 
y se hace en base a leyes especiales. 

CAPITULO V COHECHO 

ARTICULO 361.  El funcionario o empleado público que solicite, reciba o acepte, 
por sí o a través de otra persona, dádivas, presentes, ofrecimientos, promesas o 
cualquier otra ventaja indebida para ejecutar un acto contrario a sus deberes que 
sea constitutivo de delito, será sancionado con reclusión de cinco (5) a siete (7) 
años, más inhabilitación absoluta por el doble del tiempo que dure la reclusión, sin 
perjuicio de la pena aplicable al delito cometido en razón de la dádiva o promesa.  

ARTICULO 362.  El funcionario público que solicite, reciba o acepte, directa o 
indirectamente, dádivas, presentes, ofrecimientos, promesas o cualquier otra 
ventaja indebida para realizar un acto injusto no constitutivo de delito relativo al 
ejercicio de su cargo, será sancionado con reclusión de dos (2) a cinco (5) años. 
Si dicho acto no llega a consumarse, se sancionará al reo con reclusión de uno (1) 
a tres (3) años. En ambos casos se aplicará inhabilitación absoluta igual al doble 
del tiempo que dure la reclusión.  

ARTICULO 363.  Cuando la dádiva o presente solicitado, recibido o prometido 
tuviere por objeto que el funcionario o empleado público se abstenga de ejecutar 
un acto que debiera practicar en el cumplimiento de sus obligaciones legales, la 
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pena será de reclusión de dos (2) a cinco (5) años más inhabilitación especial 
igual al doble del tiempo que dure la reclusión.  

ARTICULO 364. Lo dispuesto en los tres artículos precedentes tendrá aplicación a 
los árbitros, arbitradores, peritos o cualesquiera personas que desempeñen una 
función pública.  

ARTICULO 365.  El funcionario o empleado público que acepte un regalo o 
beneficio de cualquier clase de parte de quien tenga algún asunto sometido a su 
conocimiento, se sancionará con reclusión de uno (1) a cuatro (4) años, más 
inhabilitación especial igual al doble del tiempo que dure la reclusión.  

ARTICULO 366.  Quien con dádivas, presentes, ofrecimientos o promesas 
corrompa o intente corromper a un funcionario o empleado público, será 
sancionado con las mismas penas aplicables al cohecho pasivo, aumentadas en 
dos tercios.  

ARTICULO 367.  (DEROGADO)  

ARTICULO 368.  Las dádivas o presentes a que se refieren los Artículos anteriores 
serán decomisados y entregados públicamente a la corporación municipal que 
tenga jurisdicción en el lugar en que se cometió el delito para obras de interés 
social.  

ARTICULO 369.  El juez que acepte una dádiva, un presente, una promesa o un 
préstamo para dictar, demorar o abstenerse de dictar una providencia, resolución 
o fallo en cualquier asunto de que estuviere conociendo, será sancionado con 
reclusión de cinco (5) a siete (7) años, más inhabilitación absoluta por el doble del 
tiempo que dure la reclusión.  

Las penas previstas en este Artículo y en los precedentes de este Capítulo serán 
aplicables, según el caso, a quien siendo miembro de un órgano colegiado o 
tribunal, vote en un determinado sentido gracias al cohecho.  

CAPITULO V-A 

ARTICULO 369-A.  El funcionario o empleado público que influya en otro 
funcionario o empleado público prevaliéndose de las facultades de su cargo o de 
cualquier otra situación derivada de su relación personal o jerárquica con éste o 
con otro funcionario o empleado para conseguir una resolución que le pueda 
generar directa o indirectamente un beneficio económico o de cualquier otra 
naturaleza para sí o para un tercero, incurrirá en las penas de reclusión de cuatro 
(4) a siete (7) años, más una multa de cien mil (L.100,000.00) a ciento cincuenta 
mil Lempiras (L.150,000.00) e inhabilitación absoluta por el doble del tiempo que 
dure la reclusión. Si obtiene el beneficio perseguido, la reclusión será de seis (6) a 
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nueve (9) años, la multa igual al doble del beneficio obtenido y la inhabilitación de 
cinco (5) a ocho (8) años.  

ARTICULO 369-B.  El particular que influya en un funcionario o empleado público 
prevaliéndose de cualquier situación derivada de su relación personal con éste o 
con otro funcionario o empleado público para conseguir una resolución que le 
pueda generar, directa o indirectamente, un beneficio económico o de cualquier 
otra naturaleza para sí o para un tercero, será sancionado, según los casos, con 
las penas de reclusión y multa establecidas en el Artículo anterior.  

ARTICULO 369-C.  Los que ofreciéndose para realizar las conductas descritas en 
los Artículos anteriores soliciten de terceros dádivas, presentes o cualquier otra 
remuneración o gratificación, o acepten ofrecimiento o promesa, serán 
sancionados con la pena de reclusión de tres (3) a seis (6) años más una multa de 
cincuenta mil (L.50,000.00) a cien mil lempiras (L.100,000.00).  

En cualesquiera de los supuestos a que se refiere este Artículo la autoridad 
judicial impondrá también la suspensión de las actividades de la persona natural o 
jurídica, organización o despacho y la clausura de sus establecimientos u oficinas 
abiertos al público por un término de dos (2) a cuatro (4) años. 

ARTICULO 369-D.  En los casos previstos en este Capítulo y en el anterior, las 
dádivas, presentes, comisiones o regalos serán decomisados.  

CAPITULO VI MALVERSACION DE CAUDALES PUBLICOS 

ARTICULO 370.  El funcionario o empleado público que se apropie de caudales, 
bienes o efectos cuya administración, percepción o custodia le haya sido confiada 
por razón de su cargo o que sin habérsele confiado interviene en dichos actos por 
cualquier causa, será penado con reclusión de dos (2) a cinco (5) años si el valor 
de aquéllos no excede de un mil lempiras (L.1,000.00) y de seis (6) a doce (12) 
años si sobrepasa de dicha cantidad, más inhabilitación absoluta por el doble del 
tiempo que dure la reclusión.  

Lo dispuesto en este Artículo será aplicable también a los directivos de sindicatos, 
empresas asociativas campesinas, cooperativas, patronatos, asociaciones de 
beneficencia o deportivas y, en general, a todas las demás entidades civiles 
análogas. 

 ARTICULO 371.  El funcionario o empleado público y los directivos de las 
asociaciones a que se refiere el Artículo anterior que culposamente den lugar a 
que otra persona se apropie de los caudales, bienes o efectos a que se refiere la 
misma disposición, será sancionado con multa de cincuenta mil (L.50,000.00) a 
cien mil lempiras (L.100,000.00) e inhabilitación especial de dos (2) a cuatro (4) 
años.  
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ARTICULO 372.  El funcionario o empleado público que destine los caudales, 
bienes o efectos que administra a un fin distinto del que les corresponde y si con 
ello no causa daño a los intereses patrimoniales del Estado, será sancionado con 
multa de cincuenta mil (L.50,000.00) a cien mil lempiras (L.100,000.00) e 
inhabilitación especial de tres (3) a cinco (5) años.  

Si ocasiona daño a dichos intereses o entorpece un servicio público, la multa será 
igual al cien por ciento (100%) del valor del daño causado o de los gastos que el 
Estado deba realizar para normalizar el correspondiente servicio público, más 
inhabilitación absoluta de cinco (5) a ocho (8) años. En ningún caso la multa será 
inferior a la señalada en el párrafo precedente.  

ARTICULO 373.  Se sancionará en la forma prevista en el párrafo primero del 
Artículo anterior al funcionario o empleado público que, teniendo fondos expeditos, 
demore injustificadamente un pago legalmente exigible.  

La misma sanción se impondrá al funcionario o empleado público que, legalmente 
requerido, rehúsa entregar una suma de dinero o los caudales, bienes o efectos 
que se encuentren bajo su administración o custodia.  

ARTICULO 373-A.  Lo prescrito en este Capítulo será aplicable a quienes se 
hallen encargados por cualquier concepto del manejo de fondos, rentas o efectos 
departamentales o municipales o que pertenezcan a una institución educativa o de 
beneficencia, así como a los administradores o depositarios de caudales 
embargados, secuestrados o depositados por una autoridad pública aunque 
pertenezcan a particulares. 

CAPITULO VII NEGOCIACIONES INCOMPATIBLES CON EL EJERCICIO 

DE FUNCIONES PÚBLICAS 

ARTICULO 374.  El funcionario o empleado público que directamente o por medio 
de otra persona, o por actos simulados, se interese, con ánimo de lucro personal, 
en cualquier contrato u operación en que estuviera participando por razón de su 
cargo, será sancionado con reclusión de tres (3) a seis (6) años e inhabilitación 
absoluta por el doble del tiempo que dure la reclusión.  

Lo dispuesto en el párrafo precedente será aplicable a los peritos y contadores 
particulares que hayan participado en la tasación, partición o adjudicación de 
bienes y a los tutores o curadores y a los síndicos de una quiebra.  

ARTICULO 375.  La sanción establecida en el artículo anterior se aplicará al 
funcionario o empleado que, con propósito de lucro, interponga su influencia para 
obtener una resolución de cualquier autoridad, o dictamen que deba pronunciarse 
ante la misma.  
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CAPITULO VIII FRAUDES Y EXACCIONES ILEGALES 

ARTICULO 376.  El funcionario o empleado público que por razón de su cargo 
participe en cualquier acto jurídico en que tenga interés el Estado y se ponga de 
acuerdo con alguno de los interesados para defraudar al Fisco o con ese mismo 
propósito se valga de su condición para favorecer a un tercero o para facilitar su 
participación personal, directa o indirecta, en los beneficios que puedan producir 
tales asuntos o use cualquier otro artificio con la misma finalidad, será sancionado 
con reclusión de seis (6) a nueve (9) años, más inhabilitación absoluta por el doble 
del tiempo que dure la reclusión.  

ARTICULO 377.  El funcionario o empleado público que exija el pago de un 
impuesto o tributo, contribución o tasa a sabiendas de que es ilegal o que, siendo 
legal, emplee para su percepción o cobro medios vejatorios o gravosos o invoca 
falsamente mandamiento judicial u otra autorización legítima, será sancionado con 
reclusión de tres (3) a cinco (5) años, más inhabilitación especial por el doble del 
tiempo que dure la reclusión.  

El funcionario o empleado público que utilice en provecho propio o de terceros las 
exacciones a que se refiere el párrafo anterior, será sancionado con reclusión de 
cuatro (4) a ocho (8) años, más inhabilitación absoluta por un tiempo igual al doble 
del que dure la reclusión. 

Fuentes informativas: 

• Documento: Edmundo Orellana Mercado, “El Código Penal y el delito de la corrupción en 
Honduras”, Colección Ética e Integridad para el Desarrollo, Consejo Nacional 
Anticorrupción (CNA), 2008. 
http://www.cna.hn/archivos/coleccion_etica/el_codigo_penal_y_el_delito_de_la_corrupcion.
pdf 

• Ley del Consejo Nacional Anticorrupción, Decreto No. 7-2005, mayo del 2005. 

• Sitio web oficial del Consejo Nacional Anticorrupción (CNA) http://www.cna.hn 

• Constitución de Honduras, http://www.oas.org/dil/esp/Constitucion_de_Honduras.pdf 

• Código Penal de Honduras, Decreto número 144-83, 
http://www.oas.org/dil/esp/Codigo_Penal_Honduras.pdf 
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BOLIVIA 

Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha C ontra la Corrupción  

Consejo Nacional de Lucha Contra la Corrupción, Enr iquecimiento Ilícito y 
Legitimación de Ganancias Ilícitas  

Naturaleza Jurídica:  El Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha contra la 
Corrupción es una entidad de servicio público, íntegra y eficiente, consolidada 
como un referente de transparencia y lucha contra la corrupción, que articula la 
participación de actores sociales e institucionales para la construcción de un 
Estado plurinacional con cero tolerancia a la corrupción. Según lo establecido en 
el D.S. No. 29894 de fecha 7 de febrero de 2009, Organización del Órgano 
Ejecutivo, es atribución del Ministerio, formular la Política Nacional de 
Transparencia y Lucha contra la Corrupción, para que las Convenciones 
Internacionales y los postulados Constitucionales se hagan efectivos. 

Por su parte, la Ley de Lucha contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e 
Investigación de Fortunas “Marcelo Quiroga Santa Cruz”, tiene por objeto 
establecer mecanismos, y procedimientos en el marco de la Constitución Política 
del Estado, leyes, tratados y convenciones internacionales, destinadas a prevenir, 
investigar, procesar y sancionar actos de corrupción cometidos por servidoras y 
servidores públicos y ex servidoras y ex servidores públicos, en el ejercicio de sus 
funciones, y personas naturales o jurídicas y representantes legales de personas 
jurídicas, públicas o privadas, nacionales o extranjeras que comprometan o 
afecten recursos del Estado, así como recuperar el patrimonio afectado del Estado 
a través de los órganos jurisdiccionales competentes. Y su finalidad es la de 
prevenir, acabar con la impunidad en hechos de corrupción y la efectiva lucha 
contra la corrupción, recuperar y proteger el patrimonio del Estado, con la 
participación activa de las entidades públicas, privadas y la sociedad civil. 

Asimismo, las entidades que integran el Consejo (mismas que se mencionan más 
adelante) son independientes en el cumplimiento de sus atribuciones y en el 
marco de la Constitución Política del Estado y las leyes competentes. 

Facultades de investigación y de sanción:  El Ministerio tiene la obligación de 
desarrollar acciones correctivas en la totalidad de los ámbitos donde se utilizan 
recursos del Estado a través del uso cabal, oportuno y estricto de la ley que 
permita cumplir el castigo correcto. No obstante, el Ministerio es una instancia 
perteneciente al Consejo Nacional de Lucha Contra la Corrupción, 
Enriquecimiento Ilícito y Legitimación de Ganancias Ilícitas, el cuál además se 
integra por otras instancias (Ley “Marcelo Quiroga Santa Cruz”). De tal forma que, 
las facultades de investigación y sanción son compartidas con: el Ministerio de 
Gobierno, el Ministerio Público, la Contraloría General del Estado, la Unidad de 
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Investigaciones Financieras, la Procuraduría General del Estado, y los 
Representantes de la Sociedad Civil Organizada (artículos 241 y 242 de la 
Constitución Política del Estado). 

Además, el Fiscal General del Estado, tiene la facultad de designar en cada 
Departamento a los fiscales especializados y dedicados exclusivamente a la 
investigación y acusación de los delitos de corrupción y delitos vinculados. Y en el 
caso de la Policía Boliviana, la misma cuenta con investigadores especializados 
anticorrupción, dentro de una División de Lucha Contra la Corrupción en cada 
Departamento, quienes desempeñan sus actividades bajo la dirección funcional de 
los fiscales. 

Universo de actuación del órgano:  De conformidad con la Ley “Marcelo Quiroga 
Santa Cruz”, el ámbito de aplicación de la misma es: servidores y ex servidores 
públicos de todos los Órganos del Estado Plurinacional, sus entidades e 
instituciones del nivel central, descentralizadas o desconcentradas, y de las 
entidades territoriales autónomas, departamentales, municipales, regionales e 
indígenas ordinario campesinas; Ministerio Público, Procuraduría General del 
Estado, Defensoría del Pueblo, Banco Central de Bolivia, Contraloría General del 
Estado, Universidades y otras entidades de la estructura del Estado; Fuerzas 
Armadas y Policía Boliviana; Entidades u organizaciones en las que el Estado 
tenga participación patrimonial, independientemente de su naturaleza jurídica; y 
personas privadas, naturales o jurídicas y todas aquellas personas que no siendo 
servidores públicos cometan delitos de corrupción. 

Máxima instancia de decisión:  El Ministerio se integra de acuerdo a la siguiente 
jerarquía: Ministro de Transparencia Institucional y Lucha contra la Corrupción, del 
que dependen dos viceministros, el de Prevención, Promoción de Ética y 
Transparencia (del que a su vez se deriva la Dirección General de Prevención, 
Promoción de Ética y Transparencia) y el de Lucha contra la Corrupción (del que 
dependen las direcciones generales de Investigación de Actos de Corrupción y la 
de Recuperación de Bienes). Mientras que el Consejo Nacional de Lucha Contra 
la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito y Legitimación de Ganancias Ilícitas estará 
presidido por el mismo Titular del Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha 
Contra la Corrupción, y el primero de éstos estará integrado por: el propio 
Ministerio; el Ministerio de Gobierno, el Ministerio Público, la Contraloría General 
del Estado, la Unidad de Investigaciones Financieras, la Procuraduría General del 
Estado, y los Representantes de la Sociedad Civil Organizada. 

Mecanismo de nombramiento:  Si bien con la información obtenida se deduce 
que en Bolivia, el Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha Contra la 
Corrupción y el Consejo Nacional de Lucha Contra la Corrupción, Enriquecimiento 
Ilícito y Legitimación de Ganancias Ilícitas, dependen del Poder Ejecutivo y en 
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específico del Presidente de la República, en los documentos revisados no se 
encuentra el mecanismo de nombramiento de los titulares de estas instancias. 

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión:  
No se obtuvo la información para dar respuesta a éste punto. 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones:  El artículo 2° de la 
Ley “Marcelo Quiroga Santa Cruz” define a la corrupción como “el requerimiento o 
la aceptación, el ofrecimiento u otorgamiento directo o indirecto, de un servidor 
público, de una persona natural o jurídica, nacional o extranjera, de cualquier 
objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o 
ventajas para sí mismo o para otra persona o entidad, a cambio de la acción u 
omisión de cualquier acto que afecte a los intereses del Estado”. Por su parte, los 
delitos de corrupción son tipificados por el Código Penal, no obstante dicha Ley 
crea como nuevos tipos penales los siguientes: uso indebido de bienes y servicios 
públicos, enriquecimiento ilícito, enriquecimiento ilícito de particulares con 
afectación al Estado, Favorecimiento al enriquecimiento ilícito, cohecho activo y 
pasivo trasnacional, obstrucción de la justicia y falsedad en la declaración jurada 
de bienes y rentas. La propia Ley establece los términos para la prescripción de la 
pena, mismos que son: a) En diez años, si se trata de pena privativa de libertad 
mayor de seis años; b) En siete años, tratándose de penas privativas de libertad 
menores de seis años y mayores de dos; y c) En cinco años, si se trata de las 
demás penas. Además de señalar las sanciones que van desde la privación de la 
libertad hasta la imposición de multas. 

Instancia que evalúa el desempeño del órgano: El Consejo Nacional de Lucha 
contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito y Legitimación de Ganancias Ilícitas 
tiene por obligación la de informar anualmente al Presidente del Estado Boliviano, 
a la Asamblea Legislativa Plurinacional y a la Sociedad Civil Organizada. 
Asimismo, dicha Ley plantea que los jueces, fiscales y policías especializados 
están sujetos a un sistema de evaluación permanente implementado en cada 
entidad, tomando en cuenta los lineamientos establecidos por el Consejo, con la 
finalidad de garantizar la probidad y eficiencia en el cumplimiento de sus 
funciones. 

Instancia de revisión de las decisiones del órgano:  La Ley “Marcelo Quiroga 
Santa Cruz” ha creado los Tribunales y Juzgados Anticorrupción, que tienen 
competencia para conocer y resolver los procesos penales.  

Disposiciones constitucionales y legales relevantes : La Constitución de la 
República de Bolivia, establece las siguientes disposiciones en torno al tema de la 
corrupción: 

Artículo 8. 



 
S e n a d o  d e  l a  R e p ú b l i c a   

 

49 

I. El Estado asume y promueve como principios ético-morales de la sociedad 
plural: ama qhilla, ama llulla, ama suwa (no seas flojo, no seas mentiroso ni 

seas ladrón), suma qamaña (vivir bien), ñandereko (vida armoniosa), teko kavi 
(vida buena), ivi maraei (tierra sin mal) y qhapaj ñan (camino o vida noble). 

II. El Estado se sustenta en los valores de unidad, igualdad, inclusión, dignidad, 
libertad, solidaridad, reciprocidad, respeto, complementariedad, armonía, 
transparencia, equilibrio, igualdad de oportunidades, equidad social y de género 
en la participación, bienestar común, responsabilidad, justicia social, distribución y 
redistribución de los productos y bienes sociales, para vivir bien. 

Art. 21.- Las bolivianas y los bolivianos tiene los siguientes derechos: 

(…) 6. A acceder a la información, interpretarla, analizarla y comunicarla 
libremente, de manera. 

Artículo 25 

I. Toda persona tiene derecho a la inviolabilidad de su domicilio y al secreto de las 
comunicaciones privadas en todas sus formas, salvo autorización judicial. 

II. Son inviolables la correspondencia, los papeles privados y las manifestaciones 
privadas contenidas en cualquier soporte, éstos no podrán ser incautados salvo en 
los casos determinados por la ley para la investigación penal, en virtud de orden 
escrita y motivada de autoridad judicial competente. 

III. Ni la autoridad pública, ni persona u organismo alguno podrán interceptar 
conversaciones o comunicaciones privadas mediante instalación que las controle 
o centralice. 

IV. La información y prueba obtenidas con violación de correspondencia y 
comunicaciones en cualquiera de sus formas no producirán efecto legal. 

Artículo 28. El ejercicio de los derechos políticos se suspende en los siguientes 
casos, previa sentencia ejecutoriada mientras la pena no haya sido cumplida: 

1. Por tomar armas y prestar servicio en fuerzas armadas enemigas en tiempos de 
guerra. 

2. Por defraudación de recursos públicos. 

3. Por traición a la patria. 

Artículo 106. 

I. El Estado garantiza el derecho a la comunicación y el derecho a la información. 
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II. El Estado garantiza a las bolivianas y los bolivianos el derecho a la libertad de 
expresión, de opinión y de información, a la rectificación y a la réplica, y el derecho 
a emitir libremente las ideas por cualquier medio de difusión, sin censura previa. 

III. El Estado garantiza a las trabajadoras y los trabajadores de la prensa, la 
libertad de expresión, el derecho a la comunicación y a la información. 

IV. Se reconoce la cláusula de conciencia de los trabajadores de la información. 

Artículo 108.-  Las bolivianas y bolivianos tienen los siguientes deberes: 

(…) 8. Denunciar y combatir todos los actos de corrupción. 

Artículo 112.-  Los delitos cometidos por servidores públicos que atenten contra el 
patrimonio del Estado y causen grave daño económico, son imprescriptibles y no 
admiten régimen de inmunidad. 

Artículo 115.- I.  Toda persona será protegida oportuna y efectivamente por los 
jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos. 

II. El Estado garantiza el derecho al debido proceso, a la defensa y a una justicia 
plural, pronta, oportuna, gratuita, transparente y sin dilaciones. 

Artículo 123.-  La ley sólo dispondrá para lo venidero y no tendrá efecto 
retroactivo, excepto en materia laboral, cuando lo determine expresamente a favor 
de las trabajadoras y de los trabajadores; en materia penal, cuando beneficie a la 
imputada o al imputado; en materia de corrupción, para investigar, procesar y 
sancionar los delitos cometidos por servidores públicos contra los intereses del 
Estado; y en el resto de los casos señalados por la Constitución. 

Artículo 213. I.  La Contraloría General del Estado es la institución técnica que 
ejerce la función de control de la administración de las entidades públicas y de 
aquéllas en las que el Estado tenga participación o interés económico. La 
Contraloría está facultada para determinar indicios de responsabilidad 
administrativa, ejecutiva, civil y penal; tiene autonomía funcional, financiera, 
administrativa y organizativa. 

II. Su organización, funcionamiento y atribuciones, que deben estar fundados en 
los principios de legalidad, transparencia, eficacia, eficiencia, economía, equidad, 
oportunidad y objetividad, se determinarán por la ley. 

Artículo 229.-  La Procuraduría General del Estado es la institución de 
representación jurídica pública que tiene como atribución promover, defender y 
precautelar los intereses del Estado. Su organización y estructura serán  
determinadas por la ley. 



 
S e n a d o  d e  l a  R e p ú b l i c a   

 

51 

Artículo 231. Son funciones de la Procuraduría General del Estado, además de 
las determinadas por la Constitución y la ley: 

1. Defender judicial y extrajudicialmente los intereses del Estado, asumiendo 
su representación jurídica e interviniendo como sujeto procesal de pleno 
derecho en todas las acciones judiciales y administrativas, en el marco de la 
Constitución y la ley. 

2. Interponer recursos ordinarios y acciones en defensa de los intereses del 
Estado.  

3. Evaluar y velar por el ejercicio de las acciones diligentes de las unidades 
jurídicas de la Administración Pública en los procesos que se sustancien ante 
autoridades jurisdiccionales o administrativas. En caso de acción negligente, 
debe instar al inicio de las acciones que correspondan. 

4. Requerir a las servidoras públicas o a los servidores públicos, y a las 
personas particulares, la información que considere necesaria a los fines del 
ejercicio de sus atribuciones. Esta información no se le podrá negar por 
ninguna causa ni motivo; la ley establecerá las sanciones correspondientes. 

5. Requerir a la máxima autoridad ejecutiva de las entidades públicas el 
enjuiciamiento de las servidoras públicas o los servidores públicos que, por 
negligencia o corrupción, ocasionen daños al patrimonio del Estado. 

6. Atender las denuncias y los reclamos motivados de ciudadanos y 
entidades que conforman el Control Social, en los casos en que se lesionen 
los intereses del Estado.  

7. Instar a la Fiscalía General del Estado al ejercicio de las acciones 
judiciales a que hubiera lugar por los delitos cometidos contra el patrimonio 
público de los cuales tenga conocimiento. 

8. Presentar proyectos de ley sobre materias relativas a su competencia. 

Artículo 232.-  La Administración Pública se rige por los principios de legitimidad, 
legalidad, imparcialidad, publicidad, compromiso e interés social, ética, 
transparencia, igualdad, competencia, eficiencia, calidad, calidez, honestidad, 
responsabilidad y resultados. 

Artículo 324.  No prescribirán las deudas por daños económicos causados al 
Estado. 

Artículo 235.-  Son obligaciones de las servidoras y los servidores públicos: 

1. Cumplir la Constitución y las leyes. 
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2. Cumplir con sus responsabilidades, de acuerdo con los principios de la 
función pública. 

3. Prestar declaración jurada de bienes y rentas antes, durante y después del 
ejercicio del cargo. 

4. Rendir cuentas sobre las responsabilidades económicas, políticas, 
técnicas y administrativas en el ejercicio de la función pública. 

5. Respetar y proteger los bienes del Estado, y abstenerse de utilizarlos para 
fines electorales u otros ajenos a la función pública. 

Artículo 241.- 

I. El pueblo soberano, por medio de la sociedad civil organizada, participará 
en la toma de decisiones de las políticas públicas. 

II. La sociedad civil organizada ejercerá el control social a la gestión pública 
en todos los niveles del Estado, y en las empresas e instituciones públicas, 
mixtas y privadas que administren recursos fiscales. 

III. Ejercerá control social a la calidad de los servicios públicos. 

IV. Las Ley establecerá el marco general para el ejercicio del control social. 

V. La sociedad civil se organizará para definir la estructura y composición de 
la participación y control social. 

VI. Las entidades del Estado generarán espacios de participación y control 
social por parte de la sociedad. 

Artículo 242.- 

La participación y el control social implican, además de las previsiones 
establecidas en la Constitución y la ley: 

1. Participar en la formulación de las políticas de Estado. 

2. Apoyar al Órgano Legislativo en la construcción colectiva de las leyes. 

3. Desarrollar el control social en todos los niveles del Estado, que incluye el 
control sobre las instancias autónomas, autárquicas, descentralizadas y 
desconcentradas. 

4. Generar un manejo transparente de la información y del uso de los 
recursos en todos los espacios de la gestión pública. La información 
solicitada por el control social no podrá denegarse, y será entregada de 
manera completa, veraz, adecuada y oportuna. 
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5. Formular informes para activar la revocatoria de mandato. 

6. Conocer y aprobar los informes de gestión de los órganos y funciones del 
Estado. 

7. Coordinar la planificación y control con los órganos y funciones del Estado. 

8. Denunciar e instruir a las instituciones correspondientes para la 
investigación y procesamiento, en los casos que se considere conveniente. 

9. Colaborar en los procedimientos de observación pública para la 
designación de los cargos que correspondan. 

10. Apoyar al órgano electoral en la postulación de los candidatos para los 
cargos públicos que correspondan. 

Artículo 323.- I.  La política fiscal se basa en los principios de capacidad 
económica, igualdad, progresividad, proporcionalidad, transparencia, 
universalidad, control, sencillez administrativa y capacidad recaudatoria. (…) 

Artículo 309.  La forma de organización económica estatal comprende a las 
empresas y otras entidades económicas de propiedad estatal, que cumplirán los 
siguientes objetivos: 

1. Administrar a nombre del pueblo boliviano los derechos propietarios de los 
recursos naturales y ejercer el control estratégico de las cadenas productivas 
y los procesos de industrialización de dichos recursos. 

2. Administrar los servicios básicos de agua potable y alcantarillado 
directamente o por medio de empresas públicas, comunitarias, cooperativas 
o mixtas. 

3. Producir directamente bienes y servicios.  

4. Promover la democracia económica y el logro de la soberanía alimentaria 
de la población. 

5. Garantizar la participación y el control social sobre su organización y 
gestión, así como la participación de los trabajadores en la toma de 
decisiones y en los beneficios. 

Artículo 93. 

I. Las universidades públicas serán obligatoria y suficientemente 
subvencionadas por el Estado, independientemente de sus recursos 
departamentales, municipales y propios, creados o por crearse. II. Las 
universidades públicas, en el marco de sus estatutos, establecerán los 
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mecanismos de participación social de carácter consultivo, de coordinación y 
asesoramiento. 

III. Las universidades públicas establecerán mecanismos de rendición de 
cuentas y transparencia en el uso de sus recursos, a través de la 
presentación de estados financieros a la Asamblea Plurinacional Legislativa, 
a la Contraloría General y al Órgano Ejecutivo. 

IV. Las universidades públicas, en el marco de sus estatutos, establecerán 
programas de desconcentración académica y de interculturalidad, de 
acuerdo a las necesidades del Estado y de las naciones y pueblos indígena 
originario campesinos. 

V. El Estado, en coordinación con las universidades públicas, promoverá en 
áreas rurales la creación y el funcionamiento de universidades e institutos 
comunitarios pluriculturales, asegurando la participación social. La apertura y 
funcionamiento de dichas universidades responderá a las necesidades del 
fortalecimiento productivo de la región, en función de sus potencialidades. 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: Por su parte, en el 
Código Penal se establece lo siguiente: 

TÍTULO II DELITOS CONTRA LA FUNCIÓN PÚBLICA 

CAPÍTULO I DELlTOS COMETIDOS POR FUNCIONARIOS PÚBLICOS 

ARTICULO 142.-  (PECULADO): El funcionario público que, aprovechando del 
cargo que desempeña se apropiare de dinero, valores o bienes de cuya 
administración, cobro o custodia se hallare encargado, será sancionado con 
privación de libertad de tres a ocho años y multa de sesenta a doscientos días. 

ARTICULO 143.-  (PECULADO CULPOSO): El funcionario público que 
culposamente diere lugar a la comisión de dicho delito, será sancionado con 
prestación de trabajo de un mes a un año y multa de veinte a cincuenta días. 

ARTICULO 144.- (MALVERSACIÓN): El funcionario público que diere a los 
caudales que administra, percibe o custodia, una aplicación distinta de aquella a 
que estuvieren destinados, incurrirá en reclusión de un mes a un año o multa 
veinte a doscientos cuarenta días. 

Si del hecho resultare daño o entorpecimiento para el servicio público, la sanción 
será agravada en un tercio. 

ARTICULO 145.-  (COHECHO PASIVO PROPIO): El funcionario público o 
autoridad que para hacer o dejar de hacer un acto relativo a sus funciones o 
contrario a los deberes de su cargo, recibiere directamente o por interpuesta 
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persona, para sí o un tercero, dádivas o cualquier otra ventaja o aceptare 
ofrecimientos o promesas, será sancionado con presidio de dos a seis años y 
multa de treinta a cien días. 

ARTICULO 146.-  (USO INDEBIDO DE INFLUENCIAS). El funcionario público o 
autoridad que, directamente o por interpuesta persona y aprovechando de las 
funciones que ejerce o usando indebidamente de las influencias derivadas de las 
mismas, obtuviere ventajas o beneficios, para sí o para un tercero, será 
sancionado con presidio de dos a ocho años y multa de cien a quinientos días. 

ARTICULO 147 -  (BENEFICIOS EN RAZÓN DEL CARGO): El funcionario público 
o autoridad que en consideración a su cargo admitiere regalos u otros beneficios, 
será sancionado con reclusión de uno a tres años y multa de sesenta a doscientos 
días. 

ARTICULO 148.-  (DISPOSICIÓN COMÚN).- Las disposiciones anteriores se 
aplicarán, en los casos respectivos. a los personeros, funcionarios y empleados de 
las entidades autónomas, autárquicas, mixtas y descentralizadas, así como a los 
representantes de establecimientos de beneficencia, de instrucción pública, 
deportes y otros que administraren o custodiaren los bienes que estuvieren a su 
cargo. 

ARTICULO 149.-  (OMISIÓN DE DECLARACIÓN DE BIENES Y RENTAS).- El 
funcionario público que conforme a la ley estuviere obligado a declarar sus bienes 
y rentas a tiempo de tomar posesión de su cargo y no lo hiciere, será sancionado 
con una multa de treinta días. 

ARTICULO 150.-  (NEGOCIACIONES INCOMPATIBLES CON EL EJERCICIO DE 
FUNCIONES PÚBLICAS): El funcionario público que por sí o por interpuesta 
persona o por acto simulado se interesare y obtuviere para sí o para tercero un 
beneficio ilícito en cualquier contrato, suministro, subasta u operación en que 
interviene por razón de su cargo, incurrirá en privación de libertad de uno a tres 
años y multa de treinta a quinientos días. 

Esta disposición es aplicable a los árbitros, peritos, auditores, contadores, 
martilleros o rematadores y demás profesionales respecto a los actos en los 
cuales, por razón de su oficio, intervinieren y a los tutores, curadores, albaceas y 
síndicos respecto de los bienes pertenecientes a sus pupilos, curados, 
testamentarías, concursos, liquidaciones y actos análogos. 

ARTICULO 151.-  (CONCUSIÓN): El funcionario público o autoridad que con 
abuso de su condición o funciones, directa o indirectamente, exigiere u obtuviere 
dinero u otra ventaja ilegítima o en proporción superior a la fijada legalmenie, en 



 
S e n a d o  d e  l a  R e p ú b l i c a   

 

56 

beneficio propio o de un tercero, será sancionado con presidio de dos a cinco 
años. 

ARTICULO 152.-  (EXACCIONES).- El funcionario público que exigiere u obtuviere 
las exacciones expresadas en el ARTICULO anterior para convertirlas en beneficio 
de la administración pública, será sancionado con reclusión de un mes a dos años. 

Si se usare de alguna violencia en los casos de los dos ARTICULOS anteriores, la 
sanción será agravada en un tercio. 

ABUSO DE AUTORIDAD 

ARTICULO 153.-  (RESOLUCIONES CONTRARIAS A LA CONSTITUCIÓN Y A 
LAS LEYES).- El funcionario público o autoridad que dictare resoluciones u 
órdenes contrarias a la Constitución o a las leyes o ejecutare o hiciere ejecutar 
dichas resoluciones u órdenes, incurrirá en reclusión de un mes a dos años. 

ARTICULO 154.- (INCUMPLIMIENTO DE DEBERES).- El funcionario público que 
ilegalmente omitiere, rehusare hacer o retardare algún acto propio de su función 
incurrirá en reclusión de un mes a un año. 

ARTICULO 155.-  (DENEGACIÓN DE AUXILIO): El funcionario encargado de la 
fuerza pública que rehusare, omitiere o retardare, sin causa justificada, la 
prestación de un auxilio legalmente requerido por autoridad competente, será 
sancionado con reclusión de seis meses a dos años. 

ARTICULO 156.-  (ABANDONO DE CARGO).- El funcionario o empleado público 
que, con daño del servicio público, abandonare su cargo sin haber cesado 
legalmente en el desempeño de éste, será sancionado con multa de treinta días. 

El que incitare al abandono colectivo del trabajo a funcionarios o empleados 
públicos, incurrirá en reclusión de un mes a un años multa de treinta a sesenta 
días. 

ARTICULO 157.-  (NOMBRAMIENTOS ILEGALES).- Será sancionado con multa 
de treinta a cien días el funcionario público que propusiere en terna o nombrare 
para un cargo público a persona que no reuniere las condiciones legales para su 
desempeño. 

CAPÍTULO II DELITOS COMETIDOS POR PARTICULARES 

ARTICULO 158.-  (COHECHO ACTIVO): El que directamente o por interpuesta 
persona, diere o prometiere a un funcionario público o autoridad, dádivas o 
cualquier otra ventaja, para hacer o dejar de hacer algo relativo a sus funciones, 
será sancionado con la pena del ARTICULO 145, disminuida en un tercio. 
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Quedará exento de pena por este delito el particular que hubiera accedido 
ocasionalmente a la solicitud de dádiva o ventaja requerida por autoridad o 
funcionario público y denunciare el hecho a la autoridad competente antes de la 
apertura del correspondiente procedimiento penal. 

ARTICULO 159.-  (RESISTENCIA A LA AUTORIDAD): El que resistiere o se 
opusiere, usando de violencia o intimidación, a la ejecución de un acto realizado 
por un funcionario público 0 autoridad en el ejercicio legítimo de sus funciones o a 
la persona que le prestare asistencia a requerimiento de aquellos o en virtud de 
una obligación legal, será sancionado con reclusión de un mes a un año. 

ARTICULO 160.-  (DESOBEDIENCIA A LA AUTORIDAD): El que desobedeciere 
una orden emanada de un funcionario público o autoridad, dada en el ejercicio 
legítimo de sus funciones, incurrirá en multa de treinta a cien días. 

ARTICULO 161.- (IMPEDIR O ESTORBAR EL EJERCICIO DE FUNCIONES).- El 
que impidiere o estorbare a un funcionario público el ejercicio de sus funciones, 
incurrirá en reclusión de un mes a un año. 

ARTICULO 162.-  (DESACATO).- El que por cualquier medio calumniare, injuriare 
o difamare a un funcionario público en el ejercicio de sus funciones o a causa de 
ellas, será sancionado con privación de libertad de un mes a dos años. 

Si los actos anteriores fueren dirigidos contra el Presidente o Vicepresidente de la 
República, Ministros de Estado o de la Corte Suprema o de un miembro del 
Congreso, la sanción será agravada en una mitad. 

ARTICULO 163.- (ANTICIPACIÓN O PROLONGACIÓN DE FUNCIONES): El que 
ejerciere funciones públicas sin título o nombramiento expedido por autoridad 
competente y sin haber llenado otros requisitos exigidos por ley, será sancionado 
con prestación de trabajo de dos a seis meses. 

En la misma pena incurrirá el que después de habérsele comunicado oficialmente 
que ha cesado en el desempeño de un cargo público, continuare ejerciéndolo en 
todo o en parte. 

ARTICULO 164.-  (EJERCICIO INDEBIDO DE PROFESIÓN): El que 
indebidamente ejerciere una profesión para la que se requiere título, licencia, 
autorización o registro especial, será sancionado con privación de libertad de uno 
a dos años. 

ARTICULO 165.-  (SIGNIFICACIÓN DE TÉRMINOS EMPLEADOS): Para los 
efectos de aplicación de este Código, se designa con los términos "funcionario 
público" y `'empleado público" al que participa, en forma permanente o temporal, 
del ejercicio de funciones públicas, sea por elección popular o por nombramiento. 
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Se considera "autoridad" al que por sí mismo o como perteneciente a una 
institución o tribunal, tuviere mando o ejerciere jurisdicción propia. 

Si el delito hubiere sido cometido durante el ejercicio de la función pública, se 
aplicarán las disposiciones de este Código aun cuando el autor hubiere dejado de 
ser funcionario. 

CAPÍTULO III RÉGIMEN PENAL Y ADMINISTRATIVO DE LA LEGITIMACIÓN DE 
GANANCIAS ILÍCITAS 

ARTICULO 185 bis.-  (LEGITIMACIÓN DE GANANCIAS ILÍCITAS).- El que 
adquiera, convierta o transfiera bienes, recursos o derechos, que procedan de 
delitos vinculados al tráfico ilícito de sustancias controladas, de delitos cometidos 
por funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones o de delitos cometidos 
por organizaciones criminales, con la finalidad de ocultar o encubrir su naturaleza, 
origen, ubicación, destino, movimiento o propiedad verdadera, será sancionado 
con presidio de uno a seis años y con multa de cien a quinientos días. 

Este tipo penal se aplicará a las conductas descritas previamente, aunque los 
delitos de los cuales proceden las ganancias ilícitas hayan sido cometidos total o 
parcialmente en otro país, siempre que esos hechos sean considerados delictivos 
en ambos países. 

ARTICULO 185 ter.-  (RÉGIMEN ADMINISTRATIVO DE LA LEGITIMACIÓN DE 
GANANCIAS ILÍCITAS): Créase la Unidad de Investigaciones Financieras, la que 
formará parte de la estructura orgánica de la Superintendencia de Bancos y 
Entidades Financieras. El Poder Ejecutivo, mediante Decreto Supremo, 
establecerá su organización, atribuciones, la creación de unidades 
desconcentradas en el sistema de regulación financiera, el procedimiento, la forma 
de transmisión y el contenido de las declaraciones que se le envíen, el régimen de 
infracciones administrativas y los procedimientos para la imposición de sanciones 
administrativas. 

Las entidades financieras y sus directores, gerentes, administradores o 
funcionarios que contravengan las obligaciones establecidas en el Decreto 
Supremo reglamentario, se harán pasibles a la imposición de las sanciones 
administrativas establecidas en las normas legales que regulan el sistema 
financiero. Los directores, gerentes, administradores o funcionarios encargados de 
denunciar posibles casos de legitimación de ganancias ilícitas a la Unidad de 
Investigaciones Financieras estarán exentos de responsabilidad administrativa, 
civil y penal, siempre que la denuncia cumpla las normas establecidas en el 
decreto reglamentario. 
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La máxima autoridad ejecutiva de la Unidad de Investigaciones Financieras 
sustanciará la determinación de la responsabilidad administrativa y el 
Superintendente aplicará las sanciones consiguientes, sujetándose al régimen 
legalmente establecido. Para determinar la sanción que corresponda, se tomará 
en cuenta la gravedad del incumplimiento y el grado de participación y de 
culpabilidad de los sujetos responsables. En estos casos, el régimen de 
impugnaciones y recursos de sus resoluciones, se sujetará a lo establecido por 
ley. 

Las entidades financieras y sus órganos, no podrán invocar el secreto bancario 
cuando los agentes de la Unidad de Investigaciones Financieras requieran 
información para el adecuado cumplimiento de sus funciones. La información 
obtenida por la Unidad de Investigaciones Financieras sólo podrá ser utilizada a 
objeto de investigar la legitimación de ganancias ilícitas. 

Fuentes informativas: 

• Documento “Política Nacional de Transparencia y Lucha Contra la Corrupción”, Ministerio 
de Transparencia Institucional y Lucha Contra la Corrupción, 2009, 
http://www.minculturas.gob.bo/images/stories/normativas/pnaltransp.pdf 

• Ley de Lucha contra la Corrupción, Enriquecimiento Ilícito e Investigación de Fortunas 
“Marcelo Quiroga Santa Cruz”, Ley No. 004, 31 de marzo de 2010, 
http://suprema.poderjudicial.gob.bo/Leyes%20y%20Reglamentos/Ley_Quiroga_Santa_Cru
z.pdf 

• Sitio web oficial del Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha contra la Corrupción 
http://www.transparencia.gob.bo/ 

• Constitución de la República de Bolivia, 
http://www.uasb.edu.ec/padh/revista19/documentos/Constitucionbolivia.pdf 

• Código Penal Boliviano, Decreto Ley 10426 de 23 de agosto de 1972, 
http://www.oas.org/juridico/MLA/sp/bol/sp_bol-int-text-cp.html 
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PERÚ 

Oficina Nacional Anticorrupción cuyas funciones des de 2008 han sido 
traspasadas a la Contraloría General de la Repúblic a del Perú  

Naturaleza Jurídica:  Mediante Decreto D.S. No. 085-2007 PCM, de fecha 19 de 
octubre de 2007, se creó la Oficina Nacional Anticorrupción, con carácter 
permanente en la Presidencia del Consejo de Ministros, con autonomía técnica y 
funcional para el desarrollo de sus funciones. No obstante, en 2008 se desactivó la 
Oficina y sus funciones fueron traspasadas a la Contraloría General de la 
República del Perú, D.S. No. 057-2008 PCM. La Contraloría es un organismo 
constitucional autónomo, es un ente rector del Sistema Nacional de Control, 
dotado de autonomía administrativa, funcional, económica y financiera, de acuerdo 
con el artículo 82 de la Constitución Política de Perú, supervisa la legalidad de la 
ejecución del presupuesto del Estado, de las operaciones de la deuda pública y de 
los actos de las instituciones sujetas a control. Conforme a la Ley No. 27785, Ley 
Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de la 
República 

Facultades de investigación y de sanción:  La Contraloría General de la 
República se coordina con las instituciones responsables de la defensa de la 
legalidad y los derechos ciudadano, con los de la custodia de los intereses del 
Estado y el control de los recursos públicos, específicamente el Ministerio Público 
para llevar a cabo las acciones de lucha contra la corrupción. 

Universo de actuación del órgano:  Las normas de la Contraloría son aplicables 
a todas las entidades sujetas a control por el Sistema, independientemente del 
régimen legas o fuente de financiamiento bajo el cual operen. A decir: Gobierno 
Central, entidades y órganos; Gobiernos regionales y locales e instituciones y 
empresas pertenecientes a los mismos; unidades administrativas del Poder 
Legislativo, Poder Judicial y el Ministerio Público; los organismos autónomos 
creados por la Constitución; los organismos reguladores de los servicios públicos y 
las entidades a cargo de supervisar el cumplimiento de los compromisos de 
inversión provenientes de contratos de privatización; las empresas del Estado, y 
las entidades privadas, las no gubernamentales y las internacionales. 

Máxima instancia de decisión:  Aún cuando el Contralor General es el 
funcionario de mayor rango en el Sistema, la Contraloría General es un órgano 
colegiado que se estructura mediante el siguiente esquema: 
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    FUENTE: Contraloría General de la República. 

Mecanismo de nombramiento:  El artículo 26 de la Ley Orgánica del Sistema 
Nacional de Control y de la Contraloría General de la República, señala que el 
Contralor General de la República es designado por un periodo de siete años, y 
removido por el Congreso de la República de acuerdo a la Constitución Política. 

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión:  
El artículo 28 de la citada Ley señala como requisitos para ser Contralor General 
los siguientes: a) Ser peruano de nacimiento; b) Gozar del pleno ejercicio de los 
derechos civiles; c) Tener al tiempo de la designación, no menos de 40 años de 
edad; d) Tener título profesional universitario y estar habilitado por el colegio 
profesional correspondiente; e) Tener un ejercicio profesional no menor a 10 años; 
y f) Tener conducta intachable y reconocida solvencia e idoneidad moral. 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones:  Los delitos de 
corrupción tipificados se tipifican en el Código penal y entre ellos podemos 
mencionar los siguientes: peculado, cohecho, aprovechamiento indebido al cargo, 
tráfico de influencias, enriquecimiento ilícito. Por su parte, en cumplimiento de su 
misión y atribuciones, la Contraloría General tiene la facultad de aplicar 
directamente sanciones por la comisión de las infracciones que hubieren cometido 
las entidades sujetas a control, sus funcionarios y servidores públicos, las 
sociedades de auditoría y las personas jurídicas y naturales que manejen recursos 
y bienes del Estado, o a quienes haya requerido información o su presencia con 
relación a su vinculación jurídica con las entidades.  
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Instancia que evalúa el desempeño y revisa las deci siones del órgano: El 
Tribunal Superior de Responsabilidades Administrativas constituye la última 
instancia administrativa en el procedimiento sancionador. 

Disposiciones constitucionales y legales relevantes : La Constitución Política 
del Perú, establece las siguientes disposiciones en torno al tema de la corrupción: 

CAPÍTULO IV DE LA FUNCIÓN PÚBLICA 

Artículo 39°.- Todos los funcionarios y trabajadores públicos están al servicio de 
la Nación. El Presidente de la República tiene la más alta jerarquía en el servicio a 
la Nación y, en ese orden, los representantes al Congreso, ministros de Estado, 
miembros del Tribunal Constitucional y del Consejo de la Magistratura, los 
magistrados supremos, el Fiscal de la Nación y el Defensor del Pueblo, en igual 
categoría; y los representantes de organismos descentralizados y alcaldes, de 
acuerdo a ley. 

Artículo 40° .- La ley regula el ingreso a la carrera administrativa, y los derechos, 
deberes y responsabilidades de los servidores públicos. No están comprendidos 
en dicha carrera los funcionarios que desempeñan cargos políticos o de confianza. 
Ningún funcionario o servidor público puede desempeñar más de un empleo o 
cargo público remunerado, con excepción de uno más por función docente. 

No están comprendidos en la función pública los trabajadores de las empresas del 
Estado o de sociedades de economía mixta. 

Es obligatoria la publicación periódica en el diario oficial de los ingresos que, por 
todo concepto, perciben los altos funcionarios, y otros servidores públicos que 
señala la ley, en razón de sus cargos. 

Artículo 41°.- Los funcionarios y servidores públicos que señala la ley o que 
administran o manejan fondos del Estado o de organismos sostenidos por éste 
deben hacer declaración jurada de bienes y rentas al tomar posesión de sus 
cargos, durante su ejercicio y al cesar en los mismos. La respectiva publicación se 
realiza en el diario oficial en la forma y condiciones que señala la ley. 

Cuando se presume enriquecimiento ilícito, el Fiscal de la Nación, por denuncia de 
terceros o de oficio, formula cargos ante el Poder Judicial. 

La ley establece la responsabilidad de los funcionarios y servidores públicos, así 
como el plazo de su inhabilitación para la función pública. 

El plazo de prescripción se duplica en caso de delitos cometidos contra el 
patrimonio del Estado. 
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Artículo 42° .- Se reconocen los derechos de sindicación y huelga de los 
servidores públicos. No están comprendidos los funcionarios del Estado con poder 
de decisión y los que desempeñan cargos de confianza o de dirección,  así como 
los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional. 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: Por su parte, en el 
Código Penal se establece lo siguiente: 

TITULO XVIII DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PUBLICA 

CAPITULO I DELITOS COMETIDOS POR PARTICULARES 

SECCION I USURPACION DE AUTORIDAD, TITULOS Y HONORES 

CONCORDANCIAS: Ley N° 27765, Art. 6  

Ley N° 27770  

Artículo 361.-  El que usurpa una función pública sin título o nombramiento o la 
facultad de dar órdenes militares o el que hallándose destituido o suspendido de 
su cargo continúa ejerciéndolo o el que ejerce funciones correspondientes a cargo 
diferente del que tiene, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 
uno ni mayor de tres años, e inhabilitación de uno a dos años conforme al artículo 
36, incisos 1 y 2. (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Ley Nº 25444, publicado el 23-04-92, cuyo texto 
es el siguiente:  

Usurpación de función pública  

"Artículo 361.- El que, sin título o nombramiento, usurpa una función pública, o la 
facultad de dar órdenes militares o policiales, o el que hallándose destituido, 
cesado, suspendido o subrogado de su cargo continúa ejerciéndolo, o el que 
ejerce funciones correspondientes a cargo diferente del que tiene, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de siete años, e 
inhabilitación de uno a dos años conforme al artículo 36, incisos 1 y 2.  

Si para perpetrar la comisión del delito, el agente presta resistencia o se enfrenta a 
las Fuerzas del Orden, la pena será privativa de libertad no menor de cinco ni 
mayor de ocho años."  

Artículo 362.-  Ostentación de distintivos de función o cargos que no ejerce  

El que, públicamente, ostenta insignias o distintivos de una función o cargo que no 
ejerce o se arroga grado académico, título profesional u honores que no le 
corresponden, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de un año o 
con prestación de servicio comunitario de diez a veinte jornadas.  
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Artículo 363.-  Ejercicio ilegal de profesión  

El que, con falso título o el titulado que sin reunir los requisitos legales, ejerce 
profesión que los requiera, será reprimido con pena privativa de libertad no menor 
de uno ni mayor de cuatro años. (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 27754, publicada el 14-06-2002, cuyo texto es 
el siguiente:  

Ejercicio ilegal de profesión  

"Artículo 363.- El que, con falso título o el que sin reunir los requisitos legales, 
ejerce profesión que los requiera, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de dos ni mayor de cuatro años.” (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo Único de la Ley Nº 28538, publicada el 07 Junio 2005, cuyo 
texto es el siguiente:  

"Artículo 363.- Ejercicio ilegal de profesión  

El que ejerce profesión sin reunir los requisitos legales requeridos, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cuatro años.  

El que ejerce profesión con falso título, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años. 

La pena será no menor de cuatro ni mayor de ocho años, si el ejercicio de la 
profesión se da en el ámbito de la función pública o prestando servicios al Estado 
bajo cualquier modalidad contractual.”  

Artículo 364.-  Participación en ejercicio ilegal de la profesión  

El profesional que ampara con su firma el trabajo de quien no tiene título para 
ejercerlo, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de cuatro años e 
inhabilitación de uno a tres años conforme al artículo 36º, incisos 1 y 2. 

CAPITULO II DELITOS COMETIDOS POR FUNCIONARIOS PUBLICOS 

CONCORDANCIAS: Ley N° 27378, Art. 1, num. 2)  

SECCION I ABUSO DE AUTORIDAD 

Artículo 376.-  Abuso de autoridad  

El funcionario público que, abusando de sus atribuciones, comete u ordena, en 
perjuicio de alguien, un acto arbitrario cualquiera, será reprimido con pena 
privativa de libertad no mayor de dos años. (*)  
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(*) Artículo modificado por la Sétima Disposición Final de la Ley N° 28165, publicada el 10-01-
2004, cuyo texto es el siguiente:  

“Artículo 376.- Abuso de autoridad  

El funcionario público que, abusando de sus atribuciones, comete u ordena, en 
perjuicio de alguien, un acto arbitrario cualquiera, será reprimido con pena 
privativa de libertad no mayor de dos años.  

Cuando los hechos deriven de un procedimiento de cobranza coactiva, la pena 
será no menor de dos ni mayor de cuatro años."  

“Artículo 376-A.- Abuso de autoridad condicionando ilegalmente la entrega de bienes y servicios  

El que, valiéndose de su condición de funcionario o servidor público, condiciona la 
distribución de bienes o la prestación de servicios correspondientes a programas 
públicos de apoyo o desarrollo social, con la finalidad de obtener ventaja política 
y/o electoral de cualquier tipo en favor propio o de terceros, será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años e inhabilitación 
conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal.” (*)  

(*) Artículo reubicado y reformado por el Artículo 2 de la Ley N° 28355, publicada el 06-10-2004.  

Artículo 377.-  Omisión, rehusamiento o demora de actos funcionales  

El funcionario público que, ilegalmente, omite, rehusa o retarda algún acto de su 
cargo, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de dos años y con 
treinta a sesenta días-multa.  

Artículo 378.-  Denegación o deficiente apoyo policial  

El policía que rehusa, omite o retarda, sin causa justificada, la prestación de un 
auxilio legalmente requerido por la autoridad civil competente, será reprimido con 
pena privativa de libertad no mayor de dos años.  

Si la prestación de auxilio es requerida por un particular en situación de peligro, la 
pena será no menor de dos ni mayor de cuatro años.  

Artículo 379.-  Requerimiento indebido de la fuerza pública 

El funcionario público que requiere la asistencia de la fuerza pública para 
oponerse a la ejecución de disposiciones u órdenes legales de la autoridad o 
contra la ejecución de sentencia o mandato judicial, será reprimido con pena 
privativa de libertad no mayor de tres años.  

Artículo 380.-  Abandono de cargo  
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El funcionario o servidor público que, con daño del servicio, abandona su cargo sin 
haber cesado legalmente en el desempeño del mismo, será reprimido con pena 
privativa de libertad no mayor de dos años.  

Si el agente incita al abandono colectivo del trabajo a los funcionarios o servidores 
públicos la pena será privativa de libertad no mayor de tres años.  

Artículo 381.-  Nombramiento o aceptación ilegal  

El funcionario público que hace un nombramiento para cargo público a persona en 
quien no concurren los requisitos legales, será reprimido con sesenta a ciento 
veinte días-multa.  

El que acepta el cargo sin contar con los requisitos legales será reprimido con la 
misma pena.  

SECCION II CONCUSION 

CONCORDANCIAS: Ley N° 27770 (Sobre Beneficios Penal es y Penitenciarios) aplicable a todas 
las modalidades de este delito  

D.S. Nº 017-2008-JUS, Arts. 46 y 49 (Decreto Supremo que aprueba el Reglamento del Decreto 
Legislativo Nº 1068 del Sistema de Defensa Jurídica del Estado)  

D.S Nº 009-2010-JUS (Aprueban Procedimiento para el pago de la reparación civil a favor del 
Estado en casos de procesos seguidos sobre delitos de corrupción y otros delitos conexos)  

Artículo 382.-  Concusión  

El funcionario o servidor público que, abusando de su cargo, obliga o induce a una 
persona a dar o prometer indebidamente, para sí o para otro, un bien o un 
beneficio patrimonial, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 
dos ni mayor de ocho años.  

Artículo 383.- Cobro indebido  

El funcionario o servidor público que, abusando de su cargo, exige o hace pagar o 
entregar contribuciones o emolumentos no debidos o en cantidad que excede a la 
tarifa legal, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de uno ni 
mayor de cuatro años.  

Artículo 384.-  El funcionario o servidor público que, en los contratos, suministros, 
licitaciones, concurso de precios, subastas o en cualquier otra operación 
semejante en la que intervenga por razón de su cargo o comisión especial 
defrauda al Estado o empresa del Estado o sociedades de economía mixta u 
órganos sostenidos por el Estado, concentrándose con los interesados en los 
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convenios, ajustes, liquidaciones o suministros, será reprimido con pena privativa 
de libertad no menor de tres ni mayor de quince años.(*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo 2 de la Ley Nº 26713, publicada el 27-12-96, cuyo texto es el 
siguiente: 

Colusión  

"Artículo 384.- El funcionario o servidor público que, en los contratos, suministros, 
licitaciones, concurso de precios, subastas o cualquier otra operación semejante 
en la que intervenga por razón de su cargo o comisión especial defrauda al Estado 
o entidad u organismo del Estado, según ley, concertándose con los interesados 
en los convenios, ajustes, liquidaciones o suministros será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de tres ni mayor de quince años."  

Artículo 385.-  Patrocinio ilegal  

El que, valiéndose de su calidad de funcionario o servidor público, patrocina 
intereses de particulares ante la administración pública, será reprimido con pena 
privativa de libertad no mayor de dos años o con prestación de servicio 
comunitario de veinte a cuarenta jornadas.  

Artículo 386.-  Las disposiciones de los artículos 384 y 385 son aplicables a los 
peritos, árbitros y contadores particulares, respecto de los bienes en cuya 
tasación, adjudicación o partición intervienen, respecto de los pertenecientes a sus 
pupilos o testamentarias. (*)  

(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Modificatoria de la Ley Nº 26572, publicada el 05-
01-96, cuyo texto es el siguiente:  

"Artículo 386.- Las disposiciones de los artículos 384 y 385 son aplicables a los 
peritos y contadores particulares, respecto de los bienes en cuya tasación, 
adquisición o partición intervienen, respecto de los pertenecientes a sus pupilos o 
testamentarías. (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley Nº 26643, publicada el 26-06-96, cuyo texto es el 
siguiente:  

Artículo 386.- Responsabilidad de peritos, árbitros y contadores particulares  

Las disposiciones de los Artículos 384 y 385 son aplicables a los Peritos, Arbitros 
y Contadores Particulares, respecto de los bienes en cuya tasación, adjudicación o 
partición intervienen; y, a los tutores, curadores y albaceas, respecto de los 
pertenecientes a incapaces o testamentarías.  

SECCION III PECULADO 
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CONCORDANCIAS: Ley N° 27770 (Sobre Beneficios Penal es y Penitenciarios) aplicable en todas 
las modalidades de este delito, excepto en la forma culposa  

D.S. Nº 017-2008-JUS, Arts. 46 y 49 (Decreto Supremo que aprueba el Reglamento del Decreto 
Legislativo Nº 1068 del Sistema de Defensa Jurídica del Estado)  

D.S Nº 009-2010-JUS (Aprueban Procedimiento para el pago de la reparación civil a favor del 
Estado en casos de procesos seguidos sobre delitos de corrupción y otros delitos conexos)  

Artículo 387.-  El funcionario o servidor público que se apropia o utiliza, en 
cualquier forma, para sí o para otro, caudales o efectos cuya percepción, 
administración o custodia le estén confiados por razón de su cargo, será reprimido 
con pena privativa de la libertad no menor de dos ni mayor de ocho años. 

Si el agente, por culpa, da ocasión a que se efectúe por otra persona la 
sustracción de caudales o efectos será reprimido con pena privativa de libertad no 
mayor de dos años o con prestación de servicio comunitario de veinte a cuarenta 
jornadas. (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo Único de la Ley Nº 26198, publicada el 13-06-93, cuyo texto 
es el siguiente:  

Peculado  

"Artículo 387.- El funcionario o servidor público que se apropia o utiliza, en 
cualquier forma, para sí o para otro, caudales o efectos cuya percepción, 
administración o custodia le estén confiados por razón de su cargo, será reprimido 
con pena privativa de la libertad no menor de dos ni mayor de ocho años.  

Constituye circunstancia agravante si los caudales o efectos estuvieran destinados 
a fines asistenciales o a programas de apoyo social. En estos casos, la pena 
privativa de la libertad será no menor de cuatro ni mayor de diez años.  

Si el agente, por culpa, da ocasión a que se efectúe por otra persona la 
sustracción de caudales o efectos será reprimido con pena privativa de libertad no 
mayor de dos años o con prestación de servicios comunitarios de veinte a 
cuarenta jornadas. Constituye circunstancia agravante si los caudales o efectos 
estuvieran destinados a fines asistenciales o a programas de apoyo social. En 
estos casos, la pena privativa de libertad será no menor de tres ni mayor de cinco 
años.  

Artículo 388.- Peculado por uso  

El funcionario o servidor público que, para fines ajenos al servicio usa o permite 
que otro use vehículos, máquinas o cualquier otro instrumento de trabajo 
pertenecientes a la administración pública o que se hallan bajo su guarda, será 
reprimido con pena privativa de libertad no mayor de cuatro años.  
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Esta disposición es aplicable al contratista de una obra pública o a sus empleados 
cuando los efectos indicados pertenecen al Estado o a cualquier dependencia 
pública.  

No están comprendidos en este artículo los vehículos motorizados destinados al 
servicio personal por razón del cargo.  

Artículo 389.-  El funcionario o servidor público que da al dinero o bienes que 
administra, una aplicación diferente de aquella a la que están destinados, será 
reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres años.  

Si resulta dañado o entorpecido el servicio respectivo, la pena será no menor de 
dos ni mayor de cinco años. (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo Único de la Ley Nº 26198, publicada el 13-06-93, cuyo texto 
es el siguiente:  

"Artículo 389.- El funcionario o servidor público que da al dinero o bienes que 
administra, una aplicación diferente de aquella a la que están destinados, será 
reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres años.  

Si resulta dañado o entorpecido el servicio respectivo, la pena será no menor de 
dos ni mayor de cinco años. 

Constituye circunstancia agravante, si el dinero o bienes que administra estuvieran 
destinados a fines asistenciales o a programas de apoyo social. En estos casos, la 
pena privativa de la libertad será no menor de tres ni mayor de ocho años." (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo Único de la Ley Nº 27151, publicada el 07-07-99, cuyo texto 
es el siguiente:  

Malversación  

"Artículo 389.- El funcionario o servidor público que da al dinero o bienes que 
administra una aplicación definitiva diferente de aquella a los que están 
destinados, afectando el servicio o la función encomendada, será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de uno ni mayor de cuatro años.  

Si el dinero o bienes que administra corresponden a programas de apoyo social, 
de desarrollo o asistenciales y son destinados a una aplicación definitiva diferente, 
afectando el servicio o la función encomendada, la pena privativa de libertad será 
no menor de tres años ni mayor de ocho años."  

Artículo 390.-  Retardo injustificado de pago  
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El funcionario o servidor público que, teniendo fondos expeditos, demora 
injustificadamente un pago ordinario o decretado por la autoridad competente, 
será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de dos años.  

Artículo 391.- Rehusamiento a entrega de bienes depositados o puestos en 
custodia  

El funcionario o servidor público que, requerido con las formalidades de ley por la 
autoridad competente, rehúsa entregar dinero, cosas o efectos depositados o 
puestos bajo su custodia o administración, será reprimido con pena privativa de 
libertad no mayor de dos años.  

Artículo 392.-  Están sujetos a lo prescrito en los artículos 387 a 389, los que 
administran o custodian dinero perteneciente a las entidades de beneficencia o 
similares, así como los administradores o depositarios de dinero o bienes 
embargados o depositados por orden de autoridad competente, aunque 
pertenezcan a particulares. (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo Único de la Ley Nº 26198, publicada el 13-06-93, cuyo texto 
es el siguiente:  

Extensión de punibilidad  

"Artículo 392.- Están sujetos a lo prescrito en los artículos 387 a 389, los que 
administran o custodian dineros pertenecientes a las entidades de beneficencia o 
similares, los administradores o depositarios de dinero o bienes embargados o 
depositados por orden de autoridad competente, aunque pertenezcan a 
particulares, así como todas las personas o representantes legales de personas 
jurídicas que administren o custodien dineros o bienes destinados a fines 
asistenciales o a programas de apoyo social." (*)  

(*) Artículo modificado por la Sétima Disposición Final de la Ley N° 28165, publicada el 10-01-
2004, cuyo texto es el siguiente:  

"Artículo 392.- Extensión del tipo  

Están sujetos a lo prescrito en los artículos 387 a 389, los que administran o 
custodian dinero perteneciente a las entidades de beneficencia o similares, los 
ejecutores coactivos, administradores o 

depositarios de dinero o bienes embargados o depositados por orden de autoridad 
competente, aunque pertenezcan a particulares, así como todas las personas o 
representantes legales de personas jurídicas que administren o custodien dinero o 
bienes destinados a fines asistenciales o a programas de apoyo social.”  
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SECCION IV CORRUPCION DE FUNCIONARIOS 

CONCORDANCIAS: Ley N° 27770 (Ley Sobre Beneficios P enales y Penitenciarios) aplicable a 
todas las modalidades de este delito, incluidas las cometidas por particulares  

D.S. Nº 017-2008-JUS, Arts. 46 y 49 (Decreto Supremo que aprueba el Reglamento del Decreto 
Legislativo Nº 1068 del Sistema de Defensa Jurídica del Estado)  

D.S Nº 009-2010-JUS (Aprueban Procedimiento para el pago de la reparación civil a favor del 
Estado en casos de procesos seguidos sobre delitos de corrupción y otros delitos conexos)  

Artículo 393.-  Cohecho propio  

El funcionario o servidor público que solicita o acepta donativo, promesa o 
cualquier otra ventaja, para realizar u omitir un acto en violación de sus 
obligaciones o el que las acepta a consecuencia de haber faltado a sus deberes, 
será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis 
años. (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28355, publicada el 06-10-2004, cuyo texto es 
el siguiente:  

"Artículo 393.- Cohecho pasivo propio  

El funcionario o servidor público que acepte o reciba donativo, promesa o 
cualquier otra ventaja o beneficio, para realizar u omitir un acto en violación de sus 
obligaciones o el que las acepta a consecuencia de haber faltado a ellas, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de ocho años 
e inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal.  

El funcionario o servidor público que solicita, directa o indirectamente, donativo, 
promesa o cualquier otra ventaja o beneficio, para realizar u omitir un acto en 
violación de sus obligaciones o a consecuencia de haber faltado a ellas, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de ocho años e 
inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal.  

El funcionario o servidor público que condiciona su conducta funcional derivada 
del cargo o empleo a la entrega o promesa de donativo o ventaja, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de ocho ni mayor de diez años e 
inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal."  

Artículo 394.-  Cohecho impropio  

El funcionario o servidor público que solicita o acepta donativo, promesa o 
cualquier otra ventaja indebida para practicar un acto propio de su cargo, sin faltar 
a su obligación, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos ni 
mayor de cuatro años. (*) 
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(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28355, publicada el 06-10-2004, cuyo texto es 
el siguiente:  

"Artículo 394.- Cohecho pasivo impropio  

El funcionario o servidor público que acepte o reciba donativo, promesa o 
cualquier otra ventaja o beneficio indebido para realizar un acto propio de su cargo 
o empleo, sin faltar a su obligación, o como consecuencia del ya realizado, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años 
e inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal.  

El funcionario o servidor público que solicita, directa o indirectamente, donativo, 
promesa o cualquier otra ventaja indebida para realizar un acto propio de su cargo 
o empleo, sin faltar a su obligación, o como consecuencia del ya realizado, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de ocho años 
e inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal."  

“Artículo 394-A.- El que, valiéndose de su condición de funcionario o servidor 
público, condiciona la distribución de bienes o la prestación de servicios 
correspondientes a programas públicos de apoyo o desarrollo social, con la 
finalidad de obtener ventaja política y/o electoral de cualquier tipo en favor propio o 
de terceros, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres (3) ni 
mayor de seis (6) años, e inhabilitación por igual tiempo a la condena conforme a 
los incisos 1), 2) y 4) del Artículo 36 del Código Penal.” (1)(2)  

(1) Artículo incorporado por el Artículo 1 de la Ley N° 27722, publicada el 14-05-2002.  

(2) Artículo reubicado y reformado como Artículo 376-A en la Sección de los Delitos de Abuso de 
Autoridad del presente Código, por disposición del Artículo 2 de la Ley N° 28355, publicada el 06-
10-2004.  

Artículo 395.-  El Juez, Arbitro, Fiscal o miembro del tribunal administrativo o de 
cualquier otro análogo que solicita o acepta donativo, promesa o cualquier otra 
ventaja, a sabiendas que se lo hacen con el fin de influir en la decisión de un 
asunto que esté sometido a su conocimiento, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de cuatro ni mayor de diez años. (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Ley Nº 25489, publicado el 10-05-92, cuyo texto 
es el siguiente:  

"Artículo 395.- El Juez, Arbitro, Fiscal, miembro del Tribunal Administrativo, Perito 
o cualquier otro análogo (*) RECTIFICADO POR FE DE ERRATAS que solicite y/o 
acepte donativo, promesa u otra ventaja, a sabiendas que se lo hacen con el fin de 
influir en la decisión de un asunto que esté sometido a su conocimiento, será 
reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de quince años 
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e inhabilitación conforme a los incisos 1), 2) y 4) del Artículo 36 del Código Penal y 
con ciento ochenta a trescientos sesenticinco días de multa.  

La inhabilitación que como accesoria de la pena privativa de libertad se imponga al 
agente del delito será puesta en conocimiento del Colegio de Abogados del lugar 
en donde se encuentre inscrito para que la Junta Directiva, bajo responsabilidad, 
proceda en el plazo de cinco (05) días a suspender la colegiación respectiva". (*)  

(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Modificatoria de la Ley Nº 26572, publicada el 05-
01-96, cuyo texto es el siguiente: 

Artículo 396.-  Corrupción de auxiliares jurisdiccionales-Corrupción pasiva 
atenuada  

Si en el caso del artículo 395, el agente es secretario judicial o auxiliar de justicia o 
desempeña algún cargo similar, la pena será privativa de libertad no mayor de 
cuatro años. (*) 

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28355, publicada el 06-10-2004, cuyo texto es 
el siguiente:  

"Artículo 396.- Corrupción pasiva de auxiliares jurisdiccionales  

Si en el caso del artículo 395, el agente es secretario judicial, relator, especialista, 
auxiliar jurisdiccional o cualquier otro análogo a los anteriores, será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de ocho años e 
inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal."  

Artículo 397.-  El funcionario o servidor público que, directa o indirectamente o por 
acto simulado, se interesa en cualquier contrato u operación en que interviene por 
razón de su cargo, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos 
ni mayor de cinco años. (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo Único de la Ley Nº 27074, publicada el 26-03-99, cuyo texto 
es el siguiente:  

Aprovechamiento indebido de cargo  

"Artículo 397.- El funcionario o servidor público que indebidamente en forma 
directa o indirecta o por acto simulado se interesa por cualquier contrato u 
operación en que interviene por razón de su cargo, será reprimido con pena 
privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cinco años." (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28355, publicada el 06-10-2004, cuyo texto es 
el siguiente:  

"Artículo 397.- Cohecho activo genérico  
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El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete a un funcionario o servidor 
público donativo, promesa, ventaja o beneficio para que realice u omita actos en 
violación de sus obligaciones, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de cuatro ni mayor de seis años.  

El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete donativo, ventaja o 
beneficio para que el funcionario o servidor público realice u omita actos propios 
del cargo o empleo, sin faltar a su obligación, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de tres ni mayor de cinco años."  

"Artículo 397- A.- Cohecho activo transnacional  

El que, bajo cualquier modalidad, ofrezca, otorgue o prometa directa o 
indirectamente a un funcionario o servidor público de otro Estado o funcionario de 
organismo internacional público donativo, promesa, ventaja o beneficio indebido 
que redunde en su propio provecho o en el de otra persona, para que dicho 
servidor o funcionario público realice u omita actos propios de su cargo o empleo, 
en violación de sus obligaciones o sin faltar a su obligación para obtener o retener 
un negocio u otra ventaja indebida en la realización de actividades económicas o 
comerciales internacionales, será reprimido con pena privativa de la libertad no 
menor de cinco años ni mayor de ocho años.” (*)  

(*) Artículo incorporado por el Artículo 1 de la Ley N° 29316, publicada el 14 enero 2009.  

Artículo 398.-  El que hace donativos, promesas o cualquier otra ventaja a un 
Juez, Arbitro, Fiscal o miembro de tribunal administrativo o de cualquier otro 
análogo, con el objeto de influir en la decisión de un proceso pendiente de fallo, 
será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de ocho 
años. 

Cuando el donativo, la promesa o cualquier otra ventaja se hace a un testigo, 
perito, traductor o intérprete, la pena será no menor de dos ni mayor de cuatro 
años. (*)  

(*) Artículo modificado por la Tercera Disposición Modificatoria de la Ley Nº 26572, publicada el 05-
01-96, cuyo texto es el siguiente:  

"Artículo 398.- El que hace donativos, promesas o cualquier otra ventaja a un 
Juez, Fiscal o miembro de tribunal administrativo o de cualquier otro análogo, con 
el objeto de influir en la decisión de un proceso pendiente de fallo, será reprimido 
con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de ocho años. Cuando el 
donativo, la promesa o cualquier otra ventaja se hace a un testigo, perito, traductor 
o intérprete, la pena será no menor de dos ni mayor de cuatro años." (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley Nº 26643, publicada el 26-06-96, cuyo texto es el 
siguiente:  
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Corrupción activa  

"Artículo 398.- El que hace donativo, promesa o cualquier otra ventaja a un 
Magistrado, Arbitro, Fiscal, Miembro de Tribunal Administrativo o de cualquier otro 
análogo, con el objeto de influir en la decisión de un proceso pendiente de fallo, 
será reprimido con pena privativa de libertad, no menor de tres ni mayor de ocho 
años. Cuando el donativo, la promesa o cualquier otra ventaja se hace a un 
testigo, perito, traductor o intérprete, la pena será no menor de dos ni mayor de 
cuatro años." (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28355, publicada el 06-10-2004, cuyo texto es 
el siguiente:  

"Artículo 398.- Cohecho activo específico  

El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete donativo, ventaja o 
beneficio a un Magistrado, Fiscal, Perito, Árbitro, Miembro de Tribunal 
Administrativo o análogo con el objeto de influir en la decisión de un asunto 
sometido a su conocimiento o competencia, será reprimido con pena privativa de 
libertad no menor de cinco ni mayor de ocho años e inhabilitación accesoria 
conforme a los incisos 2, 3, y 4 del artículo 36 del Código Penal.  

Cuando el donativo, promesa, ventaja o beneficio se ofrece o entrega a un 
secretario, relator, especialista, auxiliar jurisdiccional, testigo, traductor o intérprete 
o análogo, la pena privativa de libertad será no menor de cuatro ni mayor de ocho 
años e inhabilitación accesoria conforme a los incisos 2, 3 y 4 del artículo 36 del 
Código Penal.  

Si el que ofrece, da o corrompe es abogado o forma parte de un estudio de 
abogados, la pena privativa de libertad será no menor de cinco ni mayor de ocho 
años e inhabilitación accesoria conforme a los incisos 1, 2, 3 y 8 del Código Penal 
y con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa."  

"Artículo 398-A.- Si en el caso del Artículo 398, el agente del delito de corrupción 
de un Juez, Arbitro, Fiscal, Miembro de Tribunal Administrativo, Auxiliar de Justicia 
(*) RECTIFICADO POR FE DE ERRATAS o cualquier otro análogo, es abogado, 
la pena será privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de diez años e 
inhabilitación conforme a los incisos 4) u 8) del Artículo 36 del Código Penal y con 
ciento ochenta a trescientos sesenticinco días multa.  

Cuando el donativo, la promesa o cualquier otra ventaja la hace el abogado a un 
testigo, perito, traductor o intérprete, la pena será no menor de cuatro ni mayor de 
ocho años e inhabilitación conforme al inciso 4) del Artículo 36 y con noventa a 
ciento veinte días multa". (1)(2) 
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(1) Artículo incorporado por el Artículo 2 del Decreto Ley Nº 25489, publicado el 10-05-92.  

(2) Artículo modificado por la Tercera Disposición Modificatoria de la Ley Nº 26572, publicada el 
05-01-96, cuyo texto es el siguiente:  

"Artículo 398-A (art. 2 D.L. 25489).- Si en el caso del Artículo 398, el agente del 
delito de corrupción es un Juez, Fiscal, Miembro de Tribunal Administrativo, 
Auxiliar de Justicia o de cualquier otro análogo, es abogado, la pena será privativa 
de libertad no menor de cinco ni mayor de diez años e inhabilitación conforme a 
los incisos 4) a 8) del Artículo 36 del Código Penal y con ciento ochenta a 
trescientos sesenta y cinco días multa.  

Cuando el donativo, la promesa o cualquier otra ventaja la hace el abogado a un 
testigo, perito, traductor o intérprete, la pena será no menor de cuatro ni mayor de 
ocho años e inhabilitación conforme al inciso 4) del Artículo 36 y con noventa a 
ciento veinte días multa”. (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley Nº 26643 , publicada el 26-06-96.  

Corrupción activa de abogado  

"Artículo 398-A.- Si en el caso del Artículo 398, es Abogado el Agente del delito de 
corrupción de un Magistrado, Arbitro, Fiscal, Miembro de Tribunal Administrativo o 
de cualquier otro análogo, la pena será privativa de libertad no menor de cinco ni 
mayor de diez años e inhabilitación conforme a los incisos 1) a 8) del Artículo 36º 
del Código Penal, y con ciento ochenta a trescientos sesenta y cinco días-multa.  

Cuando el donativo, la promesa o cualquier otra ventaja la hace el abogado a un 
Testigo, Perito, Traductor, Intérprete o cualquier otro auxiliar jurisdiccional, la pena 
privativa de libertad será no menor de cuatro ni mayor de ocho años e 
inhabilitación conforme al inciso 4) del artículo 36º del Código Penal, y con 
noventa a ciento veinte días-multa." (*)  

(*) Artículo derogado por el Artículo 4 de la Ley N° 28355, publicada el 06-10-2004.  

Inhabilitación del ejercicio de la abogacía  

"Artículo 398 B.- La inhabilitación que como accesoria de la pena privativa de 
libertad prevista en el artículo anterior se imponga a los autores del delito de 
corrupción de magistrados será puesta en conocimiento de la Corte Superior de 
Justicia respectiva y del Fiscal Superior Decano para que en el caso del inciso 8 
del artículo 36 se proceda a anular el asiento de inscripción en el Libro de Registro 
de Títulos; así como del Colegio de Abogados del Distrito Judicial correspondiente 
y de la Federación Nacional de Colegios de Abogados del Perú, en el plazo de 
cinco (05) días para la suspensión o anulación de la colegiación." (*) 
RECTIFICADO POR FE DE ERRATAS  
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Igualmente, la inhabilitación impuesta de acuerdo al inciso 8 del Artículo 36 será 
puesta en conocimiento de la Universidad que otorgó el Título Profesional de 
Abogado al sentenciado, para que el Rectorado respectivo, en el plazo de ocho 
(08) días, proceda a su cancelación. (1)(2)(3)  

(1) Artículo incorporado por el Artículo 2 del Decreto Ley Nº 25489, publicado el 10-05-92.  

(2) Actualmente Junta de Decanos de los Colegios de Abogados del Perú según Decreto Ley Nº 
25892, publicado el 27-11-92. 

(3) Artículo derogado por el Artículo 4 de la Ley N° 28355, publicada el 06-10-2004.  

Artículo 399.-  Corrupción activa de funcionario  

El que trata de corromper a un funcionario o servidor público con dádivas, 
promesas o ventajas de cualquier clase para que haga u omita algo en violación 
de sus obligaciones, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 
tres ni mayor de cinco años.  

Si el agente trata de corromper para que el funcionario o servidor público haga u 
omita un acto propio de sus funciones, sin faltar a sus obligaciones, la pena será 
no menor de dos ni mayor de cuatro años. (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28355, publicada el 06-10-2004, cuyo texto es 
el siguiente:  

"Artículo 399.- Negociación incompatible o aprovechamiento indebido de cargo  

El funcionario o servidor público que indebidamente en forma directa o indirecta o 
por acto simulado se interesa, en provecho propio o de tercero, por cualquier 
contrato u operación en que interviene por razón de su cargo, será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años e 
inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal."  

Artículo 400.-  Tráfico de influencias  

El que, invocando influencias, reales o simuladas, recibe, hace dar o prometer 
para sí o para un tercero, donativo o promesa o cualquier otra ventaja con el 
ofrecimiento de interceder ante un funcionario o servidor público que esté 
conociendo o haya conocido, un caso judicial o administrativo, será reprimido con 
pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de cuatro años. (*)  

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28355, publicada el 06-10-2004, cuyo texto es 
el siguiente:  

"Artículo 400.- Tráfico de influencias  
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El que, invocando o teniendo influencias reales o simuladas recibe, hace dar o 
prometer para sí o para un tercero, donativo o promesa o cualquier otra ventaja o 
beneficio con el ofrecimiento de interceder ante un funcionario o servidor público 
que ha de conocer, esté conociendo o haya conocido un caso judicial o 
administrativo, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni 
mayor de seis años.  

Si el agente es un funcionario o servidor público, será reprimido con pena privativa 
de libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho años e inhabilitación conforme a 
los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal."  

Artículo 401.-  Enriquecimiento ilícito  

El funcionario o servidor público que, por razón de su cargo, se enriquece 
ilícitamente, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cinco ni 
mayor de diez años.  

“Se considera que existe indicio de enriquecimiento ilícito, cuando el aumento del 
patrimonio y/o del gasto económico personal del funcionario o servidor público, en 
consideración a su declaración jurada de bienes y rentas, es notoriamente 
superior al que normalmente haya podido tener en virtud de sus sueldos o 
emolumentos percibidos, o de los incrementos de su capital, o de sus ingresos por 
cualquier otra causa lícita.” (1)(2) 

(1) Párrafo incorporado por el Artículo 7 de la Ley Nº 27482, publicada el 15-06-2001.  

(2) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley N° 28355, publicada el 06-10-2004, cuyo texto es 
el siguiente:  

"Artículo 401.- Enriquecimiento ilícito  

El funcionario o servidor público que ilícitamente incrementa su patrimonio, 
respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones y que no 
pueda justificar razonablemente, será reprimido con pena privativa de libertad no 
menor de cinco ni mayor de diez años e inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 
del artículo 36 del Código Penal.  

Si el agente es un funcionario público que haya ocupado cargos de alta dirección 
en las entidades u organismos de la administración pública o empresas estatales, 
o esté sometido a la prerrogativa del antejuicio y la acusación constitucional, la 
pena será no menor de ocho ni mayor de dieciocho años e inhabilitación conforme 
a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código Penal.  

Se considera que existe indicio de enriquecimiento ilícito cuando el aumento del 
patrimonio y/o del gasto económico personal del funcionario o servidor público, en 
consideración a su declaración jurada de bienes y rentas, es notoriamente 
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superior al que normalmente haya podido tener en virtud de sus sueldos o 
emolumentos percibidos, o de los incrementos de su capital, o de sus ingresos por 
cualquier otra causa lícita.”  

Decomiso  

"Artículo 401 A.- En todo caso, los donativos, dádivas o presentes serán 
decomisados." (*)  

(*) Artículo incorporado por el Artículo 2 del Decreto Ley Nº 25489, publicado el 10-05-92.  

Adjudicación al Estado de bienes decomisados  

"Artículo 401-B.- Los bienes decomisados e incautados durante la investigación 
policial y proceso judicial, serán puestos a disposición del Ministerio de Justicia; el 
que los asignará para su uso en servicio oficial o (*) RECTIFICADO POR FE DE 
ERRATAS del Poder Judicial y el Ministerio Público, en su caso, bajo 
responsabilidad."  

De dictarse sentencia judicial absolutoria se dispondrá la devolución del bien a su 
propietario.  

Los bienes decomisados o incautados definitivamente serán adjudicados al Estado 
y afectados en uso a los mencionados organismos públicos. Aquellos bienes que 
no sirvan para este fin serán vendidos en pública subasta y su producto constituirá 
ingresos del Tesoro Público. (*)  

(*) Artículo incorporado por el Artículo 2 del Decreto Ley Nº 25489, publicado el 10-05-92  

CONCORDANCIA: D.S. Nº 029-2001-JUS (Comisión de Administración de Bienes 
Incautados y Decomisados - COMABID) 

Fuentes informativas: 

• Decreto Supremo No. 085-2007 PCM, crean la Oficina Nacional Anticorrupción. 
http://www.notarioslalibertad.org/Jurisprudencia/Normas_Actualizadas/Laboral/OFICINA_N
ACIONAL_ANTICORRUPCION_DS_085-2007-PCM.pdf 

• Ley No. 27785, Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General 
de la República, 22 de Julio de 2002, 
https://apps.contraloria.gob.pe/wcm/publicaciones/sinad/Ley_27785.pdf 

• Sitio web de la Contraloría General de la República 
http://www.contraloria.gob.pe/wps/portal/portalcgr/!ut/p/b1/pZHLDoIwEEW_xS_otIwVl0ia8h
JqgordmC6MwQi4MH6_hbiCWBbMbpJzMo9LNKmIbs2nvpt33bXm2feaX6UoUgyBgY8SIFa
FUkm6ZzLzLHCxAPypAEZ-Hgjr-_xURpRCyX--A3DNP0x9BArxWu6SVHiUbz33_jj1xwOW-
bjMDzfL_Azn8jsTPUYmHxwAV8TukHAG6I90ApSRPOqaG3k1x6EqqOMHBqsvQ5KmrQ!!/
dl4/d5/L2dBISEvZ0FBIS9nQSEh/ 
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• Constitución Política del Perú, 
http://www.congreso.gob.pe/ntley/Imagenes/Constitu/Cons1993.pdf 

• Código Penal, Decreto Legislativo No. 635, 
https://apps.contraloria.gob.pe/unetealcontrol/pdf/07_635.pdf 
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II. LAS  AGENCIAS  ASIÁTICAS  

 

En el caso de la región asiática se han analizado los casos de Corea del Sur, 
Hong Kong, Singapur, Malasia e Indonesia. Del estudio de los mismos se percibe 
que las agencias asiáticas se caracterizan por ser órganos autónomos e 
independientes.  

En general, las agencias asiáticas descritas en este documento, cuentan con 
facultades de investigación, procesales, de sanción, pero estas son compartidas y 
en colaboración con cada uno de los sistemas de procuración e impartición de 
justicia. Asimismo, su ámbito de aplicación no solamente es para el sector público, 
sino también para el privado. 

Entre las sanciones y penas, y que en varios casos son contemplados en los 
Códigos Penales, se incluye la separación del cargo, las multas o sanciones 
económicas, las sanciones penales, las corporales, y las administrativas. 

Finalmente, las agencias asiáticas anticorrupción someten sus actividades a 
órganos de revisión y evaluación. 
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COREA DEL SUR 

Comisión Independiente de Corea contra la Corrupció n (KICAC), Comisión 
Anti-Corrupción y de Derechos Civiles (ACRC)  

Naturaleza Jurídica:  Creada en 2002 como órgano autónomo e independiente 
pero integrado, desde 2008, a un órgano de agencias independientes en materia 
de combate a la corrupción y protección de los derechos humanos de Corea del 
Sur denominado “Anti-Corruption and Civil Rights Commission” (ACRC).  

Facultades de investigación y de sanción:  Comparte facultades limitadas de 
investigación y procesales con las instancias de procuración e impartición de 
justicia.   

Universo de actuación del órgano:  A partir del 2011 se amplió para incluir no 
sólo al sector público, en todos los órdenes de gobierno, sino también al sector 
privado en áreas de interés público como la salud, la educación y el medio 
ambiente.  

Máxima instancia de decisión:  Es colegiada. Se compone de 15 miembros entre 
los cuales hay un Presidente –con nivel de Secretario de Estado- y tres 
vicepresidentes –con nivel de Subsecretarios de Estado-.  

Mecanismo de nombramiento:  Son 15 Comisionados. El Presidente y los 
Vicepresidentes son designados por el Presidente de la República bajo la 
recomendación del Primer Ministro. Lo mismo ocurre con los Comisionados 
permanentes (3). Los Comisionados no-permanentes son designados 
directamente por el Presidente de la República (8), pero cuatro de ellos son 
designados, respectivamente, luego de la recomendación de la Asamblea 
Nacional y del Presidente de la Suprema Corte de Justicia.  

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión:  
De acuerdo con los artículos 13 y de la Ley de creación de la Comisión (Act on 
Anti-Corruption and the Foundation of the Anti-Corruption & Civil Rights 
Commission) debe tratarse de personas: 1) que cuenten con experiencia como 
profesores universitarios de materias legales por más de ocho años, con una 
carrera judicial de más de diez años, o con una experiencia profesional importante 
en materia jurídica y administrativa; 2) no afiliados a ningún partido político; 3) que 
no tenga otro empleo que suponga conflicto de intereses de ningún tipo y 4) que 
no sea candidato a ningún cargo de elección popular.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones:  De acuerdo con el 
artículo 2 del mismo precepto legal “acto de corrupción” es definido como a) el 
acto por parte de cualquier empleado de una organización pública que persigue 
ganancias ilegítimas para el o ella o para un tercero abusando de su posición de 
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autoridad o violando la ley; b) el acto de causar un daño financiero a cualquier 
organización pública en violación a la ley o estatutos, mediante la ejecución de 
contratos o la utilización del presupuesto público en beneficio propio o de terceros 
y c) el acto de forzar, recomendar, sugerir o incitar a alguien a cometer cualquiera 
de los actos escritos en los incisos a) o b).  

En la mayoría de los casos, los funcionarios a quienes se les comprueban actos 
de corrupción, con independencia de la gravedad de la falta, son separados de 
sus cargos y requeridos por la Comisión a pagar, en casos de cohecho y 
malversación de fondos, una multa de aproximadamente cinco veces el dinero 
malversado. En la gran mayoría de casos, se fijan sanciones penales 
determinadas por el juez a partir de lo establecido en el Código Penal Federal y 
con el capítulo 8 de la Ley que establece penas corporales específicas para 
distintos actos de corrupción. Existen también sanciones administrativas y 
económicas de carácter disciplinario que fija la Comisión como máximo órgano 
para establecerlas en cada caso.   

Instancia de evaluación de las decisiones del órgan o:  No hay suficiente 
información disponible para determinarlo. 

Instancia de revisión de las decisiones del órgano:  Sus decisiones son 
obligatorias y el ejercicio de un recurso de revisión de las mismas parece recaer 
exclusivamente en la Suprema Corte.  

Disposiciones constitucionales y legales relevantes : La Constitución de la 
República de Corea (1948) en su parte dogmática establece en su artículo 7 que 
1) Todos los funcionarios públicos están subordinados a la voluntad popular y son 
responsables frente al pueblo y 2) La imparcialidad política de los funcionarios 
públicos está garantizada por la Constitución. Por su parte el artículo 29, bajo el 
capítulo II: Derechos y Obligaciones de los Ciudadanos establece que  “En caso 
de que una persona sufra algún daño a partir de un acto ilegal cometido por un 
servidor público en el desahogo de tareas oficiales, el ciudadano tiene derecho a 
solicitar una compensación por parte del Estado en las condiciones establecidas 
por esta Constitución. En este caso, el servidor público no quedará inmune de 
responsabilidad”.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: De acuerdo con el 
artículo 2 del Act on Anti-Corruption and the Foundation of the Anti-Corruption & 
Civil Rights Commission “acto de corrupción” es definido como a) el acto por parte 
de cualquier empleado de una organización pública que persigue ganancias 
ilegítimas para el o ella o para un tercero abusando de su posición de autoridad o 
violando la ley; b) el acto de causar un daño financiero a cualquier organización 
pública en violación a la ley o estatutos, mediante la ejecución de contratos o la 
utilización del presupuesto público en beneficio propio o de terceros y c) el acto de 
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forzar, recomendar, sugerir o incitar a alguien a cometer cualquiera de los actos 
descritos en los incisos a) o b).  

En la mayoría de los casos, los funcionarios a quienes se les comprueban actos 
de corrupción, con independencia de la gravedad de la falta, son separados de 
sus cargos y requeridos por la Comisión a pagar, en casos de cohecho y 
malversación de fondos, una multa de aproximadamente cinco veces el dinero 
malversado. En la gran mayoría de casos, se fijan sanciones penales 
determinadas por el juez a partir de lo establecido en el Código Penal Federal y 
con el capítulo 8 de la Ley que establece penas corporales específicas para 
distintos actos de corrupción. Existen también sanciones administrativas y 
económicas de carácter disciplinario que fija la Comisión como máximo órgano 
para establecerlas en cada caso.   

Vale la pena revisar, en primer lugar, los tipos penales establecidos en la Act on 
Anti-Corruption. De acuerdo con el Capítulo 8 denominado “Provisiones penales” 
se establecen los delitos de:  

Artículo 86: Ofensa de aprovechar secretos gubernam entales 

(1) Si cualquier empleado de una organización pública ha adquirido 
bienes o propiedades a partir de aprovechar secretos gubernamentales de 
los que se ha enterado al desempeñar sus actividades o ha provocado que 
otros adquieran estos bienes o esta propiedad a través del aprovechamiento 
o explotación de estos secretos, será punible con no más de 7 años en 
prisión o con no más de 50 millones de won (moneda coreana) en multas;  

(2) En el caso de la situación descrita en el párrafo 1, el encarcelamiento 
y la multa se impondrán de manera acumulativa; 

(3) Los bienes y la propiedad adquiridos al cometer esta ofensa serán 
confiscados.  

Artículo 87: Ofensa de filtrar secretos gubernament ales 

Cualquier persona que divulgue información confidencial de la que haya conocido 
en el desempeño de sus funciones oficiales será punible con prisión por no más 
de 5 años y una multa que no excede los 30 millones de won.  

Artículo 88: Ofensa de filtrar información y datos personales 

Cualquier persona que filtre información y datos personales en el cumplimiento de 
sus funciones oficiales será sentenciada a no más de tres años en prisión y 
multada con no más de 10 millones de won.  
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Artículo 89: Ofensa de violar restricciones de empl eo en organizaciones 
públicas a quienes han sido despedidos por conducta s indebidas 

Si cualquier empleado de alguna organización pública ha sido despedido por 
conductas indebidas se emplea en alguna organización pública, alguna compañía 
sin fines de lucro o cualquier otra asociación pública, será punible por no más de 2 
años en prisión y una multa inferior a los 20 millones de won.  

Por su parte, el Código Penal  (Criminal Act) en su Capítulo VII tipifica y establece 
sentencias para los siguientes Crímenes contra los Deberes de los Servidores 
Públicos a saber: 

Artículo 122 (Abandono de Deberes).  Un servidor público que se rehúsa a 
cumplir con su responsabilidad y las abandona sin razón justificada debe ser 
castigado con una pena privativa de la libertad por no más de un año y suspensión 
de labores oficiales por no más de 3 años.  

Artículo 123 (Abuso de Autoridad).  Un servidor público quien, abusando de su 
autoridad, provoca que una persona actúe como de otra manera no lo haría o 
priva a alguna persona del ejercicio de sus derechos, será castigada con prisión 
por no más de 5 años y suspensión de labores oficiales por no más de diez años, 
así como una multa que no exceda los 10 diez millones de won.  

Artículo 124 (Arresto o Confinamiento Ilegal).  Si un funcionario en labores 
policíacas o de impartición de justicia es encontrado culpable o intenta perpetrar 
acciones de arresto o confinamiento ilegal será castigado con prisión por no más 
de siete años y suspensión de labores oficiales por no más de diez años.  

Artículo 125 (Violencia y Actos Crueles).  Si un funcionario en labores policíacas 
o de impartición de justicia es encontrado culpable o intenta perpetrar violencia o 
actos crueles, será castigado con prisión de no más de cinco años y suspensión 
de labores oficiales por no más de diez años.  

Artículo 127 (Divulgación de Secretos Oficiales).  Si un funcionario en labores 
policíacas o de impartición de justicia es encontrado culpable o intenta divulgar 
secretos oficiales en relación con un caso específico será castigo con no más de 2 
años de prisión y suspensión de labores oficiales por no más de cinco años.  

Artículo 128 (Obstrucción de una elección).  Si cualquier autoridad pública 
intimida a un votante, candidato o persona durante una elección u obstruye el 
desarrollo de la elección misma será castigado con pena privativa de la libertad 
por no más de diez años y suspensión de labores oficiales por no menos de cinco 
años.  
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Artículo 129 (Aceptación de un soborno o una gratif icación).  Cualquier 
servidor público que reciba, demande o prometa aceptar un soborno en relación 
con sus responsabilidades, será castigado con prisión no mayor a cinco años de 
prisión y suspensión de albores oficiales por no más de diez años.  

Artículo 130 (Soborno a una tercera persona).  Cualquier funcionario público 
que demande o prometa un soborno para una tercera persona en aceptación de 
alguna solicitud injusta en relación con sus deberes, será castigado con prisión por 
no más de cinco años y suspensión de labores oficiales por no más de diez años. 

Artículo 131 (Acción impropia luego de aceptar una dádiva).  A cualquier 
funcionario que tome una acción impropia luego de cometer las ofensas 
establecidas en los artículos precedentes, se le impondrá una pena de prisión no 
menor de un año.   

Artículo 132 (Aceptación de un soborno a través de Buenos Oficios).  
Cualquier servidor público quien, tomando ventaja de su cargo, reciba, demande o 
acuerde recibir un soborno relacionado con buenos oficios en conexión con algún 
asunto de la competencia de algún otro funcionario público, será castigado con 
tres años y suspensión de labores oficiales por no más de siete años.  

Artículo 133 (Oferta de un soborno o dádiva).  Cualquier persona que prometa, 
entregue o manifieste voluntad de entregar un soborno, según lo establecido en 
los artículos anteriores, será castigada con pena privativa de la libertad no mayor a 
los cinco años de prisión y tampoco mayor a los veinte millones de won.  

 

Fuentes informativas: 

• Anti-Corruption and Civil-Rights Commission of Korea, The Anticorruption Policy of Korea, 
2012. 

• Sitio web de la Anti-Corruption and Civil Rights Commission (ACRC): 
http://www.acrc.go.kr/eng/board.do?command=searchDetail&method=searchList&menuId=
020103 
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HONG KONG 

Comisión Independiente contra la Corrupción (ICAC)  

Naturaleza Jurídica: Creada en 1974 pero reformada en 1997. Es un órgano 
independiente del Servicio Civil y Administrativo de Hong Kong que reporta su 
desempeño al Jefe Ejecutivo de Hong Kong así como a Comités Ciudadanos de 
Supervisión.  

Facultades de investigación y de sanción: Amplias facultades procesales y de 
investigación que comparte con los órganos de procuración e  impartición de 
justicia. Tiene facultades de investigación, de arresto, sanción y persecución de 
delitos pero de la mano con la oficina del Procurador General.  

Universo de actuación del órgano: El ICAC persigue los delitos del sector 
público definidos en la legislación respectiva (incluidos los delitos electorales y 
financieros) pero también la corrupción y “delitos de cuello blanco” en el sector 
privado.  

Máxima instancia de decisión: Es unipersonal, recae en la figura de un 
Comisionado.  

Mecanismo de nombramiento: Es nombrado por el Consejo de Estado de la 
República Popular China, basado en las recomendaciones del Jefe Ejecutivo de 
Hong Kong (antes Gobernador).   

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión: 
La Ley no establece ninguno.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: En las ordenanzas 
respectivas de Hong Kong,  se tipifica como cohecho, soborno, chantaje y/o 
conspiración para malversar fondos y/o violar las leyes administrativas y 
electorales al hacer uso indebido de cualquier posición de poder o responsabilidad 
pública. Se sanciona de acuerdo a la decisión del juez con penas pecuniarias y 
corporales. La única pena establecida en la Ley respectiva es la de todo 
funcionario público que de falso testimonio o declaraciones deliberadamente falsas 
sobre un caso de eventual corrupción (20 mil dólares y prisión por un año).  

Instancia de revisión/evaluación de las decisiones del órgano: Existen 
Comités Ciudadanos de Supervisión y Evaluación, encabezados ante quienes es 
posible apelar una decisión del ICAC en primera instancia. En segunda instancia, 
el órgano de revisión es el Poder Judicial mismo. En algunos casos el ICAC 
requiere de autorización de una Corte de Distrito antes de instrumentar ciertas 
acciones.    
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Disposiciones constitucionales y legales relevantes : Hong Kong tiene un 
sistema legal  de common law heredado del Reino Unido. Por tanto, su legislación 
penal no está concentrada en un Código sino, más bien, en distintas ordenanzas. 
La Hong Kong Basic Law, o en otras palabras la Constitución, de la Región 
Administrativa Especial de Hong Kong no hace ninguna referencia al tema.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: En las ordenanzas 
respectivas de Hong Kong,  se tipifica como cohecho, soborno, chantaje y/o 
conspiración para malversar fondos y/o violar las leyes administrativas y 
electorales al hacer uso indebido de cualquier posición de poder o responsabilidad 
pública. Se sanciona de acuerdo a la decisión del juez con penas pecuniarias y 
corporales. La única pena establecida en la Ley respectiva es la de todo 
funcionario público que dé falso testimonio o declaraciones deliberadamente falsas 
sobre un caso de eventual corrupción (20 mil dólares y prisión por un año).  

Las ofensas de corrupción se tipifican de manera específica, sin embargo, en la 
Ordenanza para la Prevención del Soborno de la siguiente manera:  

Parte II. Ofensas 

Sección 3: Solicitar o aceptar una ventaja 

Cualquier oficial que, sin el permiso general o especial del Jefe del Ejecutivo, 
solicite o acepte cualquier ventaja será culpable de una ofensa.  

Sección 4: Soborno 

Cualquier persona que, en Hong Kong, o fuera, sin la autoridad legal o excusa 
razonable, ofrezca alguna ventaja a un servidor público a fin de premiar o inducir 
una conducta específica en relación con: a) hacer o dejar de hacer un acto 
público, b) expedir, prevenir, retrasar u ocultar una acción pública determinada, c) 
asistir, favorecer o desfavorecer a una persona en cualquier transacción o decisión 
de gobierno, será culpable de ésta ofensa. Lo será también el servidor público que 
acepte cualquier ventaja de esta naturaleza.  

Sección 5: Recompensa por brindar asistencia en rel ación con contratos  

Cualquier persona que, sin autoridad legal ni excusa razonable, ofrezca una 
ventaja a un servidor público como recompensa o para inducir a que éste ofrezca 
sus buenos oficios para la promoción, ejecución o facilitación para la firma de un 
contrato determinado habrá cometido una ofensa.  
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Secciones 6 y 7: Sobornos en relación con subastas.   

Cualquier persona que solicite o acepte, o bien ofrezca un soborno a otra persona 
en relación con el resultado de una subasta o licitación pública será también 
culpable de esta ofensa.  

Sección 8 y 9. Soborno de servidores públicos por p arte de personas con 
vínculos gubernamentales.  

 Cualquier persona que, sin autoridad o excusa razonable, mientras mantiene 
vínculos de cualquier índole con el Gobierno a través de cualquier oficina, ofrezca 
una ventaja de cualquier tipo a un servidor público determinado será culpable.  

Sección 10. Posesión inexplicable de propiedad  

Cualquier persona que teniendo un cargo o habiéndolo tenido mantenga un estilo 
de vida por encima de lo que le es posible con sus emolumentos pasados y 
presente o quien esté en control de propiedad y recursos pecuniarios 
desproporcionados con sus emolumentos será culpable.  

La Sección 12  establece las penalidades de la manera siguiente:  

Cualquier persona culpable de una Ofensa de las enumeradas previamente será 
castigada de acuerdo con el siguiente tabulador:  

1. Por una ofensa bajo la sección 10, una multa de hasta 1 millón de 
dólares (de Hong Kong) y prisión por 10 años.  

2. Por una ofensa bajo las secciones 5 y 6, una multa de 500 mil 
dólares y prisión por 10 años.  

3. Por cualquier otra ofensa bajo las secciones anteriores, una multa de 
500 mil dólares y prisión hasta por 7 años.  

Finalmente la sección 12A establece lo relativo a confiscación de bienes. Ahí se 
establece que si la Corte no está convencida del origen lícito de recursos y 
propiedades tiene el poder de confiscarlos.  

Fuentes informativas:  

• Independent Commission against Corruption Ordinance (1997).  

• Página electrónica de la Comisión: http://www.icac.org.hk/en/home/index.html 

• Jon S. T. Quah,, “Anti-corruption agencies in four Asian countries: a comparative analysis”, 
International Public Management Review, vol.8, núm. 2 (2007), disponible en: 
http://www.uquebec.ca/observgo/fichiers/34756_DAEPI-3.pdf 
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SINGAPUR 

Buró de Investigaciones sobre Prácticas Corruptas ( CPIB) 

Naturaleza Jurídica: Creado en 1952 se concibió desde el principio como un 
órgano que depende directamente de la Oficina del Primer Ministro pero 
independiente de otras agencias gubernamentales.  

Facultades de investigación y de sanción: Amplias facultades de investigación 
y procesales que comparte con la autoridad judicial.  

Universo de actuación del órgano: El CPIB investiga y persigue por igual la 
corrupción pública –de los tres niveles de gobierno y de los tres Poderes del 
Estado- y la privada. De acuerdo con el Acta de Prevención de la Corrupción 
(PCA) esto es así porque mediante la investigación a la corrupción privada se 
ataca la oferta de cohechos públicos.  

Máxima instancia de decisión: Es unipersonal, recae en la figura de un Director.  

Mecanismo de nombramiento: El director es designado por el Primer Ministro 
bajo la recomendación del Gabinete.  

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión: 
La Ley no establece ninguno.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: De acuerdo con la 
sección 5 de la PCA, una persona es encontrada culpable de prácticas corruptas 
cuando por sí misma o en conexión con otros solicita, recibe o acuerda, da, 
promete u ofrece una gratificación, sin importar para quien es el beneficio, como 
recompensa o para que un agente gubernamental o empresarial haga algo o se 
abstenga de hacer algo en relación con cualquier transacción o propuesta. Las 
sanciones son fijadas por el juez en el caso de las penas corporales y pecuniarias. 
Las sanciones administrativas, en cambio, son establecidas por el propio CPIB. No 
obstante, de acuerdo con la ley respectiva, cualquier persona que ofrezca, acepte 
y obtenga un soborno puede ser multada con hasta 100 mil dólares o encarcelada 
hasta por cinco años, o ambas cosas. Adicionalmente, la Corte puede imponer 
una penalidad equivalente o aún mayor al monto de los sobornos en cuestión.  

Instancia de revisión de las decisiones del órgano:  En muchos sentidos, el 
CPIB depende de la Oficina del Procurador General para presentar cargos contra 
probables responsables de un delito. En este sentido, la instancia de revisión de 
sus decisiones tiene un primer filtro en esta Oficina y después un segundo filtro de 
carácter judicial.   
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Instancia de evaluación del desempeño del órgano: Cuenta con un Comité 
interno de evaluación que reporta sistemáticamente sobre su desempeño al 
Parlamento.  

Disposiciones constitucionales y legales relevantes : En la Constitución solo se 
hace referencia al tema en un artículo cuando enumera las causales de destitución 
del Presidente mediante una moción de censura en el Parlamento (artículo 221: El 
Primer Ministro o no menos que un cuarto del total de miembros electos del 
Parlamento podrán aprobar una moción de censura alegando incapacidad del 
Presidente siempre que sea culpable de: c) corrupción y actos indebidos).  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: De acuerdo con la 
sección 5 de la PCA (Prevention of Corruption Act), una persona es encontrada 
culpable de prácticas corruptas cuando por sí misma o en conexión con otros 
solicita, recibe o acuerda, da, promete u ofrece una gratificación, sin importar para 
quien es el beneficio, como recompensa o para que un agente gubernamental o 
empresarial haga algo o se abstenga de hacer algo en relación con cualquier 
transacción o propuesta así como para favorecer o desfavorecer a cualquier 
persona. La misma ofensa se produce por parte del funcionario que acepta, exige 
o acuerda aceptar el beneficio.  

De acuerdo con la PCA, cualquiera que sea encontrado culpable será castigado 
con una multa que no excederá los 100 mil dólares o cárcel por un término no 
mayor a 5 años de prisión o ambos.  

De acuerdo con la PCA, la pena máxima de cinco años puede elevarse hasta 
alcanzar siete años siempre que se trate de un contrato o una propuesta para un 
contrato con el Gobierno o un subcontrato para ejecutar cualquier trabajo o 
servicio.  

Se tipifica también el delito de soborno a un miembro del Parlamento (misma 
sentencia), así como el soborno a una institución pública como recompensa por 
una conducta o para inducir otra en relación con el voto de cualquier funcionario a 
favor o en contra de cualquier medida, resolución o cuestión (misma sentencia).  

Por su parte, en el Código Penal de Singapur, existen disposiciones tales como las 
siguientes en el Capítulo IX de Ofensas contra Servidores Públicos: 

161. Cualquier funcionario público que obtenga o acepte o acuerde aceptar o 
intente obtener una gratificación como motivo o recompensa por hacer o no hacer 
determinado acto público, favorecer o desfavorecer a persona alguna, en relación 
con un asunto del Gobierno, el Parlamento o el Gabinete, así como cualquier 
persona que ofrezca u otorgue la gratificación será castigado con 3 años de 
prisión o multa o ambos.  
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165. Cualquiera que siendo servidor público acepte u obtenga o acuerde aceptar o 
intente obtener, cualquier ventaja o cosa de valor, sin consideración o con la 
inteligencia de que es inadecuado, será castigado con 2 años de prisión o multa o 
ambos, y finalmente 

166. Cualquier que siendo un servidor público desobedezca la ley en relación con 
el comportamiento que debe observar como servidor público y mientras ese 
comportamiento cause perjuicio a alguna persona será castigado con prisión por 
un año o con una multa o ambos.  

 

Fuentes informativas:  

• Koh Teck Hin, “Corruption Control in Singapore”, United Nations Asia and Far East Institute 
for the Prevention of Crime and the Treatment of Offenders, 2002, disponible en: 
http://www.unafei.or.jp/english/pdf/RS_No83/No83_17VE_Koh1.pdf 
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MALASIA 

Comisión Malaya Anticorrupción (MACC)  

Naturaleza Jurídica:  Se trata de una Comisión Independiente creada en 2008 al 
interior y orgánicamente parte de la Oficina del Primer Ministro.   

Facultades de investigación y de sanción: Amplias facultades de investigación, 
sanción y persecución de los delitos en estrecha colaboración con el sistema de 
procuración e impartición de justicia.  

Universo de actuación del órgano: Comprende la investigación y persecución 
de delitos de corrupción tanto en la esfera pública (los tres niveles de gobierno y 
los tres Poderes del Estado) como privada.  

Máxima instancia de decisión: Es unipersonal, reside en la figura del 
Comisionado en Jefe.  

Mecanismo de nombramiento: Es nombrado por el Rey de Malasia (Yang-di 
Pertuan Agong o jefe de Estado) a partir de la recomendación del Primer Ministro.  

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión: 
La ley no señala ninguno salvo su pertenencia al Servicio Público Profesional de la 
Federación.   

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: La Ley de Creación 
de la Comisión Anti-Corrupción (Malaysian Anti-Corruption Comission Bill) 
establece un capítulo completo de tipificación de delitos y sanciones. Entre ellas 
se enfatiza la ofensa de aceptar, ofrecer y dar una gratificación a un funcionario, la 
de engañar o sobornar a un funcionario, la de abusar de un cargo de autoridad, el 
desvío de fondos, el enriquecimiento ilícito así como la de dar falso testimonio o 
efectuar una conspiración para evadir la justicia. La sanción para la mayoría de 
estas conductas es la de encarcelamiento por un periodo que no exceda los veinte 
años y el pago de una multa por no menos de cinco veces el valor del monto de 
que se trate (soborno, enriquecimiento ilícito, desvío de fondos, gratificación, etc).   

Instancia de revisión y evaluación de las decisione s del órgano: Distintos 
reportes internacionales señalan a la MACC con un ejemplo a seguir en materia 
de rendición de cuentas y control de sus decisiones. La estructura cuenta con 5 
cuerpos de asesoría independientes que monitorea la actuación de la MACC, se 
asegura de que su actuación se apegue a la ley y defiende a los ciudadanos que 
alegan una violación a sus garantías individuales y a la ley por la actuación de la 
agencia. Los cinco están conformados, en su gran mayoría, por ciudadanos 
aunque el Comité Especial contra la Corrupción –quien se encarga de la 
evaluación periódica- está conformado por legisladores designados por el 



 
S e n a d o  d e  l a  R e p ú b l i c a   

 

94 

Parlamento de manera autónoma. Se trata de la Mesa de Asesores Anti-
Corrupción, el Comité Especial contra la Corrupción, el Comité de Quejas, el Panel 
de Revisión de Operaciones y el Panel de Prevención y Consultas. En última 
instancia, algunos funcionarios, especialmente policías, han recurrido al Poder 
Judicial para revisar las decisiones de la MACC en su contra.  

Disposiciones constitucionales y legales relevantes : Si bien en la Constitución 
no hay referencias directas al tema, el Acta Anticorrupción (Anti-Corruption Bill) 
señala aspectos muy relevantes. De entrada establece que comete una ofensa en 
la materia toda persona que individualmente o junto con otra: 

a) Solicite o reciba o acuerde recibir para sí mismo o para otra persona u  

b) Otorgue, prometa u ofrezca a alguna persona ya sea para beneficio propio 
o de un tercero,  

• Cualquier gratificación para inducir o para recompensar una conducta de 
un servidor público, para que él mismo u otra persona haga o deje de hacer 
algo en relación con alguna transacción oficial,  

c) Cualquier agente gubernamental que acepte u obtenga, o acuerde aceptar 
o intente obtener, por parte de cualquier persona, una gratificación para 
hacer o dejar de hacer algo en relación con el área principal de su 
competencia o por favorecer o desfavorecer a alguien en relación con ésta;  

d) Cualquier persona que da o acepta dar u ofrece gratificación a cualquier 
agente gubernamental para que haga algo o deje de hacer en relación con 
un asunto en el que tiene interés (Sección 10) 

En adelante establece también que la misma ofensa es cometida por quien 
intente obtener por parte de algún cuerpo gubernamental un contrato para 
desempeñar algún trabajo o servicio, así como para proveer material o algún 
recurso, a cambio de una gratificación, lo mismo que quien solicite o acepte 
tal gratificación (Sección 13); cualquier persona que ofrezca a algún 
funcionario público o que siendo funcionario público, acepte o solicite una 
gratificación para a) votar de determinada manera en un cuerpo colegiado a 
favor o en contra de alguna cosa; b) tomar decisiones respecto de procurar, 
acelerar, retrasar, ocultar o prevenir algún acto oficial y c) la dotación o 
aprobación de un contrato (Sección 14). Cometerá, de acuerdo con la ley, 
una ofensa en materia de corrupción cualquier servidor público que utilice su 
cargo o posición para obtener una gratificación cualquiera (Sección 15).  

Otras interesantes medidas que incorpora la Ley en comento tienen que ver con 
que el oficial que recibió una gratificación tiene que reportarlo inmediatamente a la 
Agencia y dar a conocer el nombre de quien se la ofreció (Sección 17).  
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Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: Vale la pena 
destacar que la Ley de creación de la Agencia Anticorrupción en su Sección 16 
establece que a quien sea encontrado culpable de los delitos establecidos de la 
sección 10 a la 15 de la Ley deberán cumplir una sentencia de prisión por un 
término no inferior a los 14 días y no mayor a los 20 años y una multa no menor a 
5 veces la suma de la gratificación en cuestión. En caso de incumplir lo 
establecido en la Sección 17, el funcionario se hará merecedor a una sanción no 
mayor a los 10 años de prisión o una multa, o ambas.  

El Código Penal, por su parte,  establece un capítulo completo de tipificación de 
delitos y sanciones. Entre ellas se enfatiza la ofensa de aceptar, ofrecer y dar una 
gratificación a un funcionario, la de engañar o sobornar a un funcionario, la de 
abusar de un cargo de autoridad, el desvío de fondos, el enriquecimiento ilícito así 
como la de dar falso testimonio o efectuar una conspiración para evadir la justicia. 
La sanción para la mayoría de estas conductas es la de encarcelamiento por un 
periodo que no exceda los veinte años y el pago de una multa por no menos de 
cinco veces el valor del monto de que se trate (soborno, enriquecimiento ilícito, 
desvío de fondos, gratificación, etc).   

En el Código Penal malayo se establece, en un Capítulo IX denominado “Ofensas 
por o relativas a los servidores públicos” la tipificación y sentencias relativas a 
actos de corrupción.  El capítulo tipifica las siguientes conductas, a saber: 

Artículo 161. Servidor público que obtiene una grat ificación, otra que su 
remuneración legal, relacionado con un acto oficial . Cualquiera que siendo o 
buscando ser servidor público, acepta u obtiene, o acuerda o aceptar o intenta 
obtener, de cualquier persona, para sí o para una tercera persona, cualquier 
gratificación distinta de su remuneración legal, como un motivo de recompensa por 
hacer o promover que se haga cualquier acto oficial en el ejercicio de sus 
funciones, se favorezca o desfavorezca a cualquier persona o se provea o intente 
proveer de un servicio a cualquiera, al interior del Gobierno, o a algún miembro del 
Gabinete, integrante del Parlamento o del Consejo Ejecutivo o Asamblea 
Legislativa, o bien a otro servidor público, será castigado con prisión de tres años 
o una multa o ambos.  

Artículo 162. Obtener una gratificación por medios ilegales y corruptos para 
influenciar la decisión de un servidor público.  Cualquiera que acepte u 
obtenga, o acuerde aceptar o intente obtener, de cualquier persona, para sí mismo 
o para una tercer persona, cualquier gratificación, como motivo de recompensa 
por inducir, por medios ilegales y corruptos, la decisión de cualquier servidor 
público en el desempeño de sus funciones oficiales recibirá un castigo de prisión 
por tres años o el pago de una multa o ambos.  
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Artículo 163.  Tomar una gratificación, para ejercer una influenci a personal 
sobre un servidor público. Quienquiera que acepte y obtenga, acuerde aceptar o 
intente obtener, de cualquier persona, para sí o para un tercero, cualquier 
gratificación para ejercer una influencia personal sobre cualquier servidor público 
en el desempeño de cualquier acción oficial, será castigado con prisión hasta por 
un año o una multa o ambos.  

Artículo 164. Castigo por aceptación, por parte de un servidor público, de las 
ofensas antes descritas.  Cualquier servidor público que acepte las ofensas 
descritas en los artículos 162 y 163, será castigado con prisión por un término que 
podría extenderse a tres años o multa o ambos.  

Artículo 165. Servidor público que obtiene cualquie r objeto de valor, sin 
consideración, por parte de una persona interesada en el desarrollo de algún 
negocio o transacción en la que el servidor público  tenga algún papel que 
desempeñar.  Cualquier persona que, siendo un servidor  público, acepte u 
obtenga, o acuerde aceptar o intente obtener, para sí mismo o para otra persona, 
cualquier objeto de valor, sin consideración, o bajo el conocimiento de que es 
inadecuado, de parte de cualquier persona que se tiene evidencia está interesada 
en un procedimiento, negocio o transacción, será castigado con pena privativa de 
la libertad por un término no mayor a dos años, o una multa o ambos.  

Artículo 166. Servidor público que desobedece la le y, con la intención de 
causar un perjuicio a alguna persona.  Quienquiera que, siendo un servidor 
público, desobedezca conscientemente la ley tratando de causar o sabiendo que 
muy probablemente su desobediencia cause un perjuicio será castigada con un 
año de prisión o una multa o ambos.  

Artículo 167. Servidor público que elabora un docum ento incorrectamente 
con la intención de causar un perjuicio.  Se le impondrá una pena de 3 años de 
prisión o multa o ambos.  

Artículo 168. Servidor público que ilegalmente incu rsiona en el comercio. 
Quienquiera que, siendo un servidor público, y estando obligado como tal a no 
vincularse con el comercio, lo haga, se hará acreedor a prisión por un año y una 
multa o ambos.  

Artículo 169. Servidor público que compra ilegalmen te una propiedad.  Se le 
impondrá una pena de dos años o multa o ambos, además de la confiscación de la 
propiedad.  

Artículo 170. Haciéndose pasar por un servidor públ ico.  Cualquier persona 
que pretenda hacerse pasa por servidor público, sabiendo que no lo es, se hará 
acreedor a una sanción de dos años de prisión o multa o ambos.  
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Fuentes informativas:  

• Malaysian Anti-Corruption Bill, 2008 (disponible en: http://www.acfe.com.my/MACC.pdf).  
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INDONESIA 

Comisión para la Erradicación de la Corrupción (KPK ) 

Naturaleza Jurídica:  Creada en 2002, como una agencia independiente del 
Estado Indonesio.  

Facultades de investigación y de sanción: Amplias facultades procesales, de 
arresto  e investigación, como entidad coordinadora de acciones contra los 
posibles responsables de actos de corrupción en coordinación con un órgano 
judicial, también de reciente creación denominado Corte contra la Corrupción 
(Court of Corruption).  

Universo de actuación del órgano: Sus alcances están establecidos en la Ley 
de Creación de la Comisión como exclusivamente del sector público en los 
distintos niveles de gobierno y Poderes del Estado.  

Máxima instancia de decisión: Se trata de un órgano colegiado y constituido por 
Cinco Comisionados asistidos por un Secretario General.  

Mecanismo de nombramiento: Son designados por el Parlamento a partir de una 
lista que ofrece el Presidente de la República. También el Parlamento elige al que 
fungirá como Presidente y a los otros cuatro Vicepresidentes de la Comisión.  

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión: 
De acuerdo con el artículo 29 de la Ley en comento, ser ciudadano indonesio, 
físicamente y mentalmente apto, con título universitario en derecho, con al menos 
cuarenta años de edad y menos de sesenta y cinco, con buena reputación, no 
militante de ningún partido político, que no busque ejercer su profesión o ningún 
otro cargo público de manera simultánea y que haga público su patrimonio.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: Se tipifica en la ley 
en comento como cualquier violación de los derechos sociales y económicos de la 
sociedad y se remite al Código Penal Indonesio que en su Capítulo XXVIII 
establece los denominados Crímenes cometidos por oficiales. Ahí se establecen 
para las distintas conductas criminales relacionadas con actos de corrupción 
(sobornos, gratificaciones, abuso de poder, daños patrimoniales, entre otros), 
sentencias de hasta veinte años de prisión  y el pago de multas inusualmente 
altas.  

Instancia de evaluación del desempeño del órgano: No hay suficiente 
información disponible para determinarlo. 

Instancia de revisión de las decisiones del órgano : La Corte contra la 
Corrupción, en primera instancia, y la Suprema Corte, en segunda instancia.  
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Disposiciones constitucionales y legales relevantes : La Constitución no hace 
referencia explícita o implícita al respecto.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: Se tipifica en la ley 
en comento como cualquier violación de los derechos sociales y económicos de la 
sociedad y se remite al Código Penal Indonesio que en su Capítulo XXVIII 
establece los denominados Crímenes cometidos por oficiales. Ahí se establecen 
para las distintas conductas criminales relacionadas con actos de corrupción 
(sobornos, gratificaciones, abuso de poder, daños patrimoniales, entre otros), 
sentencias de hasta veinte años de prisión  y el pago de multas inusualmente 
altas.  

Aquí los que en el Capítulo XXVIII se establecen como tipos penales y sus 
sanciones.  

Art. 418. Cualquier oficial que acepte un regalo o promesa, sabiendo o teniendo la 
certeza de que lo estaría recibiendo en relación con una competencia o autoridad 
que tiene en su posición, será castigado con prisión máxima de tres años y una 
multa máxima de 300 rupias.  

Art. 419. Se impondrá una pena máxima de 5 años de cárcel a quien:  

a) Acepte un regalo o una promesa sabiendo que se le otorga a fin de 
que cambie su posición sobre un asunto o adopte una conducta contraria a 
su deber; 

b) Acepte un regalo, sabiendo que es como resultado de una actuación 
contraria a su deber; 

Se impondrá una pena máxima de nueve años a: 

a) Cualquier juez que acepte un regalo o promesa de la naturaleza 
descrita; 

b) Cualquier persona que testificará o testificó en un juicio y acepte un 
regalo o promesa de la naturaleza descrita a cambio.  

Art. 421. Cualquier funcionario que haga mal uso del poder que ostenta y fuerce a 
alguien a hacer algo, no hacerlo o tolerar algo indebido será castigado con un 
máximo de dos años de prisión y ocho meses.  

Art. 422. Cualquier oficial que intente en un caso criminal hacer uso de la coerción 
para obtener una confesión o provocar una declaración, será castigado con prisión 
por un periodo máximo de cuatro años.  
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Art. 423. Cualquier oficial que intente indebidamente beneficiarse a sí mismo o a 
un tercero, fuerce a alguien a efectuar un pago o realizar un servicio personal, 
será castigado con prisión por un periodo máximo de seis años.  

 

Fuentes informativas:  

• Indonesian Law on the Commission for the Eradication of Criminal Acts of Corruption 
(30/2002), official translation; Penal Code of Indonesia (1999), disponible en: 
http://sgdatabase.unwomen.org/uploads/Penal%20Code%20-%201999.pdf 
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III. LAS  AGENCIAS  AFRICANAS 

 

Para la región africana hemos desarrollado el caso de Nigeria, Tanzania y Kenia, 
de los mismos se observa que las agencias anticorrupción se han constituido 
como instituciones independientes del Estado, con amplias facultades para 
combatir la corrupción, tales como las procesales, de investigación, de 
persecución, de prevención e incluso de asesoría. Algunas de ellas, como las 
citadas, han alcanzado altos estándares de funcionamiento en parte inspiradas en 
agencias asiáticas.  

Asimismo, se han encontrado instituciones de apoyo como las especializadas, por 
ejemplo en el caso de Nigeria. Y en el caso del ámbito de aplicación, en Nigeria y 
Kenia es público, mientras en Tanzania el carácter es tanto público como privado. 

Finalmente, las sanciones y penas observadas van desde las sanciones 
económicas o pecuniarias hasta la privación de la libertad. 
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NIGERIA  

Comisión Independiente en materia de corrupción y p rácticas asociadas 
(ICPC) 

Naturaleza Jurídica:  Creada en 1999 como una institución independiente del 
Estado.  

Facultades de investigación y de sanción: Amplias facultades procesales, de 
investigación, persecución y prevención de la corrupción junto con instituciones 
especializadas de procuración de justicia como la Comisión para los Crímenes 
Económicos y Financieros.  

Universo de actuación del órgano: Comprende solamente el sector público en 
todas sus dimensiones.  

Máxima instancia de decisión: Es colegiada. Se integra por un Presidente y 
doce miembros.  

Mecanismo de nombramiento: Son designados por el Presidente en consulta 
con el Senado luego de sendas comparecencias de los aspirantes.  

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión: 
De acuerdo con la ley de creación de la Comisión, al menos siete miembros deben 
ser: 1) Un oficial de policía de alto rango ya retirado, 2) Un abogado practicante 
con al menos 10 años de experiencia, 3) Un juez retirado, 4) Un servidor público 
de alto rango ya retirado, 5) Una mujer, 6) Un joven no menor a los 21 años ni 
mayor de los 30 y 7) Un contador.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: La ICPC define su 
cometido como la persecución de la corrupción en el sector público, especialmente 
los sobornos, gratificaciones y abusos en las oficinas públicas, cubre también el 
enriquecimiento ilícito, el lavado de dinero y otros delitos financieros. Las 
penalidades van desde cinco a siete años de prisión así como múltiples sanciones 
pecuniarias.  

Instancia de evaluación del desempeño del órgano: No hay suficiente 
información disponible para determinarlo. 

Instancia de revisión de las decisiones del órgano : En primera instancia, el 
Ombudsman de Nigeria y en segunda la Suprema Corte de Justicia.  

Disposiciones Constitucionales: En el Capítulo II (Objetivos Fundamentales y 
Directrices de la Política Estatal) de la Constitución de la República Federal de 
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Nigeria de 1999,4 se establece que “el Estado deberá abolir todas las prácticas 
corruptas y el abuso de poder” (artículo 15, fracción 5°). 

Respecto al Poder Legislativo, de acuerdo con la fracción 2.b del artículo 88, 
incluido en la Sección E (Poderes y Control sobre Fondos Públicos) de la Parte 1 
(Asamblea Nacional) del Capítulo V (La Legislatura), los poderes conferidos a la 
Asamblea Nacional, bajo las disposiciones de esa sección, deben ser ejercidos 
con el propósito de “exponer corrupción, ineficiencia o desperdicio en la ejecución 
o administración de las leyes dentro de su competencia legislativa […].” Lo mismo 
se contempla en el artículo 128.2.b de la Sección E (Poderes y Control sobre 
Fondos Públicos) de la Parte 2 (Asamblea de un Estado) del Capítulo V. 

Por otra parte, con base en el artículo 161, fracción 2, incluido en la Sección B 
(Establecimiento de Ciertos Cuerpos Federales Ejecutivos), Parte I (Ejecutivo 
Federal), Capítulo VI (El Ejecutivo), una “mala conducta” por parte de un oficial se 
interpreta de manera que actos de corrupción y soborno, entre otros y aunque no 
de manera conjunta, constituyen dicho comportamiento. Respecto al Poder 
Judicial, la misma interpretación se menciona en la fracción d del artículo 205, 
incluido en la Sección C (La Corte Alta Federal) de la Parte 1 (Cortes Federales), 
Capítulo VII (La Judicatura). 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: De acuerdo con el 
Acta sobre Prácticas Corruptas y otros Delitos Conexos de 2000,5(el Acta) por la 
cual se establece la Comisión, el concepto “corrupción” incluye sobornos, fraude y 
otros delitos relacionados.Entre los delitos contemplados en el Acta se incluyen los 
siguientes: 

a. Delito de aceptar una gratificación6 

De acuerdo con la fracción 1° del artículo 8 del Ac ta, será culpable cualquier 
persona quien, de manera corrupta, “a) pida, reciba u obtenga cualquier propiedad 
o beneficio de cualquier tipo para sí misma o para cualquier otra persona; o b) 
acuerde o intente recibir u obtener cualquier propiedad o; c) beneficio de cualquier 
tipo para sí misma o para cualquier otra persona, a cuenta de: (i) cualquier cosa ya 
hecha u omitida de ser hecha, o por cualquier favor ya demostrado a cualquier 
                                                        
4 Disponible en: http://www.nigeria-law.org/ConstitutionOfTheFederalRepublicOfNigeria.htm (versión en inglés) 
5 Disponible en: http://www.nigeria-
law.org/Corrupt%20Practices%20and%20other%20Related%20Offences%20Act%202000.htm (versión en inglés). 
6 De acuerdo con el Acta, “gratificación” significa: “a) dinero, donaciones, regalos, préstamos, cuotas recompensas, […] 
propiedades […] o cualquier otra ventaja similar, dada o prometida a cualquier persona con el objetivo de influir a dicha 
persona en el ejercicio o no ejercicio de sus deberes; b) cualquier cargo, dignidad, empleo, contrato de empoderamiento 
o servicios y cualquier acuerdo para dar empleo u otorgar servicios […]; c) cualquier pago, liberación, descargo o 
liquidación de cualquier préstamo, obligación u otra responsabilidad, ya sea en su totalidad o en parte; d) cualquier título 
oneroso de cualquier tipo, cualquier descuento, comisión, “rebate”, bono, deducción o porcentaje; […] f) cualquier otro 
servicio o favor de cualquier descripción, tal como la protección de cualquier pena o discapacidad incurrida o 
aprehendida o de cualquier acción o procedimiento de naturaleza disciplinaria, civil o penal […].” 
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persona por sí misma en el desempeño de sus tareas oficiales o en relación a 
cualquier asunto conectado con las funciones, asuntos o negocios de un 
departamento de Gobierno, o cuerpo corporativo y otra organización o institución 
en la cual esté sirviendo como funcionario; o (ii) cualquier cosa para ser hecha u 
omitida de ser hecha después o favor o disfavor para ser mostrados después […].” 
La pena prevista para una persona que sea encontrada responsable de la ofensa 
de corrupción oficial es de siete años de encarcelamiento. 

b. Delito de dar o aceptar una gratificación a través de un agente 

De acuerdo con la fracción 1° del artículo 9, será culpable del delito de corrupción 
oficial cualquier persona quien, de manera corrupta: “a) dé, confiera o procure 
cualquier propiedad o beneficio de cualquier tipo a un funcionario público o a 
cualquier otra persona; o b) prometa u ofrezca dar, conferir, procurar o intente 
procuras cualquier bien o beneficio de cualquier tipo a un funcionario público o a 
cualquier otra persona, a cuenta de cualquiera de tales actos, omisiones, 
favorecimientos o des favorecimientos para ser hechos o mostrados por el 
funcionario público. La pena prevista en este caso es de siete años de 
encarcelamiento. 

c. El aceptante o dador de la gratificación es culpable a pesar de que el 
propósito no haya sido llevado a cabo o la materia no se encuentre en 
relación con el asunto o negocio principales 

De acuerdo con el artículo 10, “cualquier persona que: a) pida, reciba u obtenga 
propiedad o beneficios de cualquier tipo para sí mismo o para cualquier otra 
persona, o acuerde o intente recibir u obtener cualquier propiedad o beneficio para 
sí mismo o cualquier otra persona, a cuenta de: (i) cualquier cosa ya hecha u 
omitida de ser hecho, o cualquier aprobación o desaprobación ya demostrada a 
cualquier persona, por un funcionario público en el desempeño de sus tareas 
oficiales o en relación cualquier materia conectada con las funciones, asuntos o 
negocios de un departamento del Gobierno, cuerpo público u otra organización o 
institución en la cual el funcionario público sirva como tal; o (ii) cualquier cosa para 
ser hecha u omitida en el futuro, o cualquier aprobación o desaprobación para ser 
mostradas en el futuro a cualquier persona, por un funcionario público en el 
desempeño de sus tareas oficiales o en relación de cualquier asunto como se 
mencionó previamente” es culpable de un delito de corrupción oficial. El 
responsable será acreedor a una pena de encarcelamiento por un período de siete 
años. 

d. Adquisición fraudulenta de propiedad 

De acuerdo con el artículo 12, es culpable de este delito “cualquier persona que, 
estando empleada en el servicio público, adquiera o posea a sabiendas, directa o 
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indirectamente, de otra manera que no sea como miembro de una sociedad 
anónima que consista en más de veinte personas, una interés privado en cualquier 
contrato, acuerdo o inversión emanado de o conectado con el departamento u 
oficina en la cual se encuentra empleado […].” La pena para este delito es de siete 
años de encarcelamiento. 

e. Recepción fraudulenta de propiedad 

De acuerdo con el artículo 13 del Acta, es culpable de un delito grave “cualquier 
persona que reciba cualquier cosa que haya sido obtenida por medio de un acto 
que constituya un delito grave o falta administrativa, o por medio de cualquier acto 
hecho fuera de Nigeria, el cual constituiría un delito grave o una falta 
administrativa en caso de haber ocurrido en Nigeria y que sea considerado un 
delito bajo las leyes vigentes del lugar donde se realizó, sabiendo lo mismo para 
así obtenerlo, […].” 

f.   Pena por ofensas cometidas a través del servicio postal 

De acuerdo con el artículo 14, “si la ofensa por la cual la cosa fue obtenida 
constituye un delito mayor, el infractor al ser condenado será acreedor de una 
pena de tres años de encarcelamiento, excepto que las cosas así obtenidas sean 
de materia postal, o cualquier “chatel”, dinero o garantía de valor contenida, en 
cuyo caso el infractor al ser condenado será acreedor a una pena de siete años de 
encarcelamiento.” 

g. Frustración deliberada de una investigación de la Comisión 

De acuerdo con el artículo 15, será culpable “cualquier persona que, con la 
intención de defraudar o esconder un crimen o frustrar a la Comisión en su 
investigación de un supuesto crimen de corrupción bajo esta Acta o cualquier otra 
ley” cometa alguno de los siguientes actos: “a) destruya, altere, mutile o falsifique, 
cualquier libro, documento, garantía valiosa, cuenta, sistema de cómputo, diskette, 
impresión de computadora u otro aparato electrónico que pertenezca a o se 
encuentra en la posesión de su empleador, o que haya sido recibido por él a 
cuenta de su empleo, o cualquier entrada en tal libro, documento, cuentas o 
aparatos electrónicos […]; o b) realice, o esté aconsejada a realizar cualquier 
entrada falsa en tal libro, documento, cuenta o constancia electrónica; o c) omita, o 
esté aconsejada a omitir, cualquier material particular de tal libro, documento, 
cuenta o constancia electrónica […].” La pena prevista para este delito es de siete 
años de encarcelamiento. 

h. Otorgamiento de falsos testimonios o devoluciones 

Con respecto a este delito, contemplado en el artículo 16 del Acta, será 
responsable del mismo “cualquier persona que, siendo un funcionario esté a cargo 
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del recibo, custodia, uso o administración de cualquier parte de los ingresos o 
propiedad públicos, a sabiendas suministre cualquier testimonio falso o devolución 
respecto a cualquier dinero o propiedad recibido por él o confiado a su cuidado, o 
a cualquier balance o propiedad en su posesión o bajo su control […].” Al ser 
condenado, la persona encontrada culpable será acreedora de una pena de siete 
años de encarcelamiento. 

i.   Gratificación por y a través de un Agente7 

En este caso, como lo establece el artículo 17, será culpable “cualquier persona 
que corruptamente: a) acepte, obtenga o acuerde aceptar u obtener o intente 
obtener de cualquier otra persona para sí misma o para otra persona, cualquier 
regalo o consideración como inducción o recompensa por  

j.   Soborno de un Oficial Público 

De acuerdo con el artículo 18, será culpable de este delito “cualquier persona que 
ofrezca a cualquier funcionario público, o siendo un funcionario público solicite, 
aconseje o acepte cualquier gratificación para inducir o premiar” cualquiera de los 
siguientes actos: “a) votar o abstenerse de votar en cualquier reunión del cuerpo 
público a favor o en contra de cualquier medida, resolución o cuestión sometida al 
cuerpo público; b) realice o se abstenga de realizar o ayudar en procurar, expedir, 
retrasar, entorpecer o prevenir la realización de cualquier acto oficial; c) ayude a 
procurar o prevenga cualquier votación o el otorgamiento de cualquier contrato, 
premio, reconocimiento o ventaja en favor de cualquier persona; o d) muestre o 
pretenda mostrar cualquier aprobación o desaprobación en su capacidad como tal 
funcionario. […].” La pena en caso de ser encontrado culpable de este delito es de 
cinco años de encarcelamiento con trabajos forzados. 

k. Delito de utilizar el cargo o la posición para obtener una gratificación 

De acuerdo con el artículo 19, será culpable “cualquier funcionario público que 
utilice su cargo o posición para gratificar o conferir cualquier ventaja corrupta o 
injusta a sí mismo o a cualquier relación o asociado del funcionario público o 
cualquier otro funcionario […].” La pena prevista en este caso es de cinco años de 
encarcelamiento sin posibilidad de multa. 

Asimismo, de acuerdo con el artículo 20, el funcionario público o cualquier otra 
persona que haya sido encontrada culpable por solicitar, ofrecer o recibir una 
gratificación deberá perderla y pagar una multa, sin perjuicio de cualquier 
sentencia de encarcelamiento impuesta, de al menos cinco veces el valor de la 

                                                        
7 En este caso, la expresión “agente” comprende cualquier persona empleada por o actuando por otra. (artículo 17, 
fracción 2). 
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gratificación o de diez mil Naira (moneda de Nigeria), cualquier suma que sea la 
mayor de las dos. 

l.   Sobornos para otorgar asistencia en relación a contratos (22) 

De acuerdo con la fracción 1° del artículo 22, “cua lquier persona que, sin autoridad 
legal o excusa razonable, ofrezca una ventaja a un servidor público para inducir o 
premiar a cuenta de la asistencia prestada por dicho servidor público, o utilice su 
influencia en, o habiendo dado asistencia o usado su influencia en: a) la 
promoción, ejecución, o procuración de: 

(i) cualquier contrato con un cuerpo público para la realización de cualquier 
trabajo, la proveeduría de cualquier servicio, la creación o la oferta de cualquier 
artículo, material o substancia; o 

(ii) cualquier sub-contrato para realizar cualquier trabajo, proveer cualquier 
artículo, material o substancia requerida […] bajo cualquier contrato con un 
cuerpo público; o 

b) en el pago del precio, consideración u otro dinero estipulado […] en cualquier 
de los contratos o sub-contratos antes mencionados […]” será culpable de este 
delito. Por otra parte, de acuerdo con la fracción 3 de este mismo artículo, 
“cualquier funcionario público que en el curso de sus tareas oficiales, infle el precio 
de cualquier bien o servicio por encima del precio de mercado o de los estándares 
profesionales será culpable de una delito bajo está Acta […].” La pena prevista en 
estos dos casos es de un período de encarcelamiento de siete años o una multa 
de un millón de naira. 

Asimismo, “cualquier funcionario público que, en el desempeño de sus tareas 
oficiales premie o señale cualquier contrato sin provisión presupuestal, aprobación 
y apoyo, será culpable de un delito bajo esta Acta.” La pena prevista en este caso 
es de tres años de encarcelamiento y una multa de cien mil naira. Finalmente, 
“cualquier funcionario público que transfiera o gaste cualquier suma asignada para 
un proyecto en particular, o servicio, en otro proyecto o servicio, será culpable de 
un delito bajo esta Acta.” La pena será de un año de encarcelamiento y una multa 
de 50 mil naira. 

m. Deber de reportar transacciones de soborno (23) 

De acuerdo con la fracción 3° del artículo 23, cual quier persona que falle, “sin 
excusa razonable”, a cumplir con las fracciones 1 y 2 de este artículo, será 
culpable. Aquel que sea encontrado responsable será acreedor a una multa que 
no exceda los cien mil naira, o a una pena de encarcelamiento que no exceda los 
dos años, o a ambos. 
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De acuerdo con la sección 1, “cualquier funcionario público a quien se le haya 
dado, prometido, y ofrecido cualquier gratificación, en contravención de cualquier 
disposición de esta Acta deberá reportar dicho regalo, promesa, u oferta, junto con 
el nombre, si se sabe, de la persona que le dio, prometió, u ofreció dicha 
gratificación al funcionario más cercano de la Comisión o Funcionario Policial.” De 
acuerdo con la sección 2, “cualquier persona a quien se le haya solicitado de 
quien se haya obtenido una gratificación, o de quien se haya intentado obtener 
dicha gratificación, en contravención de cualquier disposición de esta Acta, 
deberá, […] reportar dicha solicitud u obtención, o intento de obtención de 
gratificación, junto con el nombre, si se sabe, de la persona que le solicitó, u 
obtuvo, o intentó solicitar la gratificación […].”  

n. Trato de la propiedad adquirida a través de una gratificación 

De acuerdo con el artículo 24, será acreedora a una pena de encarcelamiento que 
no exceda los cinco años, “cualquier persona que, ya sea dentro o fuera de 
Nigeria, directa o indirectamente, en beneficio de sí mismo o de cualquier otra 
persona, entre a, o cause la entrada a, cualquier transacción en relación a 
cualquier propiedad, o que de otra manera use o cause el uso, o retenga, reciba, o 
esconda cualquier propiedad o parte que sea asunto de un delito bajo las 
secciones 10, 11, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19 7 20.” 

o. Realización de declaraciones falsas o engañosas a la Comisión (25) 

De acuerdo con el artículo 25, “cualquier persona que realice o cause que 
cualquier otra realice a un funcionario de la Comisión o cualquier otro funcionario 
público, en el curso del ejercicio de las funciones de tal funcionario, cualquier 
declaración que para el conocimiento de la persona haciendo la declaración, o 
causando que la declaración por ser hecha: a) sea falsa, o pretenda engañar o 
sea falso en cualquier materia en particular; o b) no sea consistente con cualquier 
otra declaración previamente hecha por tal persona […].” La pena que sea 
responsable de haber cometido tal ofensa será acreedora a una multa que no 
exceda cien mil naira o a un período de encarcelamiento que no exceda los dos 
años, o a la multa y encarcelamiento. 

Fuentes informativas:  

• Página electrónica de la ICPC disponible en: http://icpc.gov.ng/ 

• Sharon Ogiri-Okpe, Criminal Justice Response to Corruption: the Nigeria case, United 
Nations Asia and Far East Institute for the Prevention of Crime and the Treatment of 
Offenders, Training Programme participant´s papers, 2010, disponible en la página official 
del UNAFEI.  
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TANZANIA 

Buró de Prevención y Combate a la Corrupción (PCCB)  

Naturaleza Jurídica:  Creada en 2007 a partir de una nueva Ley de Prevención y 
Combate a la Corrupción como un órgano independiente del Estado con el 
objetivo de reducir drásticamente la corrupción. De acuerdo con organismos 
internacionales y africanos, Tanzania es el país menos corrupto de África del Este.  

Facultades de investigación y de sanción: Amplias facultades de investigación, 
asesoría y persecución de la corrupción (también facultades de arresto) en 
colaboración con la oficina del Procurador General. Además, cuenta con 
facultades importantes en materia de socialización y divulgación de la agenda 
anticorrupción.  

Universo de actuación del órgano: Comprende tanto el sector público como el 
privado.   

Máxima instancia de decisión: Es colegiada. Se integra por un Director General 
y un Director General Adjunto.   

Mecanismo de nombramiento: Son designados directamente por el Presidente.  

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión: 
No se menciona ninguno en la Ley.   

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: El capítulo II de la 
Ley de creación de la Agencia tipifica la corrupción de la siguiente manera: 
Comete el delito de corrupción, el funcionario que solicita, ofrece, acepta, obtiene 
o intenta obtener para sí mismo o para un tercero cualquier ventaja o recompensa 
relacionada con determinada acción en el área de su competencia especialmente 
cuando tiene que ver con influenciar decisiones de interés general. En lo sucesivo, 
la ley clarifica modalidades distintas que se desprenden de esta tipificación 
general como la corrupción en licitaciones públicas, en la obtención de un empleo 
en la administración pública, favores sexuales, enriquecimiento ilícito y un largo 
etcétera. Las sentencias van de los 3 a los 8 años de prisión y multas de distinta 
dimensión casi siempre correspondiente con el monto de la afectación a las 
finanzas públicas.  

Instancia de evaluación del desempeño del órgano: El Ministerio de Gobierno 
de acuerdo con provisiones específicas de la Ley.  

Instancia de revisión de las decisiones del órgano : Se establece un 
procedimiento especial en el artículo 59 de la Ley en comento a fin de que sea el 
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Ministerio de Gobierno quien revise las decisiones del órgano en caso de abuso o 
negligencia.  

Disposiciones constitucionales y legales relevantes : La Constitución no hace 
referencia explícita o implícita al respecto. 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: El capítulo II de la 
Ley de creación de la Agencia tipifica la corrupción de la siguiente manera: 
Comete el delito de corrupción, la persona o funcionario que solicita, ofrece, 
acepta, obtiene o intenta obtener para sí mismo o para un tercero cualquier 
ventaja o recompensa relacionada con determinada acción en el área de su 
competencia especialmente cuando tiene que ver con influenciar decisiones de 
interés general. En lo sucesivo, la ley clarifica modalidades distintas que se 
desprenden de esta tipificación general como la corrupción en licitaciones 
públicas, en la obtención de un empleo en la administración pública, favores 
sexuales, enriquecimiento ilícito y un largo etcétera. Las sentencias van de los 3 a 
los 8 años de prisión y multas de distinta dimensión casi siempre correspondiente 
con el monto de la afectación a las finanzas públicas.  

La Parte III de la Ley Anticorrupción de Tanzania establece que cualquier persona 
que obtenga, o intente obtener, por parte de cualquier otra, una ventaja para 
inducir o recompensar una conducta determinada por parte de un funcionario 
público será castigada con 5 años de prisión y una multa o ambas.   

Dispone también que cualquier persona que ofrezca cualquier ventaja a un 
servidor público para inducir o recompensar una conducta, obtener un contrato 
para el desempeño de un trabajo o la provisión de un servicio, incluida la provisión 
de materiales o cualquier otro bien, desfavorecer o impedir la firma de un contrato 
así como la aprobación o negativa a cualquier subcontratación, así como subastas 
y licitaciones públicas, será castigada con 3 años de prisión y una multa o ambas. 
El tipo penal y la sentencia comprenden también a aquellos funcionarios públicos 
que solicitan o aceptan tal ventaja.  

Se establece también que cualquier persona que ofrezca una ventaja a otra para 
darle asistencia, conseguirle un empleo o promoción será castigada con 3 años de 
prisión o multa o ambas. También, el que una persona prometa, ofrezca o 
entregue a un funcionario público internacional o a una organización internacional, 
directa o indirectamente, alguna prebenda para que se abstenga  de actuar o 
actúe de determinada manera en un caso específico o transacción de negocios 
será castigado con 7 años de prisión o multa o ambas.  

El artículo 22 dispone que cualquier persona o funcionario público que entregue a 
otra, sea funcionario público o no, cualquier recibo o documento falso, sabiendo 
que lo es, recibirá un castigo que no excederá los 5 años de prisión o multa o 
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ambas. El 23 establece, por su parte, que cualquier persona que acepte u obtenga 
o acuerde aceptar para sí o para un tercero, cualquier ventaja sin consideración 
legal y bajo la consciencia de saber que se trata de una conducta inadecuada por 
parte de cualquier persona con interés en una transacción determinada recibirá 
una sanción de siete años de prisión o una multa o ambas.  

El artículo 25 establece penas a quien en posición de poder o autoridad, demanda 
o impone favores sexuales (3 años de prisión o multa o ambos), los artículos 26 y 
27 los delitos de no presentación de declaración patrimonial para servidores 
públicos (3 años de prisión o multa o ambos), enriquecimiento ilícito o posesión 
inexplicable de propiedad (siete años de prisión o multa o ambos) y el artículo 28 
la apropiación deshonesta de bienes públicos (siete años de prisión o multa o 
ambas).  

El artículo 31 dispone también que una persona que intencionalmente abusa de su 
posición, en violación de la ley, en el descargo de sus funciones o con el propósito 
de obtener alguna ventaja ilegal para él o alguien más, comete una ofensa y se 
hace merecedor a prisión por 3 años o multa o ambas. Mientras tanto el 33 se 
refiere al delito de tráfico de influencias (dos años de prisión o multa o ambas), el 
34 el de transferencia a terceros de propiedades adquiridas bajo actos de 
corrupción (siete años de prisión o multa o ambas) y el 36 falsa pretensión de ser 
un servidor público (un año de prisión o multa o ambas).  

Además de estas sanciones, la ley de Tanzania establece que cuando una 
persona es acusada de una ofensa relacionada con corrupción, la Corte puede 
ordenar, bajo la sugerencia del Director de Procesos Penales de la Agencia: a) el 
congelamiento de cuentas bancarias y b) la prohibición de hacer transacciones 
financieras de ningún tipo. Al término del proceso legal, se establece la posibilidad 
de decomisar las propiedades y los recursos cuyo origen lícito no fue comprobado.  

 

Fuentes informativas:   

• The Prevention and Combating of Corruption Act, 2007, disponible en: 
http://www.pccb.go.tz/images/download_centre/Laws/pcca2007.pdf 

• “Anti-corruption Profile of Tanzania”, Trust Law web page, disponible en: 
http://www.trust.org/trustlaw/country-profiles/good-governance.dot?id=d17120f1-5fb6-43d0-
b16c-cf87e3513b8a 
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KENIA 

Comisión Anticorrupción (KAAC)  

Naturaleza Jurídica:  Creada en 2003 a partir del Acta Anti-Corrupción y de 
Crímenes Económicos, como una agencia independiente establecida en un 
complejo de agencias de carácter similar denominado el Centro de la Integridad en 
Nairobi.  

Facultades de investigación y de sanción: Amplias facultades de prevención e 
investigación así como de persecución de los delitos de corrupción bajo la 
autorización previa  del Procurador General.  

Universo de actuación del órgano: Se circunscribe al ámbito público.  

Máxima instancia de decisión: Es colegiada. Formada por 12 miembros, entre 
ellos un Director General y subdirectores.  

Mecanismo de nombramiento: Son designados por el Presidente con el aval del 
Congreso. El Congreso siempre puede vetar alguno de estos nombramientos.   

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión: 
La ley hace énfasis en la necesidad de incorporar como miembros de la Comisión 
a integrantes de asociaciones cívicas, religiosas, profesionales, académicas y 
empresariales.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: La ley keniana 
considera a la corrupción uno más de los delitos económicos y patrimoniales que 
se enlistan en distintos ordenamientos jurídicos. De acuerdo con el Acta de 
referencia, comete corrupción quien “ofrece, otorga, solicita o acepta una 
recompensa que puede influenciarle a actuar contra los intereses de la 
organización pública”. De acuerdo con la sección 39, los actos de corrupción 
comprenden cualquier desvío o malversación de fondos públicos, abuso de poder, 
violación a la confianza, deshonestidad o actuación ilegal con respecto al 
desempeño  de oficinas públicas. Las sanciones señaladas por la Ley son 
inusualmente estrictas y van desde multas que comienzan en los 14 mil dólares y 
hasta sentencias de diez años de prisión.  

Instancia de evaluación del desempeño del órgano: No hay suficiente 
información disponible para determinarlo.  

Instancia de revisión de las decisiones del órgano : Las que establece el Poder 
Judicial de Kenia.  
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Disposiciones Constitucionales: En el capítulo VI (Liderazgo e Integridad) de la 
Constitución de Kenia de 2010,8 el artículo 79 establece que el “Parlamento debe 
promulgar la legislación para establecer una comisión independiente de ética y 
anti-corrupción […]”. El estatus y los poderes de la comisión serán aquellos con 
los que cuenta una comisión bajo el Capítulo XV de la Constitución. De acuerdo 
con el artículo 79, esta comisión tendrá el propósito de asegurar el cumplimiento y 
la aplicación de las disposiciones del Capítulo VI. 

En el capítulo VII (Representación del Pueblo), el artículo 81 de la Parte 1 
(Sistema y Proceso Electorales) establece los principios con los cuales tendrá que 
cumplir un proceso electoral. De acuerdo con éstos, las elecciones libres y justas 
se encuentran “libres de violencia, intimidación, influencia impropia y corrupción;” 
(fracción e (ii) del artículo 81). El artículo 91, incluido en la Parte 3 (Partidos 
Políticos) del Capítulo VII, establece que un partido político no deberá involucrarse 
en actos de soborno u otras formas de corrupción. 

Finalmente, de acuerdo con el artículo 244, incluido en la Parte 4 (Servicio de 
Policía Nacional) del Capítulo XIV (Seguridad Nacional), la Policía Nacional debe 
“prevenir la corrupción y promover y practicar la transparencia y la rendición de 
cuentas” (fracción b). 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: Los delitos que se 
enumeran a continuación se encuentran incluidos en la Parte V (Delitos) del Acta 
contra la Corrupción y Delitos Económicos (2003)9 de Kenia (el Acta). De acuerdo 
con el artículo 48, “una persona condenada por un delito” bajo la Parte V será 
acreedora a: a) una multa que no excederá el millón de shillings, o al 
encarcelamiento por un término que no excederá los diez años, o a ambas penas; 
y b) una multa obligatoria adicional, si, como resultado de la conducta que 
constituye el delito, la persona recibió un beneficio cuantioso o cualquier otra 
persona sufrió una pérdida cuantiosa.”Cabe destacar que dicha Acta, en su 
artículo 49, establece que la costumbre no constituye una defensa (“En la 
persecución de una ofensa bajo esta Parte, no será defensa que el recibo, la 
solicitación, la entrega o la oferta de cualquier beneficio es consuetudinario en 
cualquier negocio, […] oficina, profesión o llamado.”) 

a. Soborno de agentes 

De acuerdo con la fracción 3 del artículo 39, “una persona es culpable de un delito 
si la persona: a) corruptamente recibe o solicita, o corruptamente acuerda recibir o 

                                                        
8 Disponible en: http://www.kenyalaw.org/klr/index.php?id=741 (versión en inglés). 
9 Disponible en: http://www.laga-enforcement.org/Portals/0/Documents/Legal%20documents/Africa%20anti-
corruption/Kenya_Anti-Corruption%20and%20Economic%20Crimes%20Act.pdf (versión en inglés). 
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solicitar, un beneficio al que esta sección aplique; o b) corruptamente dé u ofrezca, 
o corruptamente acuerde dar u ofrecer, un beneficio al cual esta sección aplique.” 

b. Inducciones secretas para obtener consejo 

Este artículo se refiere a un beneficio que induzca o premio a cuenta de otorgar un 
consejo a una persona. De acuerdo con la fracción 2 del artículo 40 del Acta “una 
persona es culpable […] si la persona: a) recibe o solicita, o acuerda recibir o 
solicitar, un beneficio […] si la persona pretende que el beneficio sea un secreto 
de la persona que está siendo aconsejada; o b) da u ofrece, o acuerda dar u 
ofrecer, un beneficio […] si la persona pretende que el beneficio sea un secreto de 
la persona que está siendo aconsejada.” 

c. Engaño del principal10 

De acuerdo con la fracción 1° del artículo 41 del A cta, “un agente que, en 
detrimento de su principal, haga una declaración a su principal que se sepa que es 
falsa o engañosa […] es culpable de un delito.” Por la fracción 2 de este mismo 
artículo, “un agente que, en detrimento de su principal, use, o dé a su principal, un 
documento que sepa contiene cualquier cosa que sea falsa o engañosa” también 
es culpable. 

d. Conflicto de intereses 

De acuerdo con la fracción 1° del artículo 42, “si un agente tiene un interés privado 
directo o indirecta en una decisión que su principal está a punto de tomar”, un 
agente será culpable de este delito si: “a) el agente sabe o tiene razón de crear 
que el principal ignora el interés y el agente falla en revelar el interés; y b) el 
agente vota o participa en el procedimiento de su principal en relación con la 
decisión.” También será culpable, de acuerdo con la fracción 3, “una agente de un 
cuerpo público que a sabiendas adquiera o retenga, directa o indirectamente, un 
interés privado en cualquier contrato, acuerdo o inversión emanados de o 
conectados con el cuerpo público.” 

e. Beneficios impropios a fideicomisarios para puestos 

De acuerdo con la fracción 1°del artículo 43, éste “aplica con respecto al beneficio 
que induce o premia la asignación de una persona a un puesto de fideicomisario 
de propiedad o por participar o asistir en tal asignación.” De acuerdo con la 
fracción 2, “una persona es culpable […] si: a) recibe o solicita, o acuerda recibir o 
solicitar, de una fideicomisario un beneficio al cual este artículo aplica; o b) otorga 
u ofrece, o acuerda otorgar y ofrecer, a un fideicomisario un beneficio […].” 

                                                        
10 La expresión “principal” se refiere a una persona, ya sea en el sector público o privado, que emplea a un agente o para 
quien actúa un agente o por quien, en beneficio, actúa un agente. 
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f.   Protección de la propiedad e ingreso públicos 

De acuerdo con el artículo 45, una persona será culpable de este delito “si la 
persona fraudulenta o ilegalmente: a) adquiere propiedad pública o un servicio o 
beneficio públicos; b) hipotecas, cargos o dispone de cualquier propiedad pública; 
c) daña propiedad pública, incluido el acto de causar que una computadora o 
cualquier otra maquinaria electrónica lleve a cabo cualquier función que directa o 
indirectamente resulte en una pérdida o afecte adversamente cualquier ingreso o 
servicio público; d) fracasa en pagar impuestos o cualquier honorario, recaudación 
o cargo pagables a cualquier cuerpo público […] u obtiene una exención, remisión, 
reducción o disminución del pago de dichos impuestos, honorarios, recaudaciones 
o cargos.” Asimismo, también lo será “un funcionario o persona cuyas funciones 
conciernen la administración, custodio, gestión, recepción o uso de cualquier parte 
del erario público o propiedad pública […] si: a) fraudulentamente realiza pagos o 
pagos excesivos de los ingresos públicos por: (i) bienes defectuosos o que no 
cumplen los estándares; (ii) bienes que no fueron entregados o no entregados en 
su totalidad; o (iii) servicios no prestados o no prestados adecuadamente; […] c) 
entabla un proyecto sin previa planeación.” 

g. Abuso de cargo 

De acuerdo con el artículo 46, es culpable de este delito la “persona que utilice su 
cargo para conferir impropiamente un beneficio para sí misma o cualquier otra 
persona.” 

h. Trato de propiedad sospechosa 

Será culpable de un delito, de acuerdo con el artículo 47, “una persona que trate 
con propiedad que crea o tenga razón de creer que fue adquirida en el curso de o 
como resultado de una conducta corrupta.”11 

Fuentes informativas:    

• Página web de la Kenya Anti-Corruption Commission, disponible en: 
http://www.icac.org.hk/newsl/issue24eng/button1.htm  

 

 

 

                                                        
11 Una persona “trata” con propiedad si: “a) mantiene, recibe, oculta o utiliza la propiedad, o causa que la propiedad sea 
utilizada; o b) entra a una transacción en relación con la propiedad o causa la entrada a dicha transacción.” (artículo 47, 
fracción 2). 
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IV. OTRAS AGENCIAS  EN OCEANÍA  Y EUROPA 

 

En esta sección analizamos los casos de Francia, Australia, España y Bélgica, 
todos ellos heterogéneos en cuanto a las características de cada una de las 
agencias anticorrupción. 

Destaca el caso de Australia, como un ejemplo de control parlamentario, que 
además de ser una instancia independiente, cuenta con amplias facultades 
procesales, de prevención, de investigación y de persecución. Mientras su ámbito 
de aplicación se restringe al sector público, no incluyendo a la policía. 

Por su parte, Francia, España y Bélgica son países cuyas agencias no son 
autónomas o independientes, y encontramos facultades restringidas -por ejemplo 
en Francia, tan sólo de investigación; en España y Bélgica, de investigación y 
persecución-por el hecho de que son parte integral de las instancias de 
procuración de justicia e incluso de seguridad pública, como el caso de Bélgica.  

Finalmente, estos países cuentan con instancias de revisión y de evaluación del 
desempeño de las propias agencias. 
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AUSTRALIA 

Comisión Independiente contra la Corrupción (ICAC)  

Naturaleza Jurídica:  La Comisión Independiente contra la Corrupción (ICAC) fue 
establecida por el Gobierno de New South Wales en Australia luego de severos 
señalamientos de corrupción. Se trata de un modelo que si bien tiene un alcance 
subnacional, es multicitado por la literatura como un ejemplo a seguir bajo el 
esquema de control parlamentario. Es independiente y no tiene vinculación ni 
orgánica ni administrativa con ninguna oficina gubernamental.  

Facultades de investigación y de sanción: Cuenta con amplias facultades 
procesales, de prevención, investigación y persecución de la corrupción por sí 
misma y sin colaborar con las instancias de procuración de justicia pero sí con las 
de impartición de justicia.  

Universo de actuación del órgano: Solo el ámbito público pero incluye también 
los organismos desconcentrados y autónomos de la administración pública como 
las Universidades y las empresas públicas. Se excluye a la policía que cuenta con 
su propio mecanismo interno de control.  

Máxima instancia de decisión: Es unipersonal y recae en la figura del 
Comisionado.  

Mecanismo de nombramiento: Designado y removido libremente por el 
Gobernador.  

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión: 
La ley no señala ninguno en particular.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones:  La ley señala que la 
conducta corrupta se verifica cuando una persona, sea o no un funcionario 
público, adopta una conducta que afecta de manera adversa, ya sea directa o 
indirectamente, el ejercicio imparcial de las funciones oficiales de cualquier 
servidor público, un grupo o cuerpo de servidores públicos o cualquier autoridad. 
Cita además prácticas deshonestas o parciales, violaciones a la confianza pública 
y uso inadecuado de la información del Estado. Las sanciones no son 
determinadas de antemano por la ley sino que necesitan ser establecidas por la 
autoridad judicial.  

Instancia de revisión de las decisiones del órgano : Existe una figura interna 
denominada Inspector de la Comisión ante el cual se promueve la revisión de las 
decisiones del ICAC.  
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Instancia de evaluación del desempeño del órgano: La Comisión presenta 
reportes anuales que son evaluados por un Comité parlamentario: el Comité sobre 
la Comisión Independiente contra la Corrupción.  

Disposiciones constitucionales y legales relevantes : A pesar de que la ICAC 
tiene un ámbito de influencia estatal al interior del estado de Nueva Gales del Sur 
(South Wales), orienta su acción a partir de lo que se establece tanto en el Código 
Penal Australiano como en la ley de creación de la agencia, la Independent 
Comission Against Corruption Act de 1988. La Constitución no establece ninguna 
disposición en particular al respecto de este tema.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones:  De acuerdo con el 
Código Penal Australiano, un soborno es definido como la práctica deshonesta, 
que ya sea directa o indirectamente otorga un beneficio a un servidor público con 
la intención de influenciar el ejercicio de sus deberes. Esto supone que lo comete 
tanto quien ofrece el soborno como quien lo recibe o demanda. En los años 90 
este capítulo fue reformado para ampliar el tipo penal a actos criminales de 
corrupción que son definidos como: actos criminales en la jurisdicción de una 
persona para proveer, ofrecer o proveer un beneficio a otra persona con la 
intención de obtener una ventaja en cualquier sentido.  

En el caso de responsabilidad individual, la penalidad puede extenderse, de 
acuerdo con el Código Penal, hasta 1 millón 100 mil dólares australianos o 10 
años de prisión. En el caso de responsabilidad corporativa, la penalidad puede 
alcanzar 11 millones de dólares australianos o tres veces el monto del beneficio 
razonable atribuido a la comisión de la ofensa y el 10% de las ganancias anuales 
de la empresa por 12 meses posteriores a la comisión del delito.  

No obstante, la Ley de Creación de la Comisión Independiente contra la 
Corrupción tipifica con claridad muchas otras conductas corruptas como las define 
la sección 7 parte 3 de la Ley. Los pasajes más importantes de esta sección son 
los siguientes: 

80. Obstrucción de una Inspección  (penalidad máxima de prisión por 12 meses 
o ambas).  

81. Quejas contra una posible conducta corrupta (una persona no podrá hacer 
una queja bajo los efectos de esta ley dando un testimonio falso o incompleto; la 
penalidad máxima de prisión es 6 meses o multa o ambos).  

82 a 87. Ofensas relacionadas con la obtención de i nformación, la ejecución 
de una orden de búsqueda, con solicitudes públicas de información y 
evaluación, falsa evidencia (penalidades de hasta 2 años de prisión, multa o 
ambas).  
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88. Ofensas relacionadas con documentos y otras evi dencias  (Cualquier 
persona que sabiendo que un documento es importante y será requerido en 
conexión con una investigación, lo destruye o esconde, lo vuelve indescifrable o 
inutilizable u obstruye de cualquier otra manera la investigación será culpable de 
una ofensa y recibirá una pena corporal de 2 a 5 años de prisión y multa o ambas).  

90 a 94. Soborno a un testigo en un procedimiento judicial o  administrativo  
sobre corrupción , testigo fraudulento, obstrucción del procedimiento 
administrativo, daño a cualquier testigo o funciona rio de la Comisión, 
despido de cualquier testigo o persona interrogada por la Comisión (prisión 
por 5 años o multa o ambas).  

95 y 96. Soborno a un funcionario de la Comisión o suplantación de 
funciones que desempeña un funcionario  (penalidad máxima de 7 años de 
prisión o multa o ambas).  

Fuentes informativas:    

• Página web de la Comisión Independiente contra la Corrupción, disponible en: 
http://www.icac.nsw.gov.au/about-the-icac/legislation 
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FRANCIA 

Servicio Central de Prevención de la Corrupción  

Naturaleza Jurídica:  El Service Central de Prevention de la Corruption fue creado 
en 1999 como cuerpo interministerial –no autónomo- bajo la autoridad inmediata 
del Ministro de Justicia y del Primer Ministro.  

Facultades de investigación y de sanción: Cuenta con facultades para 
centralizar información, dar asesoría e investigar casos de corrupción. No cuenta 
con facultades procesales de ninguna índole.  

Universo de actuación del órgano: Comprende tanto el ámbito público como el 
ámbito privado.  

Máxima instancia de decisión: Es unipersonal y recae en la figura del Jefe del 
Servicio Central.  

Mecanismo de nombramiento: Designado por el Ministro de Justicia.  

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión: 
La ley no establece ninguno. 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones:  El Código Penal 
Francés es claro en su Sección 3 denominada “Violaciones a las obligaciones de 
honestidad” cuando se refiere a corrupción como la oferta o demanda directa o 
indirecta, sin derecho para ello, de promesas, donaciones, regalos, ventajas o 
prerrogativas cuando son realizadas por o para una persona que ostenta autoridad 
pública”. En esa sección se detallan distintas conductas que configuran el tipo 
penal y se establecen sentencias que alcanzan hasta los diez años de prisión y el 
pago de multas de al menos 150 mil euros.  

Instancia de revisión de las decisiones del órgano : Las que establece el Poder 
Judicial.  

Instancia de evaluación del desempeño del órgano: Se trata de una Comisión 
Ética (Commission de Déontologie) quien le reporta directamente al Ministerio de 
Justicia.  

Disposiciones constitucionales y legales relevantes : El Titulo X “De la 
responsabilidad penal de los miembros del Gobierno”, de la Constitución de 
Francia establece lo siguiente: 

TÍTULO X - De la responsabilidad penal de los miembros del Gobierno 

Artículo 68-1 
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Los miembros del Gobierno serán responsables penalmente de los actos 
cometidos en el ejercicio de sus funciones y tipificados como delitos en el 
momento en el que los cometieron. 

Serán juzgados por el Tribunal de Justicia de la República. 

El Tribunal de Justicia de la República estará vinculado por la tipificación de los 
delitos, así como por la determinación de las penas, tal como resulten de la ley. 

 Artículo 68-2 

El Tribunal de Justicia de la República estará compuesto por quince jueces: doce 
parlamentarios elegidos, en su seno y en igual número, por la Asamblea Nacional 
y por el Senado después de cada renovación total o parcial de estas Cámaras y 
tres magistrados del Tribunal de Casación, uno de los cuales presidirá el Tribunal 
de Justicia de la República. 

Cualquier persona que se considere ofendida por un delito cometido por un 
miembro del Gobierno en el ejercicio de sus funciones, podrá presentar denuncia 
ante una comisión de admisión. 

Esta comisión ordenará bien su archivo bien su traslado al Fiscal General del 
Tribunal de Casación con el fin de que se recurra al Tribunal de Justicia de la 
República. 

El Fiscal General del Tribunal de Casación podrá recurrir también de oficio al 
Tribunal de Justicia de la República con el dictamen favorable de la comisión de 
admisión. 

Una ley orgánica determinará el modo de aplicación del presente artículo. 

 Artículo 68-3 

Lo dispuesto en el presente título será asimismo aplicable a los hechos cometidos 
antes de su entrada en vigor. 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: En cuanto al 
Código Penal Francés, dicho instrumento establece lo siguiente: 

CAPITULO II  

De los atentados contra la administración pública cometidos por personas que 
desempeñan una función pública 

Artículos 432-1 a 432-17 

Sección I De los abusos de autoridad dirigidos contra la administración 
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Artículos 432-1 a 432-3 

Artículo 432-1 

El hecho, cometido por una persona depositaria de la autoridad pública, de 
adoptar medidas destinadas a impedir la ejecución de la ley, actuando en el 
ejercicio de sus funciones, será castigado con cinco años de prisión y multa de 
75.000 euros. 

Artículo 432-2 

La infracción prevista en el artículo 432-1 será castigada con diez años de prisión 
y multa de 150.000 euros si se ha visto seguida de efecto. 

Artículo 432-3 

El hecho, cometido por una persona depositaria de la autoridad pública o 
encargada de una misión de servicio público o por persona investida de un 
mandato público de carácter electivo, de continuar ejerciendo sus funciones, pese 
a haber sido oficialmente informada de la resolución o de la circunstancia por la 
que se pone fin a las mismas, será castigado con dos años de prisión y multa de 
30.000 euros. 

Sección II De los abusos de autoridad cometidos contra los particulares 

Artículos 432-4 a 432-9 

Párrafo 1 De los atentados contra la libertad individual 

Artículos 432-4 a 432-6 

Artículo 432-4 

El hecho, cometido por una persona depositaria de la autoridad pública o 
encargada de una misión de servicio público, de ordenar o realizar arbitrariamente 
un acto atentatorio contra la libertad individual, actuando en el ejercicio o con 
ocasión del ejercicio de sus funciones o de su misión, será castigado con siete 
años de prisión y multa de 100.000 euros. 

Cuando el acto atentatorio consista en una detención o una retención de duración   
superior a siete días, la pena se elevará a treinta años de reclusión criminal y a 
450.000 euros de multa. 

Artículo 432-5 

El hecho, cometido por una persona depositaria de la autoridad pública o 
encargada de una misión de servicio público, de abstenerse voluntariamente o 
bien de poner fin a una privación de libertad ilegal de la que haya tenido 
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conocimiento en el ejercicio o con motivo del ejercicio de sus funciones o de su 
misión, si fuera competente para ello, o bien, en el caso contrario, de solicitar la 
intervención de una autoridad competente, será castigado con tres años de prisión 
y multa de 45.000 euros. 

El hecho, cometido por la persona contemplada en el párrafo anterior, de 
abstenerse voluntariamente o bien de proceder a las verificaciones necesarias si 
fuera competente para ello, o bien, en el caso contrario, de transmitir la 
reclamación a una autoridad competente, cuando haya tenido conocimiento, en el 
ejercicio o con ocasión del ejercicio de sus funciones o de su misión, de una 
privación de libertad cuya ilegalidad se alega, será castigado con un año de prisión 
y multa de 15.000 euros cuando la privación de libertad, declarada ilegal, haya 
continuado. 

Artículo 432-6 

El hecho, cometido por un agente de la administración penitenciaria, de recibir o 
retener a una persona sin orden, sentencia o auto de prisión dictados de 
conformidad con la ley, o de prolongar indebidamente la duración de la detención, 
será castigado con dos años de prisión y multa de 30.000 euros.  

CAPÍTULO III De los atentados contra la administración pública cometidos por 
particulares 

Artículos 433-1 a 433-25 

Sección I De la corrupción activa y del tráfico de influencias cometido por 
particulares 

Artículos 433-1 a 433-2 

Artículo 433-1 

(Ley nº 2000-595 de 30 de junio de 2000 art. 1 Diario Oficial de 1 de julio de 2000) 

Será castigado con diez años de prisión y multa de 150.000 euros el hecho de 
proponer, sin tener derecho a ello, en cualquier momento, directa o 
indirectamente, ofertas, promesas, dádivas, regalos o ventajas cualesquiera para 
obtener de una persona depositaria de la autoridad pública, encargada de una 
misión de servicio público o investida de un mandato público de carácter electivo: 

1º Bien que realice o se abstenga de realizar un acto de su función, de su misión o 
de su mandato o facilitado por su función, su misión o su mandato; 
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2º Bien que abuse de su influencia real o supuesta con el fin de obtener de una 
autoridad o de una administración pública distinciones, empleos, contratos o 
cualquier otra resolución favorable. 

Será castigado con las mismas penas el hecho de conceder a una persona 
depositaria de la autoridad pública, encargada de una misión de servicio público o 
investida de un mandato público de carácter electivo que las solicite, sin tener 
derecho a ello, en cualquier momento, directa o indirectamente, ofertas, promesas, 
dádivas, regalos o ventajas cualesquiera para realizar o abstenerse de realizar un 
acto previsto en el apartado 1º o para abusar de su influencia en las condiciones 
previstas en el apartado 2º. 

Artículo 433-2 

Será castigado con cinco años de prisión y multa de 75.000 euros el hecho, 
cometido por cualquiera, de solicitar o aceptar, directa o indirectamente, ofertas, 
promesas, dádivas, regalos o ventajas cualesquiera para abusar de su influencia 
real o supuesta con el fin de obtener de una autoridad o de una administración 
pública distinciones, empleos, contratos o cualquier otra resolución favorable. 

Será castigado con las mismas penas el hecho de ceder a las solicitudes previstas 
en el apartado precedente, o proponer, sin tener derecho a ello, directa o 
indirectamente, ofertas, promesas, dádivas, regalos o ventajas cualesquiera para 
que una persona abuse de su influencia real o supuesta con el fin de obtener de 
una autoridad o de una administración pública distinciones, empleos, contratos o 
cualquier otra resolución favorable.  

 

Sección II De las amenazas y actos de intimidación cometidos contra las personas 
que ejercen una función pública 

Artículo 433-3 

Artículo 433-3 

(Ley nº 96-647 de 22 julio de 1996 art 16 Diario Oficial de 23 de julio de 1996) 

Será castigada con dos años de prisión y multa de 30.000 euros la amenaza de 
cometer un crimen o un delito contra las personas o los bienes proferida contra un 
magistrado, un jurado, un abogado, un agente público o ministerial, un militar de la 
gendarmería, un funcionario de la policía nacional, de aduanas, de la 
administración penitenciaria o cualquier otra persona depositaria de la autoridad 
pública o encargada de una misión de servicio público, en el ejercicio o con 
ocasión del ejercicio de sus funciones, cuando sea reiterada o se materialice por 
escrito, imagen o cualquier otro objeto. La pena se elevará a tres años de prisión y 
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75.000 euros de multa cuando se trate de una amenaza de muerte o de atentado 
a los bienes con peligro para las personas. 

Será castigado con diez años de prisión y multa de 150.000 euros el hecho de 
emplear amenazas, actos de violencia o de cometer cualquier otro acto de 
intimidación para hacer que una de las persona mencionadas en el primero 
párrafo o una persona investida de un mandato público de carácter electivo, o bien 
realice o se abstenga de realizar un acto de su función, de su misión o de su 
mandato, o facilitado por su función, su misión o su mandato, o bien abuse de su 
autoridad real o supuesta con el fin de obtener de una autoridad o de una 
administración pública distinciones, empleos, contratos o cualquier otra resolución 
favorable. 

Sección III De la malversacion de los bienes de un depósito público 

Artículo 433-4 

Artículo 433-4 

El hecho de destruir, distraer o sustraer un acta o un título, o fondos públicos o 
privados, o los efectos, documentos o títulos que los sustituyan o cualquier otro 
objeto, que haya sido entregado, en razón de sus funciones, a una persona 
depositaria de la autoridad pública o encargada de una misión de servicio público, 
a un contable público, a un depositario público o a uno de sus subordinados, será 
castigado con siete años prisión y multa de 100.000 euros.  

La tentativa del delito previsto en el párrafo anterior será castigada con las mismas 
penas. 

Sección IV Del desacato 

Artículos 433-5 a 433-5-1 

Artículo 433-5 

(Ley nº 96-647 de 22 julio de 1996, art. 17, Diario Oficial de 23 de julio de 1996) 

(Ordenanza nº 2000-916 de 19 de septiembre 2000, art. 3, Diario Oficial de 22 de 
septiembre de 2000, en vigor desde el 1 de enero de 2002) 

(Ley nº 2002-1138 de 9 de septiembre de 2002, art. 45, Diario Oficial de 10 de 
septiembre de 2002) 

Constituyen desacato castigado con multa de 7.500 euros las palabras, gestos o 
amenazas, los escritos o imágenes de cualquier clase que no se hayan hecho 
públicos o el envío de objetos cualesquiera dirigidos contra una persona 
encargada de una misión de servicio público, en el ejercicio o con ocasión del 
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ejercicio de su misión, y susceptibles de atentar contra su dignidad o contra el 
respeto debido a la función de la que está investida. 

Cuando se dirija contra una persona depositaria de la autoridad pública, el 
desacato será castigado con seis meses de prisión y multa de 7.500 euros. 

Cuando se dirija contra una persona encargada de una misión de servicio público 
y los hechos hayan sido cometidos en el interior de un establecimiento escolar o 
educativo, en las inmediaciones de tal establecimiento con ocasión de la entrada o 
salida de los alumnos, el desacato será castigado con seis meses de prisión y 
multa de 7.500 euros. 

Cuando se cometa en grupo, el desacato previsto en el primer párrafo será 
castigado con seis meses de prisión y multa de 7.500 euros, y el desacato previsto 
en el segundo párrafo será castigado con un año prisión y multa de 15.000 euros. 

Artículo 433-5-1 

(Ley nº 2003-239 de 18 de marzo de 2003 art. 113 Diario oficial de 19 marzo de 
2003) 

En el transcurso de una manifestación organizada o regulada por las autoridades 
públicas, el hecho de ultrajar, de ofender en público el himno nacional o la bandera 
tricolor será condenado a una multa de 7500 euros.  

Cuando el hecho es cometido en grupo, el desacato será castigado con seis 
meses de prisión y multa de 7500 Euros. 

Fuentes informativas:    

• Assemblée Nationale, http://www.assemblee-nationale.fr 

• Página web del Servicio, disponible en: http://www.justice.gouv.fr/le-ministere-de-la-justice-
10017/service-central-de-prevention-de-la-corruption-12312/ 

• Pierre-Christian Soccoja, “Prevention of Corruption in State Administration: France”, 
Conference on Public integrity and Anticorruption in the Public Service, Bucarest 29-30 de 
mayo de 2007.  

• Sénat, http://www.senat.fr/Ing/es/constitution.html 



 
S e n a d o  d e  l a  R e p ú b l i c a   

 

127 

ESPAÑA 

Fiscalía Anticorrupción  

Naturaleza Jurídica: La Fiscalía anticorrupción fue establecida en 1995 como una 
institución especializada al interior de las instituciones de procuración de justicia, 
por tanto no es independiente.  

Facultades de investigación y de sanción: Cuenta con amplias facultades de 
investigación (iniciadas tanto de oficio como a petición de ciudadanos y 
funcionarios públicos), y de persecución del delito muy importantes. No ejerce, sin 
embargo, facultades de sanción.  

Universo de actuación del órgano: Comprende tanto el ámbito público como el 
ámbito privado.  

Máxima instancia de decisión: Es unipersonal y recae en el Fiscal 
anticorrupción.   

Mecanismo de nombramiento: Designado por el Presidente del Gobierno a 
propuesta del Procurador General y en consulta con la Junta de Fiscales Jefes de 
Sala (un cuerpo colegiado de fiscales públicos).  

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión: 
No se encontró información suficiente para determinar cuáles.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: De acuerdo con el 
artículo 419 del Código Penal Español comete el delito: “La autoridad o funcionario 
público que, en provecho propio o de un tercero, solicitare o recibiere, por sí o por 
persona interpuesta, dádiva o presente o aceptare ofrecimiento o promesa para 
realizar en el ejercicio de su cargo una acción u omisión constitutivas de delito, 
incurrirá en la pena de prisión de dos a seis años, multa del tanto al triplo del valor 
de la dádiva e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de 
siete a doce años, sin perjuicio de la pena correspondiente al delito cometido en 
razón de la dádiva o promesa”. De acuerdo con el artículo 425: “La autoridad o 
funcionario público que solicitare dádiva o presente o admitiere ofrecimiento o 
promesa para realizar un acto propio de su cargo o como recompensa del ya 
realizado, incurrirá en la pena de multa del tanto al triplo del valor de la dádiva y 
suspensión de empleo o cargo público por tiempo de seis meses a tres años”.  

Instancia de revisión de las decisiones del órgano:  Las que establece el Poder 
Judicial.  



 
S e n a d o  d e  l a  R e p ú b l i c a   

 

128 

Instancia de evaluación del desempeño del órgano: El Fiscal anticorrupción 
envía cada seis meses un reporte sobre el desempeño de la Fiscalía a la Junta de 
Fiscales Jefes de la Sala y al Consejo Fiscal (Consejo del Procurador General).  

Disposiciones constitucionales y legales relevantes : Si bien en la Constitución 
no aparece una referencia directa al tema hay un artículo relevante de la Ley del 
Estatuto Básico del Empleado Público que a la letra dice: 

Artículo 53. Principios éticos. 

1. Los empleados públicos respetarán la Constitución y el resto de normas que 
integran el ordenamiento jurídico. 

2. Su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de los 
ciudadanos y se fundamentará en consideraciones objetivas orientadas hacia la 
imparcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro factor que exprese 
posiciones personales, familiares, corporativas, clientelares o cualesquiera otras 
que puedan colisionar con este principio. 

3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la 
Administración en la que presten sus servicios, y con sus superiores, compañeros, 
subordinados y con los ciudadanos. 

4. Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y 
libertades públicas, evitando toda actuación que pueda producir discriminación 
alguna por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo, orientación 
sexual, religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra 
condición o circunstancia personal o social. 

5. Se abstendrán en aquellos asuntos en los que tengan un interés personal, así 
como de toda actividad privada o interés que pueda suponer un riesgo de plantear 
conflictos de intereses con su puesto público. 

6. No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones 
financieras, obligaciones patrimoniales o negocios jurídicos con personas o 
entidades cuando pueda suponer un conflicto de intereses con las obligaciones de 
su puesto público. 

7. No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja 
injustificada, por parte de personas físicas o entidades privadas. 

8. Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y 
vigilarán la consecución del interés general y el cumplimiento de los objetivos de la 
organización. 
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9. No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento 
administrativo sin justa causa y, en ningún caso, cuando ello comporte un 
privilegio en beneficio de los titulares de los cargos públicos o su entorno familiar y 
social inmediato o cuando suponga un menoscabo de los intereses de terceros. 

10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les 
encomienden y, en su caso, resolverán dentro de plazo los procedimientos o 
expedientes de su competencia. 

11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público 
absteniéndose no solo de conductas contrarias al mismo, sino también de 
cualesquiera otras que comprometan la neutralidad en el ejercicio de los servicios 
públicos. 

12. Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté 
prohibida legalmente, y mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos 
que conozcan por razón de su cargo, sin que puedan hacer uso de la información 
obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del interés público. 

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: El título XIX 
denominado “Delitos contra la administración pública” del Código Penal Español, 
mismo a partir del cual la Fiscalía Anticorrupción orienta sus acciones, tipifica y 
establece sentencias alrededor de conductas específicas a saber:  

CAPÍTULO I. 
DE LA PREVARICACIÓN DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y OTROS 
COMPORTAMIENTOS INJUSTOS. 

Artículo 404.   

A la autoridad o funcionario público que, a sabiendas de su injusticia, dictare una 
resolución arbitraria en un asunto administrativo se le castigará con la pena de 
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de siete a diez 
años. 

Artículo 405.   

A la autoridad o funcionario público que, en el ejercicio de su competencia y a 
sabiendas de su ilegalidad, propusiere, nombrare o diere posesión para el ejercicio 
de un determinado cargo público a cualquier persona sin que concurran los 
requisitos legalmente establecidos para ello, se le castigará con las penas de 
multa de tres a ocho meses y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de 
seis meses a dos años. 

Artículo 406.   
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La misma pena de multa se impondrá a la persona que acepte la propuesta, 
nombramiento o toma de posesión mencionada en el artículo anterior, sabiendo 
que carece de los requisitos legalmente exigibles. 

CAPÍTULO II. 
DEL ABANDONO DE DESTINO Y DE LA OMISIÓN DEL DEBER D E 
PERSEGUIR DELITOS. 

Artículo 407.   

1. A la autoridad o funcionario público que abandonare su destino con el propósito 
de no impedir o no perseguir cualquiera de los delitos comprendidos en los Títulos 
XXI, XXII, XXIII y XXIV se le castigará con la pena de prisión de uno a cuatro años 
e inhabilitación absoluta para empleo o cargo público por tiempo de seis a diez 
años. Si hubiera realizado el abandono para no impedir o no perseguir cualquier 
otro delito, se le impondrá la pena de inhabilitación especial para empleo o cargo 
público por tiempo de uno a tres años. 

2. Las mismas penas se impondrán, respectivamente, cuando el abandono tenga 
por objeto no ejecutar las penas correspondientes a estos delitos impuestas por la 
autoridad judicial competente. 

Artículo 408.   

La autoridad o funcionario que, faltando a la obligación de su cargo, dejare 
intencionadamente de promover la persecución de los delitos de que tenga noticia 
o de sus responsables, incurrirá en la pena de inhabilitación especial para empleo 
o cargo público por tiempo de seis meses a dos años. 

Artículo 409.   

A las autoridades o funcionarios públicos que promovieren, dirigieren u 
organizaren el abandono colectivo y manifiestamente ilegal de un servicio público, 
se les castigará con la pena de multa de ocho a doce meses y suspensión de 
empleo o cargo público por tiempo de seis meses a dos años. 

Las autoridades o funcionarios públicos que meramente tomaren parte en el 
abandono colectivo o manifiestamente ilegal de un servicio público esencial y con 
grave perjuicio de éste o de la comunidad, serán castigados con la pena de multa 
de ocho a doce meses. 
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CAPÍTULO III. 
DE LA DESOBEDIENCIA Y DENEGACIÓN DE AUXILIO. 

Artículo 410.   

1. Las autoridades o funcionarios públicos que se negaren abiertamente a dar el 
debido cumplimiento a resoluciones judiciales, decisiones u órdenes de la 
autoridad superior, dictadas dentro del ámbito de su respectiva competencia y 
revestidas de las formalidades legales, incurrirán en la pena de multa de tres a 
doce meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de 
seis meses a dos años. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, no incurrirán en 
responsabilidad criminal las autoridades o funcionarios por no dar cumplimiento a 
un mandato que constituya una infracción manifiesta, clara y terminante de un 
precepto de Ley o de cualquier otra disposición general. 

Artículo 411.   

La autoridad o funcionario público que, habiendo suspendido, por cualquier motivo 
que no sea el expresado en el apartado segundo del artículo anterior, la ejecución 
de las órdenes de sus superiores, las desobedeciere después de que aquéllos 
hubieren desaprobado la suspensión, incurrirá en las penas de multa de doce a 
veinticuatro meses, e inhabilitación especial para empleo o cargo público por 
tiempo de uno a tres años. 

Artículo 412.   

1. El funcionario público que, requerido por autoridad competente, no prestare el 
auxilio debido para la Administración de Justicia u otro servicio público, incurrirá en 
las penas de multa de tres a doce meses, y suspensión de empleo o cargo público 
por tiempo de seis meses a dos años. 

2. Si el requerido fuera autoridad, jefe o responsable de una fuerza pública o un 
agente de la autoridad, se impondrán las penas de multa de doce a dieciocho 
meses y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de dos a tres años. 

3. La autoridad o funcionario público que, requerido por un particular a prestar 
algún auxilio a que venga obligado por razón de su cargo para evitar un delito 
contra la vida de las personas, se abstuviera de prestarlo, será castigado con la 
pena de multa de dieciocho a veinticuatro meses e inhabilitación especial para 
empleo o cargo público por tiempo de tres a seis años. 
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Si se tratase de un delito contra la integridad, libertad sexual, salud o libertad de 
las personas, será castigado con la pena de multa de doce a dieciocho meses y 
suspensión de empleo o cargo público de uno a tres años. 

En el caso de que tal requerimiento lo fuera para evitar cualquier otro delito u otro 
mal, se castigará con la pena de multa de tres a doce meses y suspensión de 
empleo o cargo público por tiempo de seis meses a dos años. 

CAPÍTULO IV. 
DE LA INFIDELIDAD EN LA CUSTODIA DE DOCUMENTOS Y DE  LA 
VIOLACIÓN DE SECRETOS. 

Artículo 413.   

La autoridad o funcionario público que, a sabiendas, sustrajere, destruyere, 
inutilizare u ocultare, total o parcialmente, documentos cuya custodia le esté 
encomendada por razón de su cargo, incurrirá en las penas de prisión de uno a 
cuatro años, multa de siete a veinticuatro meses, e inhabilitación especial para 
empleo o cargo público por tiempo de tres a seis años. 

Artículo 414.   

1. A la autoridad o funcionario público que, por razón de su cargo, tenga 
encomendada la custodia de documentos respecto de los que la autoridad 
competente haya restringido el acceso, y que a sabiendas destruya o inutilice los 
medios puestos para impedir ese acceso o consienta su destrucción o 
inutilización, incurrirá en la pena de prisión de seis meses a un año o multa de seis 
a veinticuatro meses y, en cualquier caso, inhabilitación especial para empleo o 
cargo público por tiempo de uno a tres años. 

2. El particular que destruyere o inutilizare los medios a que se refiere el apartado 
anterior, será castigado con la pena de multa de seis a dieciocho meses. 

Artículo 415.   

La autoridad o funcionario público no comprendido en el artículo anterior que, a 
sabiendas y sin la debida autorización, accediere o permitiere acceder a 
documentos secretos cuya custodia le esté confiada por razón de su cargo, 
incurrirá en la pena de multa de seis a doce meses, e inhabilitación especial para 
empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años. 

Artículo 416.   

Serán castigados con las penas de prisión o multa inmediatamente inferiores a las 
respectivamente señaladas en los tres artículos anteriores los particulares 
encargados accidentalmente del despacho o custodia de documentos, por 
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comisión del Gobierno o de las autoridades o funcionarios públicos a quienes 
hayan sido confiados por razón de su cargo, que incurran en las conductas 
descritas en los mismos. 

Artículo 417.   

1. La autoridad o funcionario público que revelare secretos o informaciones de los 
que tenga conocimiento por razón de su oficio o cargo y que no deban ser 
divulgados, incurrirá en la pena de multa de doce a dieciocho meses e 
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años. 

Si de la revelación a que se refiere el párrafo anterior resultara grave daño para la 
causa pública o para tercero, la pena será de prisión de uno a tres años, e 
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de tres a cinco 
años. 

2. Si se tratara de secretos de un particular, las penas serán las de prisión de dos 
a cuatro años, multa de doce a dieciocho meses, y suspensión de empleo o cargo 
público por tiempo de uno a tres años. 

Artículo 418.   

El particular que aprovechare para sí o para un tercero el secreto o la información 
privilegiada que obtuviere de un funcionario público o autoridad, será castigado 
con multa del tanto al triplo del beneficio obtenido o facilitado. Si resultara grave 
daño para la causa pública o para tercero, la pena será de prisión de uno a seis 
años. 

CAPÍTULO V. 
DEL COHECHO. 

Artículo 419.   

La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, 
recibiere o solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución 
de cualquier clase o aceptare ofrecimiento o promesa para realizar en el ejercicio 
de su cargo un acto contrario a los deberes inherentes al mismo o para no realizar 
o retrasar injustificadamente el que debiera practicar, incurrirá en la pena de 
prisión de tres a seis años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación 
especial para empleo o cargo público por tiempo de siete a doce años, sin 
perjuicio de la pena correspondiente al acto realizado, omitido o retrasado en 
razón de la retribución o promesa, si fuera constitutivo de delito. 
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Artículo 420.   

La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, 
recibiere o solicitare, por sí o por persona interpuesta, dádiva, favor o retribución 
de cualquier clase o aceptare ofrecimiento o promesa para realizar un acto propio 
de su cargo, incurrirá en la pena de prisión de dos a cuatro años, multa de doce a 
veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público por 
tiempo de tres a siete años. 

Artículo 421.   

Las penas señaladas en los artículos precedentes se impondrán también cuando 
la dádiva, favor o retribución se recibiere o solicitare por la autoridad o funcionario 
público, en sus respectivos casos, como recompensa por la conducta descrita en 
dichos artículos. 

Artículo 422.   

La autoridad o funcionario público que, en provecho propio o de un tercero, 
admitiera, por sí o por persona interpuesta, dádiva o regalo que le fueren ofrecidos 
en consideración a su cargo o función, incurrirá en la pena de prisión de seis 
meses a un año y suspensión de empleo y cargo público de uno a tres años. 

Artículo 423.   

Lo dispuesto en los artículos precedentes será igualmente aplicable a los jurados, 
árbitros, peritos, administradores o interventores designados judicialmente, o a 
cualesquiera personas que participen en el ejercicio de la función pública. 

Artículo 424.   

1. El particular que ofreciere o entregare dádiva o retribución de cualquier otra 
clase a una autoridad, funcionario público o persona que participe en el ejercicio 
de la función pública para que realice un acto contrario a los deberes inherentes a 
su cargo o un acto propio de su cargo, para que no realice o retrase el que debiera 
practicar, o en consideración a su cargo o función, será castigado en sus 
respectivos casos, con las mismas penas de prisión y multa que la autoridad, 
funcionario o persona corrompida. 

2. Cuando un particular entregare la dádiva o retribución atendiendo la solicitud de 
la autoridad, funcionario público o persona que participe en el ejercicio de la 
función pública, se le impondrán las mismas penas de prisión y multa que a ellos 
les correspondan. 

3. Si la actuación conseguida o pretendida de la autoridad o funcionario tuviere 
relación con un procedimiento de contratación, de subvenciones o de subastas 
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convocados por las Administraciones o entes públicos, se impondrá al particular y, 
en su caso, a la sociedad, asociación u organización a que representare la pena 
de inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con 
entes, organismos o entidades que formen parte del sector público y para gozar de 
beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social por un tiempo de tres a 
siete años. 

Artículo 425.   

Cuando el soborno mediare en causa criminal a favor del reo por parte de su 
cónyuge u otra persona a la que se halle ligado de forma estable por análoga 
relación de afectividad, o de algún ascendiente, descendiente o hermano por 
naturaleza, por adopción o afines en los mismos grados, se impondrá al 
sobornador la pena de prisión de seis meses a un año. 

Artículo 426.   

Quedará exento de pena por el delito de cohecho el particular que, habiendo 
accedido ocasionalmente a la solicitud de dádiva u otra retribución realizada por 
autoridad o funcionario público, denunciare el hecho a la autoridad que tenga el 
deber de proceder a su averiguación antes de la apertura del procedimiento, 
siempre que no haya transcurrido más de dos meses desde la fecha de los 
hechos. 

Artículo 427.   

1. Lo dispuesto en los artículos precedentes será también aplicable cuando los 
hechos sean imputados o afecten a los funcionarios de la Unión Europea o a los 
funcionarios nacionales de otro Estado miembro de la Unión. 

A estos efectos se entenderá que es funcionario de la Unión Europea: 

1. toda persona que tenga la condición de funcionario o de agente contratado 
en el sentido del Estatuto de los funcionarios de las Comunidades Europeas o del 
Régimen aplicable a otros agentes de la Unión Europea; 

2. toda persona puesta a disposición de la Unión Europea por los Estados 
miembros o por cualquier organismo público o privado que ejerza en ellas 
funciones equivalentes a las que ejercen los funcionarios u otros agentes de la 
Unión Europea; 

3. los miembros de organismos creados de conformidad con los Tratados 
constitutivos de las Comunidades Europeas, así como el personal de dichos 
organismos, en la medida en que el Estatuto de los funcionarios de las 
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Comunidades Europeas o el Régimen aplicable a otros agentes de la Unión 
Europea no les sea aplicable. 

Asimismo, se entenderá por funcionario nacional de otro Estado miembro de la 
Unión el que tenga esta condición a los fines de la aplicación del Derecho penal de 
dicho Estado miembro. 

2. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica 
sea responsable de los delitos recogidos en este Capítulo, se le impondrán las 
siguientes penas: 

a. Multa de dos a cinco años, o del triple al quíntuple del beneficio obtenido 
cuando la cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la 
persona física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años. 

b. Multa de uno a tres años, o del doble al cuádruple del beneficio obtenido 
cuando la cantidad resultante fuese más elevada, si el delito cometido por la 
persona física tiene prevista una pena de más de dos años de privación de libertad 
no incluida en el anterior inciso. 

c. Multa de seis meses a dos años, o del doble al triple del beneficio obtenido 
si la cantidad resultante fuese más elevada, en el resto de los casos. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales 
podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 
del artículo 33. 

CAPÍTULO VI. 
DEL TRÁFICO DE INFLUENCIAS. 

Artículo 428.   

El funcionario público o autoridad que influyere en otro funcionario público o 
autoridad prevaliéndose del ejercicio de las facultades de su cargo o de cualquier 
otra situación derivada de su relación personal o jerárquica con éste o con otro 
funcionario o autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar 
directa o indirectamente un beneficio económico para sí o para un tercero, 
incurrirá en las penas de prisión de seis meses a dos años, multa del tanto al 
duplo del beneficio perseguido u obtenido e inhabilitación especial para empleo o 
cargo público por tiempo de tres a seis años. Si obtuviere el beneficio perseguido, 
estas penas se impondrán en su mitad superior. 

Artículo 429.   

El particular que influyere en un funcionario público o autoridad prevaliéndose de 
cualquier situación derivada de su relación personal con éste o con otro 
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funcionario público o autoridad para conseguir una resolución que le pueda 
generar directa o indirectamente un beneficio económico para sí o para un tercero, 
será castigado con las penas de prisión de seis meses a dos años y multa del 
tanto al duplo del beneficio perseguido u obtenido. Si obtuviere el beneficio 
perseguido, estas penas se impondrán en su mitad superior. 

Artículo 430.   

Los que, ofreciéndose a realizar las conductas descritas en los artículos 
anteriores, solicitaren de terceros dádivas, presentes o cualquier otra 
remuneración, o aceptaren ofrecimiento o promesa, serán castigados con la pena 
de prisión de seis meses a un año. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis de este Código una 
persona jurídica sea responsable de los delitos recogidos en este Capítulo, se le 
impondrá la pena de multa de seis meses a dos años. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales 
podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 
del artículo 33. 

Artículo 431.   

En todos los casos previstos en este Capítulo y en el anterior, las dádivas, 
presentes o regalos caerán en decomiso. 

CAPÍTULO VII. 
DE LA MALVERSACIÓN. 

Artículo 432.   

1. La autoridad o funcionario público que, con ánimo de lucro, sustrajere o 
consintiere que un tercero, con igual ánimo, sustraiga los caudales o efectos 
públicos que tenga a su cargo por razón de sus funciones, incurrirá en la pena de 
prisión de tres a seis años e inhabilitación absoluta por tiempo de seis a diez años. 

2. Se impondrá la pena de prisión de cuatro a ocho años y la de inhabilitación 
absoluta por tiempo de diez a veinte años si la malversación revistiera especial 
gravedad atendiendo al valor de las cantidades sustraídas y al daño o 
entorpecimiento producido al servicio público. Las mismas penas se aplicarán si 
las cosas malversadas hubieran sido declaradas de valor histórico o artístico, o si 
se tratara de efectos destinados a aliviar alguna calamidad pública. 

3. Cuando la sustracción no alcance la cantidad de 4.000 euros, se impondrán las 
penas de multa superior a dos y hasta cuatro meses, prisión de seis meses a tres 
años y suspensión de empleo o cargo público por tiempo de hasta tres años. 
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Artículo 433.   

La autoridad o funcionario público que destinare a usos ajenos a la función pública 
los caudales o efectos puestos a su cargo por razón de sus funciones, incurrirá en 
la pena de multa de seis a doce meses, y suspensión de empleo o cargo público 
por tiempo de seis meses a tres años. 

Si el culpable no reintegrara el importe de lo distraído dentro de los diez días 
siguientes al de la incoación del proceso, se le impondrán las penas del artículo 
anterior. 

Artículo 434.   

La autoridad o funcionario público que, con ánimo de lucro propio o ajeno y con 
grave perjuicio para la causa pública, diere una aplicación privada a bienes 
muebles o inmuebles pertenecientes a cualquier Administración o Entidad estatal, 
autonómica o local u Organismos dependientes de alguna de ellas, incurrirá en las 
penas de prisión de uno a tres años e inhabilitación especial para empleo o cargo 
público por tiempo de tres a seis años. 

Artículo 435.   

Las disposiciones de este Capítulo son extensivas: 

1. A los que se hallen encargados por cualquier concepto de fondos, rentas o 
efectos de las Administraciones públicas. 

2. A los particulares legalmente designados como depositarios de caudales o 
efectos públicos. 

3. A los administradores o depositarios de dinero o bienes embargados, 
secuestrados o depositados por autoridad pública, aunque pertenezcan a 
particulares. 

CAPÍTULO VIII. 
DE LOS FRAUDES Y EXACCIONES ILEGALES. 

Artículo 436.   

La autoridad o funcionario público que, interviniendo por razón de su cargo en 
cualesquiera de los actos de las modalidades de contratación pública o en 
liquidaciones de efectos o haberes públicos, se concertara con los interesados o 
usase de cualquier otro artificio para defraudar a cualquier ente público, incurrirá 
en las penas de prisión de uno a tres años e inhabilitación especial para empleo o 
cargo público por tiempo de seis a diez años. Al particular que se haya concertado 
con la autoridad o funcionario público se le impondrá la misma pena de prisión que 
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a éstos, así como la de inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas 
públicas, para contratar con entes, organismos o entidades que formen parte del 
sector público y para gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad 
Social por un tiempo de dos a cinco años. 

Artículo 437.   

La autoridad o funcionario público que exigiere, directa o indirectamente, 
derechos, tarifas por aranceles o minutas que no sean debidos o en cuantía mayor 
a la legalmente señalada, será castigado, sin perjuicio de los reintegros a que 
viniere obligado, con las penas de multa de seis a veinticuatro meses y de 
suspensión de empleo o cargo público por tiempo de seis meses a cuatro años. 

Artículo 438.   

La autoridad o funcionario público que, abusando de su cargo, cometiere algún 
delito de estafa o apropiación indebida, incurrirá en las penas respectivamente 
señaladas a éstos, en su mitad superior, e inhabilitación especial para empleo o 
cargo público por tiempo de dos a seis años. 

CAPÍTULO IX. 
DE LAS NEGOCIACIONES Y ACTIVIDADES PROHIBIDAS A LOS  
FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y DE LOS ABUSOS EN EL EJERCIC IO DE SU 
FUNCIÓN. 

Artículo 439.   

La autoridad o funcionario público que, debiendo intervenir por razón de su cargo 
en cualquier clase de contrato, asunto, operación o actividad, se aproveche de tal 
circunstancia para forzar o facilitarse cualquier forma de participación, directa o 
por persona interpuesta, en tales negocios o actuaciones, incurrirá en la pena de 
prisión de seis meses a dos años, multa de doce a veinticuatro meses e 
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de uno a cuatro 
años. 

Artículo 440.   

Los peritos, árbitros y contadores partidores que se condujeren del modo previsto 
en el artículo anterior, respecto de los bienes o cosas en cuya tasación, partición o 
adjudicación hubieran intervenido, y los tutores, curadores o albaceas respecto de 
los pertenecientes a sus pupilos o testamentarías, serán castigados con la pena 
de multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o 
cargo público, profesión u oficio, guarda, tutela o curatela, según los casos, por 
tiempo de tres a seis años. 
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Artículo 441.   

La autoridad o funcionario público que, fuera de los casos admitidos en las Leyes 
o Reglamentos, realizare, por sí o por persona interpuesta, una actividad 
profesional o de asesoramiento permanente o accidental, bajo la dependencia o al 
servicio de entidades privadas o de particulares, en asunto en que deba intervenir 
o haya intervenido por razón de su cargo, o en los que se tramiten, informen o 
resuelvan en la oficina o centro directivo en que estuviere destinado o del que 
dependa, incurrirá en las penas de multa de seis a doce meses, y suspensión de 
empleo o cargo público por tiempo de uno a tres años. 

Artículo 442.   

La autoridad o funcionario público que haga uso de un secreto del que tenga 
conocimiento por razón de su oficio o cargo, o de una información privilegiada, con 
ánimo de obtener un beneficio económico para sí o para un tercero, incurrirá en 
las penas de multa del tanto al triplo del beneficio perseguido, obtenido o facilitado 
e inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de dos a cuatro 
años. Si obtuviere el beneficio perseguido se impondrán las penas en su mitad 
superior. 

Si resultara grave daño para la causa pública o para tercero, la pena será de 
prisión de uno a seis años, e inhabilitación especial para empleo o cargo público 
por tiempo de siete a diez años. A los efectos de este artículo, se entiende por 
información privilegiada toda información de carácter concreto que se tenga 
exclusivamente por razón del oficio o cargo público y que no haya sido notificada, 
publicada o divulgada. 

Artículo 443.   

1. Será castigado con la pena de prisión de uno a dos años e inhabilitación 
absoluta por tiempo de seis a 12 años, la autoridad o funcionario público que 
solicitare sexualmente a una persona que, para sí misma o para su cónyuge u otra 
persona con la que se halle ligado de forma estable por análoga relación de 
afectividad, ascendiente, descendiente, hermano, por naturaleza, por adopción, o 
afín en los mismos grados, tenga pretensiones pendientes de la resolución de 
aquel o acerca de las cuales deba evacuar informe o elevar consulta a su superior. 

2. El funcionario de Instituciones Penitenciarias o de centros de protección o 
corrección de menores que solicitara sexualmente a una persona sujeta a su 
guarda será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años e inhabilitación 
absoluta por tiempo de seis a 12 años. 

3. En las mismas penas incurrirán cuando la persona solicitada fuera ascendiente, 
descendiente, hermano, por naturaleza, por adopción, o afines en los mismos 
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grados de persona que tuviere bajo su guarda. Incurrirá, asimismo, en estas penas 
cuando la persona solicitada sea cónyuge de persona que tenga bajo su guarda o 
se halle ligada a ésta de forma estable por análoga relación de afectividad. 

Artículo 444.   

Las penas previstas en el artículo anterior se impondrán sin perjuicio de las que 
correspondan por los delitos contra la libertad sexual efectivamente cometidos. 

CAPÍTULO X. 
DE LOS DELITOS DE CORRUPCIÓN EN LAS TRANSACCIONES 
COMERCIALES INTERNACIONALES.  

Artículo 445.   

1. Los que mediante el ofrecimiento, promesa o concesión de cualquier beneficio 
indebido, pecuniario o de otra clase, corrompieren o intentaren corromper, por sí o 
por persona interpuesta, a los funcionarios públicos extranjeros o de 
organizaciones internacionales, en beneficio de estos o de un tercero, o 
atendieran sus solicitudes al respecto, con el fin de que actúen o se abstengan de 
actuar en relación con el ejercicio de funciones públicas para conseguir o 
conservar un contrato u otro beneficio irregular en la realización de actividades 
económicas internacionales, serán castigados con las penas de prisión de dos a 
seis años y multa de doce a veinticuatro meses, salvo que el beneficio obtenido 
fuese superior a la cantidad resultante, en cuyo caso la multa será del tanto al 
doble del monto de dicho beneficio. 

Además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pena de 
prohibición de contratar con el sector público, así como la pérdida de la posibilidad 
de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de beneficios o 
incentivos fiscales y de la Seguridad Social, y la prohibición de intervenir en 
transacciones comerciales de trascendencia pública por un periodo de siete a 
doce años. 

Las penas previstas en los párrafos anteriores se impondrán en su mitad superior 
si el objeto del negocio versara sobre bienes o servicios humanitarios o 
cualesquiera otros de primera necesidad. 

2. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis de este Código una 
persona jurídica sea responsable de este delito, se le impondrá la pena de multa 
de dos a cinco años, o la del triple al quíntuple del beneficio obtenido si la cantidad 
resultante fuese más elevada. 
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Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales 
podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 
del artículo 33. 

3. A los efectos de este artículo se entiende por funcionario público extranjero: 

a. Cualquier persona que ostente un cargo legislativo, administrativo o judicial 
de un país extranjero, tanto por nombramiento como por elección. 

b. Cualquier persona que ejerza una función pública para un país extranjero, 
incluido un organismo público o una empresa pública. 

c. Cualquier funcionario o agente de una organización internacional pública. 

 

Fuentes informativas:    

• Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, Specialiased Anti-Corruption 
Institutions, Review of Models, 2008.  
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BÉLGICA 

Oficina Central para la Represión de la Corrupción (OCRC) 

Naturaleza Jurídica: La Oficina Central para la Represión de la Corrupción fue 
creada por Decreto Real en febrero de 1998 como institución responsable al 
interior de la policía federal y bajo la autoridad del Comisariado General de la 
Policía Judicial.  Por tanto no es un órgano independiente sino parte integral el 
sistema de aplicación de la ley.  

Facultades de investigación y de sanción: Cuenta con amplias facultades de 
investigación y de persecución del delito muy importantes. Comparte facultades de 
sanción con las instituciones de impartición de justicia.  

Universo de actuación del órgano: Comprende tanto el ámbito público como el 
ámbito privado.  

Máxima instancia de decisión: Es unipersonal y recae en el Director General de 
la OCRC.  

Mecanismo de nombramiento: Designado por el Director General de la Policía 
Judicial.  

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión: 
No se encontró información suficiente para determinar cuáles.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: De acuerdo con el 
Capítulo IV del Código Penal belga, comete corrupción quien ejerce una función 
pública y solicita o acepta una oferta, una promesa o cualquier ventaja de 
cualquier naturaleza ya sea para él mismo o para otra persona para adoptar una 
determinada conducta o compromiso. Las modalidades de esta conducta o 
compromiso se enlistan en este largo capítulo que enfatiza los sobornos, al abuso 
de autoridad y el enriquecimiento ilícito. Se establecen penas que van desde 
multas por 100 y hasta 50 mil euros y penas corporales de seis meses a 10 años 
de prisión.  

Instancia de revisión de las decisiones del órgano:  Las que establece el Poder 
Judicial.  

Instancia de evaluación del desempeño del órgano: De ello está a cargo el 
Director General de la Policía Judicial de manera inmediata y el Ministerio de 
Justicia como responsable último.  

Requisitos a cubrirse por quienes aspiran a integra r el órgano de decisión: 
La única información que se pudo encontrar en la Constitución belga es la 
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dispuesta por el Capítulo VII “Del Consejo de Estado y de las jurisdicciones 
administrativas”, que a la letra dice: 

Artículo 160. Habrá un Consejo de Estado para toda Bélgica, cuya composición, 
competencia y funcionamiento serán precisados por la ley. Sin embargo la ley 
podrá atribuir al Rey el poder de regular su procedimiento conforme a los 
principios que ella determine. El Consejo de Estado decidirá por medio  
de sentencias en tanto que jurisdicción administrativa y emitirá dictámenes en los 
supuestos previstos por la ley.  

Artículo 161. Ninguna jurisdicción administrativa podrá ser establecida salvo en 
virtud de una ley.  

Tipificación de la falta o delito de corrupción y s anciones: Por su parte, el 
Código Penal belga dispone lo siguiente: 

TÍTULO IV. - CRÍMENES Y DELITOS CONTRA EL ORDEN PÚBLICO 
COMETIDOS POR PERSONAS QUE SON FUNCIONARIOS PÚBLICOS O POR 

MINISTROS DE CULTO EN EL EJERCICIO DE SU MINISTERIO. 

CAPITULO I. - La colusión de funcionarios. 

Art. 233. Cuando las medidas contrarias a las leyes o reales decretos han sido 
colusorios, o en una reunión de individuos o custodios del cuerpo de cualquier 
parte de la autoridad pública o por delegación o correspondencia entre ellos, el 
culpable será castigado con una prisión de un mes a seis meses. 

Art. 234. (Véase NOTA en el título) Si, por cualquier medio expresadas en el 
artículo anterior, que era una acción concertada en contra de la aplicación de una 
ley o un decreto real, la pena será de prisión de seis meses a cinco años. 

Los culpables pueden, además, ser condenados a la prohibición de los derechos 
mencionados en los tres primeros números [1 Artículo 31, párrafo 1] 1. 

Si el concierto se llevó a cabo entre los organismos civiles y militares, o de sus 
líderes, quienes serán castigados causó la detención de diez a quince años, otros 
por la detención de cinco a diez años. 

Art. 235. (Véase NOTA en título) en los casos en que las autoridades civiles se 
han formado con sus cuerpos líderes militares perjudiciales para la seguridad del 
Estado, los provocadores serán castigados (prisión de quince a veinte años). 
 
Art. 236. Será reprimido con prisión de un mes a dos años y multa de cien [EUR] 
500 [EUR] Los funcionarios que, han dado su dimisión con el fin de prevenir o 
suspender un acto contra la administración de justicia o la realización de un 
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servicio ilegal.   Serán condenados, además de la prohibición del derecho a 
realizar deberes, trabajos u oficinas. 

CAPÍTULO II. - INVASIÓN DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS Y 
JUDICIALES. 

Art. 237.Seran castigados con prisión de un mes a dos años, multa de cincuenta 
[EUR] 500 [euros], y pueden ser condenados a la prohibición de cinco a diez años, 
los derechos mencionados en los tres primeros números [1 Artículo 31, párrafo 1]  

Art. 238. Los jueces y los asesores sociales o consulares que han procedido a la 
vista de la causa, a pesar de la ley conflicto planteado por la autoridad y antes de 
la decisión del Tribunal de Casación serán castigados con una multa de veinte y 
seis [EUR] 500 [EUR]. 

Art. 239 Los Gobernadores, comisionados de distrito, alcaldes y miembros de los 
órganos administrativos que interfieran en el ejercicio de la potestad legislativa, 
serán sancionados con prisión de un mes a dos años y multa de cincuenta [EUR] 
500 [EUR]. 

CAPÍTULO IV. - CORRUPCIÓN DE PERSONAS QUE SON FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS 

Art. 246. 1. Corrupción pasiva el hecho de que una persona que ejerza una 
función pública para solicitar o aceptar, directa o través de intermediarios, oferta, 
promesa o ventaja de cualquier especie para sí mismo o para un tercero y adopta 
un comportamiento que se refiere el artículo 247. 2. Corrupción activa consiste en 
ofrecer, directamente o a través de intermediarios, a una persona que ejerza una 
función pública una oferta, promesa o ventaja de cualquier especie para sí mismo 
o para un tercero, a fin de adoptar conducir a que se refiere el artículo 247. 
3. Se trata como una persona que ejerza una función pública para los fines de esta 
sección cualquier persona que es un candidato para tal función, lo que sugiere que 
va a ejercer tal función, o bien, con cualidades falsas para creer ella tiene una 
función. 
 

Art. 247. 1. Cuando la corrupción es la actuación de la persona que desempeñe 
una función pública de un acto de su función, pero el salario no sólo se trata, la 
pena será de prisión de seis meses a un año y una multa de 100 euros [ ] 10 000 
[euros], o ambas. 

Cuando, conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, la solicitud se refiere el 
artículo 246, 1, le sigue una propuesta contemplada en el artículo 246, 2, como en 
el caso o propuesta contemplada en el artículo 246, 2 es aceptada, la pena será 
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de prisión de seis meses a dos años y multa de 100 [euros] 25 000 [euros], o 
ambas cosas. 

2. Cuando la corrupción es la actuación de la persona que desempeñe una función 
pública de un acto injusto en el ejercicio de sus funciones o se abstenga de hacer 
cualquier cosa que cayó dentro del rango de los deberes , la pena será de prisión 
de seis meses a dos años y multa de 100 [euros] 25 000 [euros]. Cuando, 
conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, la solicitud se refiere el artículo 246, 
1, le sigue una propuesta contemplada en el artículo 246, 2, como en el caso de la 
propuesta que se establece en el artículo 246, 2 es aceptada, la pena será de 
prisión de seis meses a tres años y multa de 100 [euros] 50 000 [euros]. En el 
caso de que la persona que comete el acto de corrupción o se abstuvo de hacer 
cualquier cosa injusta que cayó dentro del rango de sus funciones, será 
sancionado con prisión de seis meses a cinco años y multa 100 [euros] 75 000 
[euros]. 

3. Cuando la corrupción es la actuación de la persona que desempeñe una función 
pública por un delito grave o delito menor en relación con el ejercicio de su 
función, la pena será de prisión de seis meses a tres años y una multa de 100 
[euros] 50 000 [euros]. Cuando, conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, la 
solicitud se refiere el artículo 246, 1, le sigue una propuesta contemplada en el 
artículo 246, 2, como en el caso de la propuesta que se establece en el artículo 
246, 2 es aceptada, la pena será de prisión de dos a cinco años y multa de 500 
[euros] 100 000 [euros]. 

4. Cuando la corrupción es el uso de la persona que desempeñe una función 
pública de la influencia real o supuesta que tiene debido a su función para obtener 
un acto de autoridad o administración pública o la abstención de tal acto, la pena 
será de prisión de seis meses a un año y multa de 100 [euros] 10 000 [euros]. 
Cuando, conforme a lo dispuesto en el párrafo anterior, la solicitud se refiere el 
artículo 246, § 1, le sigue una propuesta contemplada en el artículo 246, § 2, como 
en el caso de la propuesta que se El artículo 246, § 2 es aceptada, la pena será de 
prisión de seis meses a dos años y multa de 100 [euros] 25 000 [euros]. 
  Si la persona ha utilizado la influencia corrupta a su disposición debido a su 
función, será sancionado con prisión de seis meses a tres años y multa de 100 
[euros] 50 000 [euros]. 

Art. 248. Cuando los hechos previstos en los artículos 246 y 247, 1 a 3, es un 
oficial de policía, una persona de calidad oficial de policía o miembro de un 
recubrimiento fiscales, la pena máxima se incrementa al doble de la pena máxima 
prevista en la sección 247 para los hechos. 

Art. 249. 1. Cuando la corrupción en el artículo 246 se refiere a un juez en su 
actuar dentro de su función judicial, la pena será de prisión de uno a tres años y 
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multa de 100 [euros] 50 000 [euros]. 2. Cuando la corrupción en el artículo 246 se 
refiere a un juez o jurado y tiene como objetivo actuar dentro de su función judicial, 
la pena será de prisión de dos a cinco años y multa de 500 [euros] 100 000 
[euros]. 3. Cuando la corrupción en el artículo 246 se refiere a un juez en su actuar 
dentro de su función judicial, la pena será de prisión de cinco a diez años y multa 
de 500 [euros] 100 000 [euros]. 

Art. 250. Cuando la corrupción prevista en los casos de los artículos 246 a 249 se 
refiere a una persona que ejerce una función pública en un Estado extranjero o 
una organización de derecho internacional público, las penas serán las previstas 
en estas disposiciones. 

CAPÍTULO V. - ABUSO DE AUTORIDAD 

Art. 254.Sera castigado con pena de prisión de uno a cinco años, cualquier 
funcionario público, agente o empleado del gobierno, de cualquier clase o 
condición que sea, que deberá ordenar o que requieren una acción u orden el uso 
de la fuerza contra la ejecución de derecho público o real decreto, o en contra de 
la imposición de un impuesto legalmente establecido, o está en contra de la 
ejecución de una orden o una orden judicial, o cualquier orden emitida por la 
autoridad. 
Fuentes informativas:   

• Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, Specialiased Anti-Corruption 
Institutions, Review of Models, 2008.  

• Código Penal Belga, disponible en versión original en: 
http://www.legislationline.org/documents/section/criminal-codes 
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REFLEXIONES FINALES A MANERA DE CONCLUSIÓN 

Si bien queda claro que las Agencias Anticorrupción pueden adoptar múltiples 
funciones y conformarse bajo distintos modelos, parece haber rasgos generales 
que vale la pena subrayar a propósito del proceso de deliberación y dictaminación 
en el que la Comisión de Puntos Constituciones habrá de entrar en el futuro 
inmediato. 

En primer lugar, vale la pena destacar que las funciones de estas agencias son 
multidisciplinarias y que pueden abarcar desde una amplia gama de potestades 
que van desde la investigación, la capacitación de funcionarios, el monitoreo, la 
persecución, la prevención y la coordinación de capacidades institucionales o, más 
bien, concentrarse en tan sólo algunas de ellas bajo una concepción de 
especialización frente al resto de las agencias gubernamentales, autónomas y de 
la sociedad civil. De ahí que dependiendo de sus objetivos y naturaleza jurídica, 
de la idiosincrasia institucional, cívica y jurídica del país en cuestión, se conformen 
de manera sui generis y de acuerdo con cada situación específica.   

En segundo lugar, vale la pena señalar que en mayor o menor medida, las 
Agencias Anticorrupción en el mundo buscan desarrollar mecanismos que les 
garanticen no sólo independencia frente al poder político sino también 
procedimientos de rendición de cuentas y evaluación. La existencia de ambos 
mecanismos tiene que ver no sólo con que obedece a las mejores prácticas en la 
materia -así como a compromisos de derecho internacional que ha asumido la 
mayoría de los miembros de la comunidad internacional- sino a una valoración 
sobre la importancia de ambos para el éxito mismo de la agencia.  

En tercer lugar, las Agencias Anticorrupción, especialmente las que gozan de 
mayor autonomía, buscan contar con una legislación integral en la materia que les 
permita establecer con claridad sus funciones y los mecanismos de coordinación 
con otras instituciones administrativas, judiciales y policíacas. En general, si bien 
existen algunas, las Agencias Anticorrupción no cuentan con facultades exclusivas 
de investigación y de sanción sino que, en la gran mayoría de los casos, las 
comparten con las instancias de procuración e impartición de justicia.   

Adicionalmente, vale la pena señalar que el impulso inicial para la creación de 
muchas de estas Agencias –el caso de Asia es paradigmático- tiene que ver con la 
voluntad política por parte de los gobiernos para erradicar la corrupción. En buena 
medida, los alcances y límites de estas Agencias develan con cierta claridad, el 
nivel de compromiso que, en cada momento, las elites políticas tienen para 
combatir la corrupción. De ello también dan cuenta la presencia de mecanismos 
ciudadanos de control o supervisión en el funcionamiento interno de la Agencia, la 
tipificación exhaustiva de las distintas modalidades de los delitos y el 
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establecimiento de duras penas administrativas, corporales y pecuniarias para 
quienes resulten responsables de los mismos.  

Finalmente vale la pena enfatizar que el modelo de una sola Agencia, con 
facultades amplias en el combate a la corrupción, parece estar asociado a la lucha 
que democracias jóvenes y países en emergencia encabezan para fortalecer sus 
instituciones, promover el desarrollo económico y consolidar su régimen de 
libertades y estado de derecho. Esto tiene importancia, porque en buena parte de 
los países estudiados, las deficiencias estructurales y operativas de la 
administración pública parecen haberse reducido significativamente con la 
creación de una sola agencia, en contraste con la dispersión normativa que 
normalmente precede esta decisión. 
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